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PRESENTACIÓN

La tercera edición del presente compendio pretende no solo actualizar las
normas y jurisprudencia en torno a la temática de Consulta Previa, sino
poner de presente que el derecho fundamental a la libre participación de los

Grupos Étnicos en aspectos de la sociedad colombiana que les conciernen, como
aquellas decisiones,  medidas legislativas y administrativas y  proyectos económicos
y de desarrollo, están más vigentes que nunca.

En un Estado Social de Derecho, la visión intercultural e interlegal debe predominar
ante la visión de un Estado monocultural y etnocéntrico, en beneficio de la
democracia, donde el ciudadano colombiano indígena, afrodescendiente, raizal,
palenquero, gitano y de cualquier otro origen debe ser el sentido y el ser de  la  razón
pública.

El Ministerio del Interior y de Justicia, como coordinador nacional de la Consulta
Previa, se encuentra comprometido con el derecho fundamental a la participación
libre e informada que le ha delegado y confiado el ordenamiento jurídico colombiano
e internacional respecto a los grupos étnicos e invita a las demás entidades del Estado,
a los dueños de los proyectos, que sus esfuerzos institucionales y las iniciativas de
inversión privada se sumen a la consolidación de una democracia incluyente,
participativa y pluralista.

La protección del principio de la diversidad étnica y cultural nos compete a todos.
Es por ello que Colombia ha sido exaltada como uno de los Estados más adelantados
en el reconocimiento de los derechos fundamentales individuales y colectivos de
los Grupos Étnicos, con la entrada en vigor de la Constitución Política de 1991 y la
adopción de Instrumentos Internacionales como el Convenio 169 de la OIT.

El Ministerio del Interior y de Justicia reitera su compromiso en seguir trabajando
en la atención, promoción y divulgación  de los derechos de los Grupos Étnicos, con
base en la protección  de los mismos y la Consulta Previa en todos sus niveles. La
Consulta es el escenario propicio para conocer y respetar sus prioridades, sus
necesidades y demandas, las cuales deben ser tenidas en cuenta en la definición de
programas  y proyectos que se lleven adelante. Estos procesos cobran una relevancia
significativa al registrar avances en las condiciones de vida e integridad cultural de
aquellas comunidades étnicas que han sido históricamente transgredidas por el
accionar violento de los grupos armados al margen de la ley.
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El actual reto del Estado colombiano en materia de Consulta Previa es profundizar
en aquellos aspectos que la Consulta requiere, como el acercamiento, confianza y
entendimiento de los actores que hacen parte del proceso, en un marco de diálogo
intercultural, de reconocimiento y respeto mutuo de las partes. Otro factor que se
debe atender es el fortalecimiento de las instituciones representativas de los Grupos
Étnicos, con el fin de propiciar un diálogo abierto en condiciones más equilibradas,
cuando se trate de comunidades vulnerables. Igualmente, se debe trabajar en las
debilidades de las comunidades y  atender sus prioridades como sujetos colectivos
de derechos, que han sido reconocidos en un Estado pluriétnico y multicultural.

Esta publicación fortalece los procesos de Consulta con las comunidades étnicas y
acercará de manera contundente a todos sus actores en el marco de una política de
desarrollo con respecto a los derechos fundamentales que avanza con responsabilidad
social.

FABIO VALENCIA COSSIO
Ministro del Interior y de Justicia
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INTRODUCCIÓN

Este libro presenta los contenidos sustantivos y procesales de la Consulta
Previa enfocada a los Grupos Étnicos, construidos y alimentados por el
derecho interno colombiano y la doctrina internacional sobre Derechos

Humanos. La presente edición pretende actualizar la jurisprudencia y normas del
anterior ejemplar, con el propósito de promocionar y publicitar las interpretaciones
garantistas en el marco de la Consulta Previa de los grupos étnicos proferidas por la
justicia colombiana.

La consulta previa traza un mundo emblemático, constructivo y enriquecedor de
múltiples visiones que engrandecen nuestro Estado Social de Derecho y donde la
protección del principio de la diversidad étnica y cultural cobra vigencia y busca
rigor en los procesos de consulta. Los grupos étnicos han enseñado a las instituciones
del Estado, a las empresas privadas y a la sociedad colombiana e internacional, en
general, que su conocimiento y su cosmovisión ancestral, cultural y religiosa no
solo es actual, sino que es el patrimonio cultural de nuestro país, por lo cual  su
condición étnica es un hecho permanente y estable y su reconocimiento es el punto
de partida fundamental para el respeto y promoción de sus derechos.

El Derecho Internacional ha aprendido y se ha enriquecido de las intensas actividades
y luchas de los grupos étnicos en los diferentes Estados,  por lo cual la actual doctrina
internacional de los Derechos Humanos ha recogido en el Sistema Universal,
Interamericano, Europeo y Africano, las prioridades y necesidades de los planes de
vida de los grupos étnicos. Las comunidades étnicas han dejado de ser en el Derecho
Internacional un simple objeto de discusión  y diálogo entre los países; actualmente,
su participación es activa en los diferentes escenarios de discusión, como el Foro
Permanente para las Cuestiones Indígenas, el Segundo Decenio Internacional de los
Poblaciones Indígenas del Mundo, el Comité para la Eliminación de la Discriminación
Racial de Naciones Unidas y el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos
Humanos, entre otros.

En ese sentido, no debemos olvidar una de las manifestaciones contemporáneas
más destacadas del Derecho Internacional como es el Convenio 169 de la OIT
Recordemos que esta innovación fue fruto de la revisión del Convenio 107 de 1957,
en donde se incluyó en las sesiones de 1988 y 1989  de la Conferencia Internacional
del Trabajo la participación de representantes de Pueblos Indígenas, aunque de forma
limitada, en las deliberaciones de la Comisión de la Conferencia designada para la
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revisión. En la Clausura de la sesión de 1989, la Conferencia adoptó el nuevo
Convenio 169, sancionado así el cambio respecto al planteamiento filosófico anterior.

Con la entrada en vigor del Convenio 169 de la OIT, a través de la Ley 21 de 1991,
a nuestro ordenamiento jurídico interno y el nuevo orden constitucional, se crea una
ruptura epistemológica en la concepción de conceptos, principios y valores, respecto
al sistema jurídico colombiano anterior. Igualmente, se reconocen derechos
fundamentales tanto individuales como colectivos a los grupos étnicos que no se
concebían en la Constitución Política de 1886.

La presente publicación se circunscribe en una estrategia integral del Ministerio del
Interior y de Justicia, la cual consiste en ampliar y profundizar una campaña educativa
en legislación, jurisprudencia y documentos de estudio en materia de Consulta Previa
a Grupos Étnicos en Colombia. La elaboración de este compendio se hizo desde un
enfoque de derechos, con el fin de proveer un material pedagógico sobre la Consulta,
que contenga un desarrollo sustantivo de definiciones, conceptos e información
relativa al derecho de la participación de los Grupos Étnicos, en todos sus niveles.
Cada capítulo analiza el desarrollo histórico, normativo, jurisprudencial de la Consulta
Previa como un Derecho Humano. Por tal motivo, el compendio se estructura con
las siguientes partes: i) Instrumentos Internacionales; ii) Instrumentos Nacionales-
Colombia iii) Jurisprudencia Constitucional y Administrativa colombiana y iv) La
Consulta Previa.

En la primera parte, Instrumentos Internacionales, se pretende abordar las
declaraciones, Tratados Internacionales de Derechos Humanos, adoptados por el
Estado colombiano. Igualmente, recomendaciones y resoluciones en el marco del
Derecho Emergente (Soft Law).

La segunda parte, Instrumentos Nacionales-Colombia, se ocupa de las disposiciones
constitucionales, legales y reglamentarias que regulan en Colombia la Consulta Previa.

La tercera parte, Jurisprudencia Constitucional y Administrativa colombiana, se
encarga de recopilar las sentencias más destacadas que han sido proferidas por las
honorables Corporaciones de la Jurisdicción Constitucional y Contencioso -
Administrativo de la Justicia colombiana.

La cuarta parte, Consulta Previa, abarca desde un enfoque jurídico y administrativo
los procesos emprendidos por el Ministerio del Interior y de Justicia a través de su
grupo de consulta previa, haciendo especial énfasis en los interrogantes más frecuentes
en torno al tema y el procedimiento establecido para adelantar los procesos consultivos.

El Ministerio del Interior y de Justicia se complace en presentar el compendio titulado
La Consulta Previa a Grupos Étnicos en Colombia el cual consideramos que será
una guía importante para aquellos lectores que deseen profundizar en todos los
aspectos normativos, jurisprudenciales y prácticos en torno a la Consulta Previa en
Colombia.

VIVIANA MANRIQUE ZULUAGA
Viceministra del Interior
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PREFACIO

Cuando el Ministerio del Interior y de Justicia y la Dirección de Etnias
decidieron la publicación de este Compendio de Legislación y Documentos
de Estudio sobre la Consulta Previa a pueblos indígenas estaban afirmando

un derecho básico de la sociedad democrática: el de la consulta a estos pueblos
antes de iniciar cualquier acción que pueda afectar su modo de vida.

Este compendio viene a llenar una laguna al recopilar los textos de mayor relevancia
sobre los derechos de estos pueblos a ser tratados en pie de igualdad con las sociedades
donde viven o conviven.

En este Segundo Decenio Internacional de las Poblaciones Indígenas y luego de la
reciente adopción de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de
los Pueblos Indígenas iniciativas para dar más voz  a los pueblos indígenas y tribales,
son necesarias e imprescindibles, como una forma de proveer a estos pueblos
acallados por decenios, las herramientas necesarias para que, en la medida de lo
posible, puedan controlar y decidir sobre los procesos de desarrollo que los afectan.

La experiencia de la Organización Internacional del Trabajo con los pueblos indígenas
y tribales tiene una larga historia, pues ya en 1921, dos años después de su creación,
la OIT emprendió una serie de estudios sobre las condiciones laborales de los
trabajadores “nativos” o “indígenas” en los países bajo dominación colonial.

Al adoptar el Convenio núm. 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales, la 76ª
Conferencia Internacional del Trabajo, en junio de 1989, se observó que en muchas
partes del mundo estos pueblos no gozaban de los derechos humanos fundamentales
en la misma medida que el resto de la población.

Este Convenio, junto a otros Convenios de la OIT en materia de protección de los
derechos fundamentales en el trabajo de los trabajadores y trabajadoras pertenecientes
a estos pueblos, busca la consecución y garantía del trabajo decente, como uno de
los paradigmas básicos para la erradicación de la pobreza y un desarrollo sustentable.

Este nuevo instrumento internacional, adoptado de forma tripartita con la voz de
organizaciones indígenas, trató de consolidar los derechos de los pueblos indígenas
y tribales, decidir sus prioridades en relación con los procesos de desarrollo y en la
medida de lo posible, controlar y participar en su propio desarrollo económico,
social, cultural y espiritual.



La Consulta Previa aparece por primera vez en un instrumento de la OIT sobre los
derechos de los pueblos indígenas en países independientes, el Convenio núm. 169.

Este Compendio de Legislación y Documentos de Estudio refleja y reflexiona sobre
los conceptos bajo los cuales toda disposición del Convenio núm. 169 debe ser
entendida la Consulta Previa como la participación de los pueblos indígenas y tribales
en todas las decisiones susceptibles de afectarles directa o indirectamente.

Hace hincapié en el derecho inherente a todo ser humano a ser consultado previamente
a la toma de decisiones que le puedan afectar su modo de vida, sus creencias, sus
tierras y territorios y a participar, cuando sea posible, de los beneficios que se derivan
de ciertos proyectos de desarrollo.

Esta iniciativa del Ministerio del Interior y de Justicia y de la Dirección de Etnias,
sin duda, redundará en la construcción de una sociedad más democrática, pluri-
étnica e igualitaria, ya que el concepto de consulta previa previsto en el  Convenio
núm. 169, pretende garantizar a los pueblos indígenas y tribales igualdad de trato y
de oportunidades respecto al  goce  pleno de los Derechos Humanos y las libertades
fundamentales, sin obstáculos ni discriminación en relación con los otros habitantes
no indígenas del país.

CHRISTIAN RAMOS VELOZ
Especialista en Normas Internacionales del Trabajo
y Pueblos Indígenas, Organización Internacional del Trabajo, OIT
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A. Declaraciones de Organizaciones Internacionales

1. DECLARACIÓN UNIVERSAL DE LOS DERECHOS HUMANOS,
ONU, 1948.

Declaración Universal de Derechos Humanos2

Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su Resolución 217 A
(III), del 10 de diciembre de 1948

PREÁMBULO

Considerando que la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el
reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de
todos los miembros de la familia humana,

Considerando que el desconocimiento y el menosprecio de los Derechos Humanos
han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad; y
que se ha proclamado, como la aspiración más elevada del hombre, el advenimiento
de un mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten
de la libertad de palabra y de la libertad de creencias,

Considerando esencial que los Derechos Humanos sean protegidos por un régimen
de Derecho, a fin de que el hombre no se vea compelido al supremo recurso de la
rebelión contra la tiranía y la opresión,

Considerando también esencial promover el desarrollo de relaciones amistosas
entre las Naciones,

Considerando que los pueblos de las Naciones Unidas han reafirmado en la Carta
su fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el valor de la
persona humana y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres, y se han
declarado resueltos a promover el progreso social y a elevar el nivel de vida dentro
de un concepto más amplio de la libertad,

Considerando que los Estados Miembros se han comprometido a asegurar, en
cooperación con la Organización de las Naciones Unidas, el respeto universal y
efectivo a los derechos y libertades fundamentales del hombre, y

Considerando que una concepción común de estos derechos y libertades es de la
mayor importancia para el pleno cumplimiento de dicho compromiso,

2 Disponible en http://www.unhchr.ch/udhr/lang/spn.htm, consultado el 10 de julio de 2006.
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La Asamblea General

Proclama la presente Declaración Universal de Derechos Humanos como ideal común
por el que todos los pueblos y Naciones deben esforzarse, a fin de que tanto los
individuos como las instituciones, inspirándose constantemente en ella, promuevan,
mediante la enseñanza y la educación, el respeto a estos derechos y libertades, y
aseguren, por medidas progresivas de carácter nacional e internacional, su
reconocimiento y aplicación universales y efectivos, tanto entre los pueblos de los
Estados Miembros como entre los de los territorios colocados bajo su jurisdicción.

Artículo 1

Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados
como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con
los otros.

Artículo 2

Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin
distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier
otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier
otra condición.

Además, no se hará distinción alguna fundada en la condición política, jurídica o
internacional del país o territorio de cuya jurisdicción dependa una persona, tanto si
se trata de un país independiente, como de un territorio bajo administración fiduciaria,
no autónomo o sometido a cualquier otra limitación de soberanía.

Artículo 3

Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.

Artículo 4

Nadie estará sometido a esclavitud ni a servidumbre; la esclavitud y la trata de
esclavos están prohibidas en todas sus formas.

Artículo 5

Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.

Artículo 6

Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad
jurídica.

Artículo 7

Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de
la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja
esta Declaración y contra toda provocación a tal discriminación.

Artículo 8

Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales
competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales
reconocidos por la Constitución o por la ley.
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Artículo 9

Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni desterrado.

Artículo 10

Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser oída públicamente
y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, para la determinación de
sus derechos y obligaciones o para el examen de cualquier acusación contra ella en
materia penal.

Artículo 11

1. Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia
mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en
el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.

2. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse no
fueron delictivos según el Derecho Nacional o Internacional. Tampoco se impondrá
pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.

Artículo 12

Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida privada, su familia, su domicilio
o su correspondencia, ni de ataques a su honra o a su reputación. Toda persona tiene
derecho a la protección de la ley contra tales injerencias o ataques.

Artículo 13

1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el
territorio de un Estado.

2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso el propio, y a regresar
a su país.

Artículo 14

1. En caso de persecución, toda persona tiene derecho a buscar asilo, y a disfrutar
de él, en cualquier país.

2. Este derecho no podrá ser invocado contra una acción judicial realmente originada
por delitos comunes o por actos opuestos a los propósitos y principios de las
Naciones Unidas.

Artículo 15

1. Toda persona tiene derecho a una nacionalidad.

2. A nadie se privará arbitrariamente de su nacionalidad ni del derecho a cambiar
de nacionalidad.

Artículo 16

1. Los hombres y las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción
alguna por motivos de raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una
familia; y disfrutarán de iguales derechos en cuanto al matrimonio, durante el
matrimonio y en caso de disolución del matrimonio.
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2. Solo mediante libre y pleno consentimiento de los futuros esposos podrá
contraerse el matrimonio.

3. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho
a la protección de la sociedad y del Estado.

Artículo 17

1. Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente.

2. Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.

Artículo 18

Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión;
este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la
libertad de manifestar su religión o su creencia, individual y colectivamente, tanto
en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia.

Artículo 19

Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho
incluye el no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir
informaciones y opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por
cualquier medio de expresión.

Artículo 20

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas.

2. Nadie podrá ser obligado a pertenecer a una asociación.

Artículo 21

1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de su país, directamente
o por medio de representantes libremente escogidos.

2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de igualdad, a las
funciones públicas de su país.

3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público; esta voluntad
se expresará mediante elecciones auténticas que habrán de celebrarse
periódicamente, por sufragio universal e igual y por voto secreto u otro
procedimiento equivalente que garantice la libertad del voto.

Artículo 22

Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social, y
a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta
de la organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos
económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo
de su personalidad.

Artículo 23

1. Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a
condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el
desempleo.
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2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo
igual.

3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa y
satisfactoria, que le asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la
dignidad humana y que será completada, en caso necesario, por cualesquiera
otros medios de protección social.

4. Toda persona tiene derecho a fundar sindicatos y a sindicarse para la defensa de
sus intereses.

Artículo 24

Toda persona tiene derecho al descanso, al disfrute del tiempo libre, a una limitación
razonable de la duración del trabajo y a vacaciones periódicas pagadas.

Artículo 25

1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así
como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el
vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios;
tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad,
invalidez, viudez, vejez y otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia
por circunstancias independientes de su voluntad.

2. La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y asistencia especiales.
Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen derecho
a igual protección social.

Artículo 26

1. Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al
menos en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción
elemental será obligatoria. La instrucción técnica y profesional habrá de ser
generalizada; el acceso a los estudios superiores será igual para todos, en función
de los méritos respectivos.

2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana y
el fortalecimiento del respeto a los Derechos Humanos y a las libertades
fundamentales; favorecerá la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas
las Naciones y todos los grupos étnicos o religiosos; y promoverá el desarrollo
de las actividades de las Naciones Unidas para el mantenimiento de la paz.

3. Los padres tendrán derecho preferente a escoger el tipo de educación que habrá
de darse a sus hijos.

Artículo 27

1. Toda persona tiene derecho a tomar parte libremente en la vida cultural de la
comunidad, a gozar de las artes y a participar en el progreso científico y en los
beneficios que de él resulten.

2. Toda persona tiene derecho a la protección de los intereses morales y materiales
que le correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o
artísticas de que sea autora.
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Artículo 28

Toda persona tiene derecho a que se establezca un orden social e internacional en el
que los derechos y libertades proclamados en esta Declaración se hagan plenamente
efectivos.

Artículo 29

1. Toda persona tiene deberes respecto a la comunidad, puesto que solo en ella
puede desarrollar libre y plenamente su personalidad.

2. En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona
estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin
de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los
demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del
bienestar general en una sociedad democrática.

3. Estos derechos y libertades no podrán en ningún caso ser ejercidos en oposición
a los propósitos y principios de las Naciones Unidas.

Artículo 30

Nada en la presente Declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere
derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar
actividades o realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y
libertades proclamados en esta Declaración.
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2. DECLARACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE LOS
DERECHOS DE LAS PERSONAS PERTENECIENTES A MINORÍAS
NACIONALES O ÉTNICAS, RELIGIOSAS Y LINGÜÍSTICAS

Declaración sobre los derechos de las personas pertenecientes
a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas

Aprobada por la Asamblea General en su Resolución 47/135
del 18 de diciembre de 19923

La Asamblea General,

Reafirmando que uno de los propósitos básicos de las Naciones Unidas, proclamados
en la Carta, es el desarrollo y el estímulo del respeto de los Derechos Humanos y las
libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo,
idioma o religión,

Reafirmando la fe en los Derechos Humanos fundamentales, en la dignidad y el
valor de la persona humana, en la igualdad de derechos de hombres y mujeres y de
las Naciones grandes y pequeñas,

Deseando promover la realización de los principios enunciados en la Carta, la
Declaración Universal de Derechos Humanos, la Convención para la Prevención y
la Sanción del Delito de Genocidio, la Convención Internacional sobre la Eliminación
de todas las Formas de Discriminación Racial, el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y
Culturales, la Declaración sobre la eliminación de todas las formas de intolerancia y
discriminación fundadas en la religión o las convicciones y la Convención sobre los
Derechos del Niño, así como en otros instrumentos internacionales pertinentes
aprobados a nivel mundial o regional y los celebrados entre distintos Estados
Miembros de las Naciones Unidas,

Inspirada en las disposiciones del artículo 27 del Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos relativas a los derechos de las personas pertenecientes a minorías
étnicas, religiosas o lingüísticas,

3 Disponible en http://www.ohchr.org/spanish/law/minorias.htm, consultado el 13 de julio de 2006.
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Considerando que la promoción y protección de los derechos de las personas
pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas contribuyen
a la estabilidad política y social de los Estados en que viven,

Subrayando que la promoción y la realización constantes de los derechos de las
personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas,
como parte integrante del desarrollo de la sociedad en su conjunto y dentro de un
marco democrático basado en el imperio de la ley, contribuirían al robustecimiento
de la amistad y de la cooperación entre los pueblos y los Estados,

Considerando que las Naciones Unidas tienen un importante papel que desempeñar
en lo que respecta a la protección de las minorías,

Teniendo presente la labor realizada hasta la fecha dentro del sistema de las Naciones
Unidas, en particular por la Comisión de Derechos Humanos y la Subcomisión de
Prevención de Discriminaciones y Protección de las Minorías, así como por los
órganos establecidos de conformidad con los Pactos Internacionales de Derechos
Humanos y otros instrumentos internacionales pertinentes sobre Derechos Humanos,
en cuanto a la promoción y protección de los derechos de las personas pertenecientes
a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas,

Teniendo en cuenta la importante labor que realizan las organizaciones
intergubernamentales y no gubernamentales en lo que respecta a la protección de
las minorías y la promoción y la protección de los derechos de las personas
pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas,

Reconociendo la necesidad de lograr una aplicación aún más eficiente de los
instrumentos internacionales sobre Derechos Humanos en lo que respecta a los
derechos de las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y
lingüísticas,

Proclama la presente Declaración sobre los derechos de las personas pertenecientes
a minorías nacionales o étnicas, religiosas y lingüísticas,

Artículo 1

1. Los Estados protegerán la existencia y la identidad nacional o étnica, cultural,
religiosa y lingüística de las minorías dentro de sus territorios respectivos y
fomentarán las condiciones para la promoción de esa identidad.

2. Los Estados adoptarán medidas apropiadas, legislativas y de otro tipo, para
lograr esos objetivos.

Artículo 2

1. Las personas pertenecientes a minorías nacionales o étnicas, religiosas y
lingüísticas (en lo sucesivo denominadas personas pertenecientes a minorías)
tendrán derecho a disfrutar de su propia cultura, a profesar y practicar su propia
religión, y a utilizar su propio idioma, en privado y en público, libremente y sin
injerencia ni discriminación de ningún tipo.

2. Las personas pertenecientes a minorías tendrán el derecho de participar
efectivamente en la vida cultural, religiosa, social, económica y pública.



LA CONSULTA PREVIA A PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
COMPENDIO DE LEGISLACIÓN, JURISPRUDENCIA Y DOCUMENTOS DE ESTUDIO

MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA • 25

3. Las personas pertenecientes a minorías tendrán el derecho de participar
efectivamente en las decisiones que se adopten a nivel nacional y, cuando proceda,
a nivel regional respecto de la minoría a la que pertenezcan o de las regiones en
que vivan, de toda manera que no sea incompatible con la legislación nacional.

4. Las personas pertenecientes a minorías tendrán el derecho de establecer y
mantener sus propias asociaciones.

5. Las personas pertenecientes a minorías tendrán derecho a establecer y mantener,
sin discriminación de ninguno tipo, contactos libres y pacíficos con otros
miembros de su grupo y con personas pertenecientes a otras minorías, así como
contactos transfronterizos con ciudadanos de otros Estados con los que estén
relacionados por vínculos nacionales o étnicos, religiosos o lingüísticos.

Artículo 3

1. Las personas pertenecientes a minorías podrán ejercer sus derechos, incluídos
los que se enuncian en la presente Declaración, individualmente así como en
comunidad con los demás miembros de su grupo, sin discriminación alguna.

2. Las personas pertenecientes a minorías no sufrirán ninguna desventaja como
resultado del ejercicio o de la falta de ejercicio de los derechos enunciados en la
presente Declaración.

Artículo 4

1. Los Estados adoptarán las medidas necesarias para garantizar que las personas
pertenecientes a minorías puedan ejercer plena y eficazmente todos sus derechos
humanos y libertades fundamentales sin discriminación alguna y en plena
igualdad ante la ley.

2. Los Estados adoptarán medidas para crear condiciones favorables a fin de que
las personas pertenecientes a minorías puedan expresar sus características y
desarrollar su cultura, idioma, religión, tradiciones y costumbres, salvo en los
casos en que determinadas prácticas violen la legislación nacional y sean
contrarias a las normas internacionales.

3. Los Estados deberán adoptar medidas apropiadas de modo que, siempre que sea
posible, las personas pertenecientes a minorías puedan tener oportunidades
adecuadas de aprender su idioma materno o de recibir instrucción en su idioma
materno.

4. Los Estados deberán adoptar, cuando sea apropiado, medidas en la esfera de la
educación, a fin de promover el conocimiento de la historia, las tradiciones, el
idioma y la cultura de las minorías que existen en su territorio. Las personas
pertenecientes a minorías deberán tener oportunidades adecuadas de adquirir
conocimientos sobre la sociedad en su conjunto.

5. Los Estados deberán examinar medidas apropiadas de modo que las personas
pertenecientes a minorías puedan participar plenamente en el progreso y el
desarrollo económicos de su país.
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Artículo 5

1. Las políticas y programas nacionales se planificarán y ejecutarán teniendo
debidamente en cuenta los intereses legítimos de las personas pertenecientes a
minorías.

2. Los programas de cooperación y asistencia entre Estados deberán planificarse y
ejecutarse teniendo debidamente en cuenta los intereses legítimos de las personas
pertenecientes a minorías.

Artículo 6

 Los Estados deberán cooperar en las cuestiones relativas a las personas pertenecientes
a minorías, entre otras cosas, el intercambio de información y de experiencia, con el
fin de promover la comprensión y la confianza mutuas.

Artículo 7

Los Estados deberán cooperar a fin de promover el respeto por los derechos
enunciados en la presente Declaración.

Artículo 8

1. Ninguna de las disposiciones de la presente Declaración impedirá el
cumplimiento de las obligaciones internacionales de los Estados en relación
con las personas pertenecientes a minorías. En particular, los Estados cumplirán
de buena fe las obligaciones y los compromisos contraídos en virtud de los
Tratados y Acuerdos Internacionales en que sean partes.

2. El ejercicio de los derechos enunciados en la presente Declaración se entenderá
sin perjuicio del disfrute por todas las personas de los Derechos Humanos y las
libertades fundamentales reconocidos universalmente.

3. Las medidas adoptadas por los Estados a fin de garantizar el disfrute efectivo de
los derechos enunciados en la presente Declaración no deberán ser consideradas
prima facie contrarias al principio de igualdad enunciado en la Declaración
Universal de Derechos Humanos.

Artículo 9

Los organismos especializados y demás organizaciones del sistema de las Naciones
Unidas contribuirán a la plena realización de los derechos y principios enunciados
en la presente Declaración, en sus respectivas esferas de competencia.
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3. DECLARACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE
LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS

Notas de interés4:
Fecha de adopción por parte del  Consejo de Derechos Humanos, ONU:
29 de junio de 2007
(*) La declaración deberá ser refrendada por la Asamblea General de las
Naciones Unidas durante su próxima sesión en septiembre 20075.

CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS
Primer período de sesiones
Tema 4 del programa

Aplicación de la Resolución 60/251 de la Asamblea General del 15
de marzo de 2006, titulada “Consejo de Derechos Humanos”

Armenia*, Benin*, Chipre*, Congo*, Costa Rica*, Cuba, Dinamarca*, Estonia*,
Eslovenia*, España*, Finlandia, Francia, Grecia*, Guatemala, Haití*, Lesotho*,
México, Nicaragua*, Noruega*, Panamá*, Perú, Portugal*, Venezuela (República
Bolivariana de)*: Proyecto de Resolución 2006/... Grupo de Trabajo de la Comisión
de Derechos Humanos encargado de elaborar un proyecto de declaración de
conformidad con el párrafo 5 de la Resolución 49/214 de la Asamblea General,
del 23 de diciembre de 1994

El Consejo de Derechos Humanos,

Recordando la Resolución de 1995/32 de la Comisión de Derechos Humanos, del 3
de marzo de 1995, por la que la Comisión creó un Grupo de Trabajo de composición
abierta entre períodos de sesiones con el único objetivo de elaborar un proyecto de
Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas,
teniendo en cuenta el proyecto que figura en el anexo de la Resolución 1994/45 de

4 Disponible en http://www.oas.org/main/main.asp?sLang=S&sLink=http://www.oas.org/OASpage/
Events/default.asp?eve_code=8, consultado el 10 de julio de 2006.

5 De conformidad con información disponible en la página web http://www.un.org/spanish/News/
fullstorynews.asp?newsID=7225&criteria1=ConsejoDH&criteria2=indigenas, consultado el 10 de
julio de 2006.

* Estados no miembros del Consejo de Derechos Humanos. GE.06-12574 (S) 260606 260606.
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la Subcomisión de Promoción y Protección de los Derechos Humanos, para su
examen y aprobación por la Asamblea General en el contexto del Primer Decenio
Internacional de los Pueblos Indígenas del Mundo,

Consciente de que el Grupo de Trabajo de la Comisión de Derechos Humanos
encargado de elaborar un proyecto de Declaración de conformidad con el párrafo 5
de la Resolución de 49/214 de la Asamblea General de 23 del diciembre de 1994, ha
celebrado 11 períodos de sesiones entre 1995 y 2006,

Considerando que la Asamblea General en su Resolución 59/174, del 20 de
diciembre de 2004, instó a todas las Partes interesadas en el proceso de negociación
a que hicieran cuanto estuviera en su mano para que se cumpliera con éxito el mandato
del Grupo de Trabajo y a que presentaran, para su aprobación lo antes posible, un
proyecto final de declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los
pueblos indígenas,

Subrayando que el párrafo 127 del documento final de Cumbre Mundial de 2005,
aprobado por la Asamblea General en su Resolución 60/1 del 16 de septiembre de
2005, reafirma el compromiso de la Comunidad Internacional de aprobar un proyecto
definitivo de Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos
Indígenas tan pronto como sea posible,

Tomando nota del informe del Grupo de Trabajo sobre su 11º período de sesiones,
que se celebró en Ginebra del 5 al 16 de diciembre de 2005 y del 30 de enero al 3 de
febrero de 2006 (E/CN.4/20069/79),

Acogiendo con beneplácito la conclusión del Presidente-Relator que figura en el
párrafo 30 del informe del Grupo de Trabajo y su propuesta, contenida en el anexo
I del informe,

1. Aprueba la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los
Pueblos Indígenas propuesta por el Presidente-Relator del Grupo de Trabajo de
la Comisión de Derechos Humanos encargada de elaborar un proyecto de
Declaración de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 5 de la Resolución
49/214 de la Asamblea General del 23 de diciembre de 1994, que figura en el
Anexo I del informe del Grupo de Trabajo sobre su 11º período de sesiones (E/
CN.4/2006/79);

2. Recomienda a la Asamblea General que apruebe el siguiente proyecto de
resolución:

La Asamblea General,

Tomando nota de la Resolución 2006/... del Consejo de Derechos Humanos, de ...
de junio de 2006, en la que el Consejo aprobó el texto de la Declaración de las
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas,

1. Expresa su reconocimiento al Consejo por la aprobación de la Declaración de
las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas;

2. Aprueba la Declaración según figura en el anexo de la Resolución 2006/...
del Consejo.
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ANEXO

DECLARACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE
LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS*

PP1 Afirmando que los pueblos indígenas son iguales a todos los demás pueblos
y reconociendo al mismo tiempo el derecho de todos los pueblos a ser
diferentes, a considerarse a sí mismos diferentes y a ser respetados como
tales,

PP2 Afirmando también que todos los pueblos contribuyen a la diversidad y
riqueza de las civilizaciones y culturas, que constituyen el patrimonio común
de la humanidad,

PP3 Afirmando asimismo que todas las doctrinas, políticas y prácticas basadas
en la superioridad de determinados pueblos o personas o que la propugnan
aduciendo razones de origen nacional o diferencias raciales, religiosas, étnicas
o culturales son racistas, científicamente falsas, jurídicamente inválidas,
moralmente condenables y socialmente injustas,

PP4 Reafirmando también que, en el ejercicio de sus derechos, los pueblos
indígenas deben estar libres de toda forma de discriminación,

PP5 Preocupada por el hecho de que los pueblos indígenas hayan sufrido
injusticias históricas como resultado, entre otras cosas, de la colonización y
enajenación de sus tierras, territorios y recursos, impidiéndoles ejercer, en
particular, su derecho al desarrollo de conformidad con sus propias necesidades
e intereses,

PP6 Reconociendo la urgente necesidad de respetar y promover los derechos
intrínsecos de los pueblos indígenas, que derivan de sus estructuras políticas,
económicas y sociales y de sus culturas, de sus tradiciones espirituales, de su
historia y de su concepción de la vida, especialmente los derechos a sus tierras,
territorios y recursos,

PP6 Reconociendo además la urgente necesidad de respetar y promover los
derechos de los pueblos indígenas afirmados en Tratados, Acuerdos y otros
arreglos constructivos con los Estados,

PP7 Celebrando que los pueblos indígenas se estén organizando para promover
su desarrollo político, económico, social y cultural y para poner fin a todas
las formas de discriminación y opresión dondequiera ocurran,

PP8 Convencida de que el control por los pueblos indígenas de los acontecimientos
que los afecten a ellos y a sus tierras, territorios y recursos les permitirá
mantener y reforzar sus instituciones, culturas y tradiciones y promover su
desarrollo de acuerdo con sus aspiraciones y necesidades,

* El texto incorporado es el que figura en la tercera columna (propuesta del Presidente) del cuadro que
figura en el Anexo I del Documento E/CN.4/2006/79.
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PP9 Reconociendo también que el respeto de los conocimientos, las culturas y
las prácticas tradicionales indígenas contribuye al desarrollo sostenible y
equitativo y a la ordenación adecuada del medio ambiente,

PP10 Destacando la contribución de la desmilitarización de las tierras y territorios
de los pueblos indígenas a la paz, el progreso y el desarrollo económicos y
sociales, la comprensión y las relaciones de amistad entre las Naciones y los
pueblos del mundo,

PP11 Reconociendo, en particular, el derecho de las familias y comunidades
indígenas a seguir compartiendo la responsabilidad por la crianza, la
formación, la educación y el bienestar de sus hijos, con arreglo a los Derechos
del Niño,

PP12 Reconociendo también que los pueblos indígenas tienen el derecho de
determinar libremente sus relaciones con los Estados en un espíritu de
coexistencia, beneficio mutuo y pleno respeto,

PP13 Considerando que los derechos afirmados en los Tratados, Acuerdos y arreglos
constructivos entre los Estados y los pueblos indígenas son, en algunas
situaciones, objeto de preocupación, interés, responsabilidad y carácter
internacionales,

PP13 Considerando también que los Tratados, Acuerdos y demás arreglos
constructivos, y las relaciones que estos representan, sirven de base para el
fortalecimiento de las asociaciones entre los pueblos indígenas y los Estados,

PP14 Reconociendo que la Carta de las Naciones Unidas, el Pacto Internacional de
Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Pacto Internacional de
Derechos Civiles y Políticos afirman la importancia fundamental del derecho
de todos los pueblos a la libre determinación, en virtud del cual estos
determinan libremente su condición política y persiguen libremente su
desarrollo económico, social y cultural,

PP15 Teniendo presente que nada de lo contenido en la presente Declaración podrá
utilizarse para negar a ningún pueblo su derecho a la libre determinación,
ejercido de conformidad con el Derecho Internacional,

PP15 bis Convencida de que el reconocimiento de los derechos de los pueblos en
la presente Declaración fomentará relaciones armoniosas y de cooperación
entre el Estado y los pueblos indígenas, basadas en los principios de la justicia,
la democracia, el respeto de los Derechos Humanos, la no discriminación y
la buena fe,

PP16 Alentando a los Estados a que cumplan y apliquen eficazmente todas sus
obligaciones en lo que se refiera a los pueblos indígenas que les imponen los
instrumentos internacionales, en particular los relativos a los Derechos
Humanos, en consulta y cooperación con los pueblos interesados,

PP17 Subrayando que corresponde a las Naciones Unidas desempeñar un papel
importante y continuo de promoción y protección de los derechos de los
pueblos indígenas,



LA CONSULTA PREVIA A PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
COMPENDIO DE LEGISLACIÓN, JURISPRUDENCIA Y DOCUMENTOS DE ESTUDIO

MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA • 31

PP18 Considerando que la presente Declaración constituye un nuevo paso
importante hacia el reconocimiento, la promoción y la protección de los
derechos y las libertades de los pueblos indígenas y en el desarrollo de
actividades pertinentes del sistema de las Naciones Unidas en esta esfera,

PP18 bis Reconociendo y reafirmando que las personas indígenas tienen derecho
sin discriminación a todos los Derechos Humanos reconocidos en el Derecho
Internacional, y que los pueblos indígenas poseen derechos colectivos que
son indispensables para su existencia, bienestar y desarrollo integral como
pueblos,

PP19 Proclama solemnemente la siguiente Declaración de las Naciones Unidas
sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas como ideal común que debe
perseguirse en un espíritu de solidaridad y respeto mutuo:

Artículo 1

Los pueblos indígenas tienen derecho, colectiva o individualmente, al disfrute pleno
de todos los Derechos Humanos y libertades fundamentales reconocidos por la Carta
de las Naciones Unidas, la Declaración Universal de Derechos Humanos y el Derecho
Internacional relativo a los Derechos Humanos.

Artículo 2

Las personas y los pueblos indígenas son libres e iguales a todas las demás personas
y pueblos y tienen el derecho a no ser objeto de ninguna discriminación en el ejercicio
de sus derechos fundada, en particular, en su origen o identidad indígenas.

Artículo 3

Los pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. En virtud de ese
derecho determinan libremente su condición política y persiguen libremente su
desarrollo económico, social y cultural.

Artículo 3 bis (antes artículo 31)

Los pueblos indígenas, al ejercer su derecho de libre determinación, tienen derecho
a la autonomía o el autogobierno en las cuestiones relacionadas con sus asuntos
internos y locales, así como los medios para financiar sus funciones autónomas.

Artículo 4

 Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y reforzar sus propias instituciones
políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, manteniendo a la vez sus
derechos a participar plenamente, si lo desean, en la vida política, económica, social
y cultural del Estado.

Artículo 5

Toda persona indígena tiene derecho a una nacionalidad.

Artículo 6

1. Las personas indígenas tienen derecho a la vida, la integridad física y mental, la
libertad y la seguridad de la persona.



LA CONSULTA PREVIA A PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
COMPENDIO DE LEGISLACIÓN, JURISPRUDENCIA Y DOCUMENTOS DE ESTUDIO

32 • GRUPO DE CONSULTA PREVIA

2. Los pueblos indígenas tienen el derecho colectivo a vivir en libertad, paz y
seguridad como pueblos distintos y no serán sometidos a ningún acto de genocidio
ni a ningún otro acto de violencia, incluido el traslado forzoso de niños del
grupo a otro grupo.

Artículo 7

1. Los pueblos y las personas indígenas tienen el derecho a no sufrir la asimilación
forzosa o la destrucción de su cultura.

2. Los Estados establecerán mecanismos efectivos para la prevención y el
resarcimiento de:

a) Todo acto que tenga por objeto o consecuencia privarlos de su integridad
como pueblos distintos o de sus valores culturales o su identidad étnica;

b) Todo acto que tenga por objeto o consecuencia enajenarles sus tierras,
territorios o recursos;

c) Toda forma de traslado forzoso de población que tenga por objeto o
consecuencia la violación o el menoscabo de cualquiera de sus derechos;

d) Toda forma de asimilación e integración forzosa a otras culturas o modos
de vida que les sean impuestos por medidas legislativas, administrativas o
de otro tipo;

e) Toda forma de propaganda que tenga como fin promover o incitar la
discriminación racial o étnica dirigida contra ellos.

Artículo 8. (Suprimido).

Artículo 9

Los pueblos y las personas indígenas tienen derecho a pertenecer a una comunidad
o nación indígena, de conformidad con las tradiciones y costumbres de la comunidad
o nación de que se trate. No puede resultar ninguna discriminación de ningún tipo
del ejercicio de ese derecho.

Artículo 10

Los pueblos indígenas no serán desplazados por la fuerza de sus tierras o territorios.
No se procederá a ningún traslado sin el consentimiento libre, previo e informado
de los pueblos indígenas interesados, ni sin un acuerdo previo sobre una
indemnización justa y equitativa y, siempre que sea posible, la opción del regreso.

Artículo 11. (Suprimido).

Artículo 12

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a practicar y revitalizar sus tradiciones y
costumbres culturales. Ello incluye el derecho a mantener, proteger y desarrollar
las manifestaciones pasadas, presentes y futuras de sus culturas, como lugares
arqueológicos e históricos, utensilios, diseños, ceremonias, tecnologías, artes
visuales e interpretativas y literaturas.
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2. Los Estados proporcionarán reparación por medio de mecanismos eficaces, que
podrán incluir la restitución, establecidos conjuntamente con los pueblos
indígenas, respecto de los bienes culturales, intelectuales, religiosos y espirituales
de que hayan sido privados sin su consentimiento libre e informado previo o en
violación de sus leyes, tradiciones y costumbres.

Artículo 13

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a manifestar, practicar, desarrollar y enseñar
sus tradiciones, costumbres y ceremonias espirituales y religiosas; a mantener y
proteger sus lugares religiosos y culturales y a acceder a ellos privadamente; a
utilizar y vigilar sus objetos de culto, y a obtener la repatriación de sus restos
humanos.

2. Los Estados procurarán facilitar el acceso y/o la repatriación de objetos de culto
y de restos humanos que posean mediante mecanismos transparentes y eficaces
establecidos conjuntamente con los pueblos indígenas interesados.

Artículo 14

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a revitalizar, utilizar, desarrollar y transmitir
a las generaciones futuras sus historias, idiomas, tradiciones orales, filosofías,
sistemas de escritura y literaturas, y a atribuir nombres a sus comunidades, lugares
y personas y mantenerlos.

2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para garantizar la protección de ese
derecho y también para asegurar que los pueblos indígenas puedan entender y
hacerse entender en las actuaciones políticas, jurídicas y administrativas,
proporcionando para ello, cuando sea necesario, servicios de interpretación u
otros medios adecuados.

Artículo 15

1. Todos los pueblos indígenas tienen el derecho a establecer y controlar sus sistemas
e instituciones docentes que impartan educación en sus propios idiomas, en
consonancia con sus métodos culturales de enseñanza y aprendizaje.

2. Las personas indígenas, en particular los niños indígenas, tienen derecho a todos
los niveles y formas de educación del Estado sin discriminación.

3. Los Estados adoptarán medidas eficaces, junto con los pueblos indígenas, para
que las personas indígenas, en particular los niños, incluidos los que viven fuera
de sus comunidades tengan acceso, cuando sea posible, a la educación en su
propia cultura y en su propio idioma.

Artículo 16

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la dignidad y diversidad de sus culturas,
tradiciones, historias y aspiraciones, que deberán quedar debidamente reflejadas
en la educación y la información pública.

2. Los Estados adoptarán medidas eficaces, en consulta y cooperación con los
pueblos indígenas interesados, para combatir los prejuicios y eliminar la



LA CONSULTA PREVIA A PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
COMPENDIO DE LEGISLACIÓN, JURISPRUDENCIA Y DOCUMENTOS DE ESTUDIO

34 • GRUPO DE CONSULTA PREVIA

discriminación y promover la tolerancia, la comprensión y las buenas relaciones
entre los pueblos indígenas y todos los demás sectores de la sociedad.

Artículo 17

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer sus propios medios de
información en sus propios idiomas y a acceder a todos los demás medios de
información no indígenas sin discriminación.

2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para asegurar que los medios de
información estatales reflejen debidamente la diversidad cultural indígena. Los
Estados, sin perjuicio de la obligación de asegurar plenamente la libertad de
expresión, deberán alentar a los medios de comunicación privados a reflejar
debidamente la diversidad cultural indígena.

Artículo 18

1. Las personas y los pueblos indígenas tienen derecho a disfrutar plenamente de
todos los derechos establecidos en el Derecho Laboral Internacional y Nacional
aplicable.

2. Los Estados, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, tomarán
medidas específicas para proteger a los niños indígenas contra la explotación
económica y contra todo trabajo que pueda resultar peligroso o interferir en la
educación del niño, o que sea perjudicial para la salud o el desarrollo físico,
mental, espiritual, moral o social del niño, teniendo en cuenta su especial
vulnerabilidad y la importancia de la educación para su realización.

3. Las personas indígenas tienen derecho a no ser sometidas a condiciones
discriminatorias de trabajo, entre otras cosas, empleo o salario.

Artículo 19

Los pueblos indígenas tienen derecho a participar en la adopción de decisiones en
las cuestiones que afecten a sus derechos, vidas y destinos, por conducto de
representantes elegidos por ellos de conformidad con sus propios procedimientos,
así como a mantener y desarrollar sus propias instituciones de adopción de decisiones.

Artículo 20

Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos indígenas
interesados por medio de sus instituciones representativas para obtener su
consentimiento previo, libre e informado antes de adoptar y aplicar medidas
legislativas y administrativas que los afecten.

Artículo 21

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y desarrollar sus sistemas o
instituciones políticas, económicas y sociales, a que se les asegure el disfrute de
sus propios medios de subsistencia y desarrollo y a dedicarse libremente a todas
sus actividades económicas tradicionales y de otro tipo.

2. Los pueblos indígenas desposeídos de sus medios de subsistencia y desarrollo
tienen derecho a una reparación justa y equitativa.
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Artículo 22

1. Los pueblos indígenas tienen derecho, sin discriminación alguna, al mejoramiento
de sus condiciones económicas y sociales, entre otras esferas, en la educación,
el empleo, la capacitación y el perfeccionamiento profesionales, la vivienda, el
saneamiento, la salud y la seguridad social.

2. Los Estados adoptarán medidas eficaces y, cuando proceda, medidas especiales
para asegurar el mejoramiento continuo de sus condiciones económicas y
sociales. Se prestará particular atención a los derechos y necesidades especiales
de los ancianos, las mujeres, los jóvenes, los niños y las personas con
discapacidades indígenas.

Artículo 22 bis

1. Se prestará particular atención a los derechos y necesidades especiales de los
ancianos, las mujeres, los jóvenes, los niños y las personas con discapacidades
indígenas en la aplicación de la presente Declaración.

2. Los Estados adoptarán medidas, junto con los pueblos indígenas, para asegurar
que las mujeres y los niños indígenas, gozan de protección y garantías plenas
contra todas las formas de violencia y discriminación.

Artículo 23

Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y a elaborar prioridades y
estrategias para el ejercicio de su derecho al desarrollo. En particular, los pueblos
indígenas tienen derecho a participar activamente en la elaboración y determinación
de los programas de salud, vivienda y demás programas económicos y sociales que
les conciernan y, en lo posible, a administrar esos programas mediante sus propias
instituciones.

Artículo 24

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a sus propias medicinas tradicionales y a
mantener sus prácticas de salud, incluida la conservación de sus plantas, animales
y minerales de interés vital desde el punto de vista médico. Las personas indígenas
también tienen derecho de acceso, sin discriminación alguna, a todos los servicios
sociales y de salud.

2. Las personas indígenas tienen derecho a disfrutar por igual del nivel más alto
posible de salud física y mental. Los Estados tomarán las medidas que sean
necesarias para lograr progresivamente la plena realización de este derecho.

Artículo 25

Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener y fortalecer su propia relación
espiritual con las tierras, territorios, aguas, mares costeros y otros recursos que
tradicionalmente han poseído u ocupado y utilizado de otra forma y a asumir las
responsabilidades que a ese propósito les incumben respecto de las generaciones
venideras.
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Artículo 26

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a las tierras, territorios y recursos que
poseen en razón de la propiedad tradicional u otra forma tradicional de ocupación
o utilización, así como a los que hayan adquirido de otra forma.

2. Los pueblos indígenas tienen derecho a poseer, utilizar, desarrollar y controlar
las tierras, territorios y recursos que poseen en razón de la propiedad tradicional
u otra forma tradicional de ocupación o utilización, así como aquellos que hayan
adquirido de otra forma.

3. Los Estados asegurarán el reconocimiento y protección jurídicos de esas tierras,
territorios y recursos. Dicho reconocimiento respetará debidamente las
costumbres, las tradiciones y los sistemas de tenencia de la tierra de los pueblos
indígenas de que se trate.

Artículo 26 bis

Los Estados establecerán y aplicarán, conjuntamente con los pueblos indígenas
interesados, un proceso equitativo, independiente, imparcial, abierto y transparente,
en el que se reconozcan debidamente las leyes, tradiciones, costumbres y sistemas
de tenencia de la tierra de los pueblos indígenas, para reconocer y adjudicar los
derechos de los pueblos indígenas en relación con sus tierras, territorios y recursos,
comprendidos aquellos que tradicionalmente han poseído u ocupado o utilizado de
otra forma. Los pueblos indígenas tendrán derecho a participar en este proceso.

Artículo 27

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la reparación, por medios que pueden
incluir la restitución o, cuando ello no sea posible, una indemnización justa,
imparcial y equitativa, por las tierras, los territorios y los recursos que
tradicionalmente hayan poseído u ocupado o utilizado de otra forma y que hayan
sido confiscados, tomados, ocupados, utilizados o dañados sin su consentimiento
libre, previo e informado.

2. Salvo que los pueblos interesados hayan convenido libremente en otra cosa, la
indemnización consistirá en tierras, territorios y recursos de igual calidad,
extensión y condición jurídica o, en una indemnización monetaria u otra
reparación adecuada.

Artículo 28

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a la conservación y protección del medio
ambiente y de la capacidad productiva de sus tierras o territorios y recursos. Los
Estados deberán establecer y ejecutar programas de asistencia a los pueblos
indígenas para asegurar esa conservación y protección, sin discriminación alguna.

2. Los Estados adoptarán medidas eficaces para garantizar que no se almacenen ni
eliminen materiales peligrosos en las tierras o territorios de los pueblos indígenas
sin su consentimiento libre, previo e informado.

3. Los Estados también adoptarán medidas eficaces para garantizar, según sea
necesario, que se apliquen debidamente programas de control, mantenimiento y
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restablecimiento de la salud de los pueblos indígenas afectados por esos
materiales, programas que serán elaborados y ejecutados por esos pueblos.

Artículo 28 bis

1. No se desarrollarán actividades militares en las tierras o territorios de los pueblos
indígenas, a menos que lo justifique una amenaza importante para el interés
público pertinente o que lo acepten o soliciten libremente los pueblos indígenas
interesados.

2. Los Estados celebrarán consultas eficaces con los pueblos indígenas interesados,
por los procedimientos apropiados y en particular por medio de sus instituciones
representativas, antes de utilizar sus tierras o territorios para actividades militares.

Artículo 29

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener, controlar, proteger y desarrollar
su patrimonio cultural, sus conocimientos tradicionales, sus expresiones
culturales tradicionales y las manifestaciones de sus ciencias, tecnologías, así
como las de sus ciencias, tecnologías y culturas, comprendidos los recursos
humanos y genéticos, las semillas, las medicinas, el conocimiento de las
propiedades de la fauna y la flora, las tradiciones orales, las literaturas, los
diseños, los deportes y juegos tradicionales, y las artes visuales e interpretativas.
También tienen derecho a mantener, controlar, proteger y desarrollar su propiedad
intelectual de su patrimonio intelectual, sus conocimientos tradicionales y sus
manifestaciones culturales tradicionales.

2. Conjuntamente con los pueblos indígenas, los Estados adoptarán medidas
eficaces para reconocer y proteger el ejercicio de estos derechos.

Artículo 30

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y elaborar las prioridades y
estrategias para el desarrollo o la utilización de sus tierras o territorios y otros
recursos.

2. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de buena fe con los pueblos
indígenas interesados por conducto de sus propias instituciones representativas
a fin de obtener su consentimiento libre e informado antes de aprobar cualquier
proyecto que afecte a sus tierras o territorios y otros recursos, particularmente
en relación con el desarrollo, la utilización o la explotación de recursos minerales,
hídricos o de otro tipo.

3. Los Estados establecerán mecanismos eficaces para la reparación justa y
equitativa por esas actividades, y se adoptarán medidas adecuadas para mitigar
sus consecuencias nocivas de orden ambiental, económico, social, cultural o
espiritual.

Artículo 31. (Suprimido - Nuevo artículo 3 bis).

Artículo 32

1. Los pueblos indígenas tienen el derecho de determinar su propia identidad o
pertenencia conforme a sus costumbres y tradiciones. Ello no menoscaba el
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derecho de las personas indígenas a obtener la ciudadanía de los Estados en que
viven.

2. Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar las estructuras y a elegir la
composición de sus instituciones de conformidad con sus propios procedimientos.

Artículo 33

Los pueblos indígenas tienen derecho a promover, desarrollar y mantener sus
estructuras institucionales y sus propias costumbres, espiritualidad, tradiciones,
procedimientos, prácticas y, cuando existan, costumbres o sistemas jurídicos, de
conformidad con las normas internacionales de Derechos Humanos.

Artículo 34

 Los pueblos indígenas tienen el derecho de determinar las responsabilidades de los
individuos para con sus comunidades.

Artículo 35

1. Los pueblos indígenas, en particular los que están divididos por fronteras
internacionales, tienen derecho a mantener y desarrollar los contactos, las
relaciones y la cooperación, incluidas las actividades de carácter espiritual,
cultural, político, económico y social, con sus propios miembros, así como con
otros pueblos a través de las fronteras.

2. Los Estados, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, adoptarán
medidas eficaces para facilitar el ejercicio y garantizar la aplicación de este
derecho.

Artículo 36

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a que los Tratados, Acuerdos y otros arreglos
constructivos concertados con los Estados o sus sucesores sean reconocidos,
observados y aplicados según su espíritu y propósito originales y a que los Estados
acaten y respeten esos Tratados, Acuerdos y otros arreglos constructivos.

2. Nada de lo señalado en la presente Declaración se interpretará en el sentido de que
menoscaba o suprime los derechos de los pueblos indígenas que figuren en Tratados,
Acuerdos y arreglos constructivos.

Artículo 37

Los Estados, en consulta y cooperación con los pueblos indígenas, adoptarán las
medidas apropiadas, incluidas medidas legislativas, para alcanzar los fines de la
presente Declaración.

Artículo 38

Los pueblos indígenas tienen derecho a la asistencia financiera y técnica de los
Estados y por conducto de la cooperación internacional para el disfrute de los
derechos enunciados en la presente Declaración.



LA CONSULTA PREVIA A PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
COMPENDIO DE LEGISLACIÓN, JURISPRUDENCIA Y DOCUMENTOS DE ESTUDIO

MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA • 39

Artículo 39

Los pueblos indígenas tienen derecho a procedimientos equitativos y justos para el
arreglo de controversias con los Estados u otras partes, y una pronta decisión sobre
esas controversias, así como a recursos eficaces para toda lesión de sus derechos
individuales y colectivos. En esas decisiones se tendrán debidamente en consideración
las costumbres, las tradiciones, las normas y los sistemas jurídicos de los pueblos
indígenas interesados y las normas internacionales de Derechos Humanos.

Artículo 40

Los órganos y organismos especializados del sistema de las Naciones Unidas y
otras organizaciones intergubernamentales contribuirán a la plena realización de las
disposiciones de la presente Declaración mediante la movilización, entre otras cosas,
de la cooperación financiera y la asistencia técnica. Se establecerán los medios de
asegurar la participación de los pueblos indígenas en relación con los asuntos que
los afecten.

Artículo 41

Las Naciones Unidas, sus órganos, incluido el Foro Permanente para las Cuestiones
Indígenas y los organismos especializados, en particular a nivel local, así como los
Estados, promoverán el respeto y la plena aplicación de las disposiciones de la
presente Declaración y velarán por la eficacia de la presente Declaración.

Artículo 42

Los derechos reconocidos en la presente Declaración constituyen las normas mínimas
para la supervivencia, la dignidad y el bienestar de los pueblos indígenas del mundo.

Artículo 43

Todos los derechos y libertades reconocidos en la presente Declaración se garantizan
por igual al hombre y a la mujer indígenas.

Artículo 44

Nada de lo contenido en la presente Declaración se interpretará en el sentido de que
limite o anule los derechos que los pueblos indígenas tienen en la actualidad o puedan
adquirir en el futuro.

Artículo 45

1. Nada de lo señalado en la presente Declaración se interpretará en el sentido de
que confiera a un Estado, pueblo, grupo o persona derecho alguno a participar
en una actividad o realizar un acto contrarios a la Carta de las Naciones Unidas.

2. En el ejercicio de los derechos enunciados en la presente Declaración, se
respetarán los Derechos Humanos y libertades fundamentales de todos. El
ejercicio de los derechos establecidos en la presente Declaración estará sujeto
exclusivamente a las limitaciones determinadas por la ley, con arreglo a las
obligaciones internacionales en materia de Derechos Humanos. Esas limitaciones
no serán discriminatorias y serán solo las estrictamente necesarias para garantizar,
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el reconocimiento y respeto debidos a los derechos y libertades de los demás y
para satisfacer las justas exigencias de una sociedad democrática.

3. Las disposiciones enunciadas en la presente Declaración se interpretarán con
arreglo a los principios de la justicia, la democracia, el respeto de los Derechos
Humanos, la igualdad, la no discriminación, la buena administración pública y
la buena fe.
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6 Nota del compilador: ortografía textual.
7 Disponible en http://www.ilo.org/ilolex/spanish/convdisp1.htm, consultado el 10 de julio de 2006.

B. Tratados Internacionales

1. CONVENIO SOBRE POBLACIONES INDÍGENAS Y TRIBALES6,
(Núm. 107) DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL
DEL TRABAJO

Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas
y de otras poblaciones tribuales y semitribuales en los países independientes

Organización Internacional del Trabajo – OIT, 1957

Notas de interés7:
Fecha de adopción: 26 de junio de 1957
Fecha de entrada en vigor: 02 de junio de 1959
Ratificado por Colombia: 04 de marzo de 1969
Denunciado por Colombia: 07 de agosto de 1991
(*) Este Convenio fue revisado en 1989 por el Convenio núm. 169.

La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo:

Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional
del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 5 de junio de 1957 en su cuadragésima
reunión;

Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones relativas a la protección
e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribuales y
semitribuales en los países independientes, cuestión que constituye el sexto punto
del orden del día de la reunión;

Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio
internacional;

Considerando que la Declaración de Filadelfia afirma que todos los seres humanos
tienen derecho a perseguir su bienestar material y su desarrollo espiritual en
condiciones de libertad y dignidad, de seguridad económica y en igualdad de
oportunidades;

Considerando que en diversos países independientes existen poblaciones indígenas
y otras poblaciones tribuales y semitribuales que no se hallan integradas todavía en
la colectividad nacional y cuya situación social, económica o cultural les impide



LA CONSULTA PREVIA A PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
COMPENDIO DE LEGISLACIÓN, JURISPRUDENCIA Y DOCUMENTOS DE ESTUDIO

42 • GRUPO DE CONSULTA PREVIA

beneficiarse plenamente de los derechos y las oportunidades de que disfrutan los
otros elementos de la población;

Considerando que es deseable, tanto desde el punto de vista humanitario como por
el propio interés de los países interesados, perseguir el mejoramiento de las
condiciones de vida y de trabajo de esas poblaciones ejerciendo una acción simultánea
sobre todos los factores que les han impedido hasta el presente participar plenamente
en el progreso de la colectividad nacional de que forman parte;

Considerando que la adopción de normas internacionales de carácter general en la
materia facilitará la acción indispensable para garantizar la protección de las
poblaciones de que se trata, su integración progresiva en sus respectivas
colectividades nacionales y el mejoramiento de sus condiciones de vida y de trabajo;

Observando que estas normas han sido establecidas con la colaboración de las
Naciones Unidas, de la Organización de las Naciones Unidas para la Agricultura y
la Alimentación, de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la
Ciencia y la Cultura y de la Organización Mundial de la Salud, en niveles apropiados,
y en sus respectivos campos, y que se propone obtener de dichas organizaciones
que presten, de manera continua, su colaboración a las medidas destinadas a fomentar
y asegurar la aplicación de dichas normas, adopta, con fecha veintiséis de junio de
mil novecientos cincuenta y siete, el siguiente Convenio, que podrá ser citado como
el Convenio sobre poblaciones indígenas y tribuales, 1957:

PARTE I
Principios Generales

Artículo 1

1. El presente Convenio se aplica:

a) a los miembros de las poblaciones tribuales o semitribuales en los países
independientes, cuyas condiciones sociales y económicas correspondan a
una etapa menos avanzada que la alcanzada por los otros sectores de la
colectividad nacional y que estén regidas total o parcialmente por sus propias
costumbres o tradiciones o por una legislación especial;

b) a los miembros de las poblaciones tribuales o semitribuales en los países
independientes, consideradas indígenas por el hecho de descender de
poblaciones que habitaban en el país, o en una región geográfica a la que
pertenece el país, en la época de la conquista o la colonización y que,
cualquiera que esa su situación jurídica, viven más de acuerdo con las
instituciones sociales, económicas y culturales de dicha época que con las
instituciones de la nación a que pertenecen.

2. A los efectos del presente Convenio, el término semitribual comprende los grupos
y personas que, aunque próximos a perder sus características tribuales, no están
aún integrados en la colectividad nacional.
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3. Las poblaciones indígenas y otras poblaciones tribuales o semitribuales
mencionadas en los párrafos 1 y 2 del presente artículo se designan en los artículos
siguientes con las palabras las poblaciones en cuestión.

Artículo 2

1. Incumbirá principalmente a los gobiernos desarrollar programas coordinados y
sistemáticos con miras a la protección de las poblaciones en cuestión y a su
integración progresiva en la vida de sus respectivos países.

2. Esos programas deberán comprender medidas:

a) que permitan a dichas poblaciones beneficiarse, en pie de igualdad, de los
derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los demás
elementos de la población;

b) que promuevan el desarrollo social, económico y cultural de dichas
poblaciones y el mejoramiento de su nivel de vida;

c) que creen posibilidades de integración nacional, con exclusión de cualquier
medida tendiente a la asimilación artificial de esas poblaciones.

3. El objetivo principal de esos programas deberá ser el fomento de la dignidad, de
la utilidad social y de la iniciativa individuales.

4. Deberá excluirse el recurso a la fuerza o a la coerción como medio de promover
la integración de dichas poblaciones en la colectividad nacional.

Artículo 3

1. Se deberán adoptar medidas especiales para la protección de las instituciones,
las personas, los bienes y el trabajo de las poblaciones en cuestión mientras su
situación social, económica y cultural les impida beneficiarse de la legislación
general del país a que pertenezcan.

2. Se deberá velar por que tales medidas especiales de protección:

a) no se utilicen para crear o prolongar un estado de segregación; y

b) se apliquen solamente mientras exista la necesidad de una protección especial
y en la medida en que la protección sea necesaria.

3. El goce de los derechos generales de ciudadanía, sin discriminación, no deberá
sufrir menoscabo alguno por causa de tales medidas especiales de protección.

Artículo 4

Al aplicar las disposiciones del presente Convenio relativas a la integración de las
poblaciones en cuestión se deberá:

a) tomar debidamente en consideración los valores culturales y religiosos y las
formas de control social propias de dichas poblaciones, así como la naturaleza
de los problemas que se les plantean, tanto colectiva como individualmente,
cuando se hallan expuestas a cambios de orden social y económico;
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b) tener presente el peligro que puede resultar del quebrantamiento de los valores
y de las instituciones de dichas poblaciones, a menos que puedan ser
reemplazados adecuadamente y con el consentimiento de los grupos interesados;

c) tratar de allanar las dificultades de la adaptación de dichas poblaciones a nuevas
condiciones de vida y de trabajo.

Artículo 5

Al aplicar las disposiciones del presente Convenio relativas a la protección e
integración de las poblaciones en cuestión, los gobiernos deberán:

a) buscar la colaboración de dichas poblaciones y de sus representantes;

b) ofrecer a dichas poblaciones oportunidades para el pleno desarrollo de sus
iniciativas;

c) estimular por todos los medios posibles entre dichas poblaciones el desarrollo
de las libertades cívicas y el establecimiento de instituciones electivas, o la
participación en tales instituciones.

Artículo 6

El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo, así como del nivel educativo
de las poblaciones en cuestión, deberá ser objeto de alta prioridad en los planes
globales de desarrollo económico de las regiones en que ellas habiten. Los proyectos
especiales de desarrollo económico que tengan lugar en tales regiones deberán
también ser concebidos de suerte que favorezcan dicho mejoramiento.

Artículo 7

1. Al definir los derechos y obligaciones de las poblaciones en cuestión se deberá
tomar en consideración su derecho consuetudinario.

2. Dichas poblaciones podrán mantener sus propias costumbres e instituciones
cuando estas no sean incompatibles con el ordenamiento jurídico nacional o los
objetivos de los programas de integración.

3. La aplicación de los párrafos precedentes de este artículo no deberá impedir que
los miembros de dichas poblaciones ejerzan, con arreglo a su capacidad
individual, los derechos reconocidos a todos los ciudadanos de la nación, ni que
asuman las obligaciones correspondientes.

Artículo 8

En la medida compatible con los intereses de la colectividad nacional y con el
ordenamiento jurídico del país:

a) los métodos de control social propios de las poblaciones en cuestión deberán
ser utilizados, en todo lo posible, para la represión de los delitos cometidos por
miembros de dichas poblaciones;

b) cuando la utilización de tales métodos de control no sea posible, las autoridades
y los tribunales llamados a pronunciarse deberán tener en cuenta las costumbres
de dichas poblaciones en materia penal.
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Artículo 9

Salvo en los casos previstos por ley respecto de todos los ciudadanos, se deberá
prohibir, so pena de sanciones legales, la prestación obligatoria de servicios personales
de cualquier índole, remunerados o no, impuesta a los miembros de las poblaciones
en cuestión.

Artículo 10.

1. Las personas pertenecientes a las poblaciones en cuestión deberán ser objeto de
protección especial contra la aplicación abusiva de la detención preventiva y
deberán contar efectivamente con recursos legales que las amparen contra todo
acto que viole sus derechos fundamentales.

2. Al imponerse penas previstas por la legislación general a miembros de las
poblaciones en cuestión se deberá tener en cuenta el grado de evolución cultural
de dichas poblaciones.

3. Deberán emplearse métodos de readaptación de preferencia al encarcelamiento.

PARTE II
Tierras

Artículo 11

Se deberá reconocer el derecho de propiedad, colectivo o individual, a favor de los
miembros de las poblaciones en cuestión sobre las tierras tradicionalmente ocupadas
por ellas.

Artículo 12

1. No deberá trasladarse a las poblaciones en cuestión de sus territorios habituales
sin su libre consentimiento, salvo por razones previstas por la legislación nacional
relativas a la seguridad nacional, al desarrollo económico del país o a la salud
de dichas poblaciones.

2. Cuando en esos casos fuere necesario tal traslado a título excepcional, los
interesados deberán recibir tierras de calidad por lo menos igual a la de las que
ocupaban anteriormente y que les permitan subvenir a sus necesidades y
garantizar su desarrollo futuro. Cuando existan posibilidades de que obtengan
otra ocupación y los interesados prefieran recibir una compensación en dinero o
en especie, se les deberá conceder dicha compensación, observándose las
garantías apropiadas.

3. Se deberá indemnizar totalmente a las personas así trasladadas por cualquier
pérdida o daño que hayan sufrido como consecuencia de su desplazamiento.

Artículo 13

1. Los modos de transmisión de los derechos de propiedad y de goce de la tierra
establecidos por las costumbres de las poblaciones en cuestión deberán respetarse
en el marco de la legislación nacional, en la medida en que satisfagan las
necesidades de dichas poblaciones y no obstruyan su desarrollo económico y
social.
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2. Se deberán adoptar medidas para impedir que personas extrañas a dichas
poblaciones puedan aprovecharse de esas costumbres o de la ignorancia de las
leyes por parte de sus miembros para obtener la propiedad o el uso de las tierras
que les pertenezcan.

Artículo 14

Los programas agrarios nacionales deberán garantizar a las poblaciones en cuestión
condiciones equivalentes a las que disfruten otros sectores de la colectividad nacional,
a los efectos de:

a) la asignación de tierras adicionales a dichas poblaciones cuando las tierras de
que dispongan sean insuficientes para garantizarles los elementos de una
existencia normal o para hacer frente a su posible crecimiento numérico;

b) el otorgamiento de los medios necesarios para promover el fomento de las tierras
que dichas poblaciones ya posean.

PARTE III
Contratación y Condiciones de Empleo

Artículo 15

1. Todo Miembro deberá adoptar, dentro del marco de su legislación nacional,
medidas especiales para garantizar a los trabajadores pertenecientes a las
poblaciones en cuestión una protección eficaz en materia de contratación y
condiciones de empleo, mientras dichos trabajadores no puedan beneficiarse de
la protección que la ley concede a los trabajadores en general.

2. Todo Miembro hará cuanto esté en su poder para evitar cualquier discriminación
entre los trabajadores pertenecientes a las poblaciones en cuestión y los demás
trabajadores, especialmente en lo relativo a:

a) admisión en el empleo, incluso en empleos calificados;

b) remuneración igual por trabajo de igual valor;

c) asistencia médica y social, prevención de los accidentes del trabajo y
enfermedades profesionales e indemnización por esos riesgos, higiene en el
trabajo y vivienda;

d) derecho de asociación, derecho a dedicarse libremente a todas las actividades
sindicales para fines lícitos y derecho a celebrar contratos colectivos con
los empleadores y con las organizaciones de empleadores.

PARTE IV
Formación Profesional, Artesanía e Industrias Rurales

Artículo 16

Las personas pertenecientes a las poblaciones en cuestión deberán disfrutar de las
mismas oportunidades de formación profesional que los demás ciudadanos.
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Artículo 17

1. Cuando los programas generales de formación profesional no respondan a las
necesidades especiales de las personas pertenecientes a las poblaciones en
cuestión, los gobiernos deberán crear medios especiales de formación para dichas
personas.

2. Estos medios especiales de formación deberán basarse en el estudio cuidadoso
de la situación económica, del grado de evolución cultural y de las necesidades
reales de los diversos grupos profesionales de dichas poblaciones; en particular,
tales medios deberán permitir a los interesados recibir el adiestramiento necesario
en las actividades para las cuales las poblaciones de las que provengan se hayan
mostrado tradicionalmente aptas.

3. Estos medios especiales de formación se deberán proveer solamente mientras
lo requiera el grado de desarrollo cultural de los interesados; al progresar su
integración, deberán reemplazarse por los medios previstos para los demás
ciudadanos.

Artículo 18

1. La artesanía y las industrias rurales de las poblaciones en cuestión deberán
fomentarse como factores de desarrollo económico, de modo que se ayude a
dichas poblaciones a elevar su nivel de vida y a adaptarse a métodos modernos
de producción y comercio.

2. La artesanía y las industrias rurales serán desarrolladas sin menoscabo del
patrimonio cultural de dichas poblaciones y de modo que mejoren sus valores
artísticos y sus formas de expresión cultural.

PARTE V
Seguridad Social y Sanidad

Artículo 19. Los sistemas existentes de seguridad social se deberán extender
progresivamente, cuando sea factible:

a) a los trabajadores asalariados pertenecientes a las poblaciones en cuestión;

b) a las demás personas pertenecientes a dichas poblaciones.

Artículo 20

1. Los gobiernos asumirán la responsabilidad de poner servicios de sanidad
adecuados a disposición de las poblaciones en cuestión.

2. La organización de esos servicios se basará en el estudio sistemático de las
condiciones sociales, económicas y culturales de las poblaciones interesadas.

3. El desarrollo de tales servicios estará coordinado con la aplicación de medidas
generales de fomento social, económico y cultural.
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PARTE VI
Educación y Medios de Información

Artículo 21

Deberán adoptarse medidas para asegurar a los miembros de las poblaciones en
cuestión la posibilidad de adquirir educación en todos los grados y en igualdad de
condiciones que el resto de la colectividad nacional.

Artículo 22

1. Los programas de educación destinados a las poblaciones en cuestión deberán
adaptarse, en lo que se refiere a métodos y técnicas, a la etapa alcanzada por
estas poblaciones en el proceso de integración social, económica y cultural en la
colectividad nacional.

2. La formulación de tales programas deberá ser precedida normalmente de estudios
etnológicos.

Artículo 23

1. Se deberá enseñar a los niños de las poblaciones en cuestión a leer y escribir en
su lengua materna o, cuando ello no sea posible, en la lengua que más
comúnmente se hable en el grupo a que pertenezcan.

2. Se deberá asegurar la transición progresiva de la lengua materna o vernácula a
la lengua nacional o a una de las lenguas oficiales del país.

3. Deberán adoptarse, en la medida de lo posible, disposiciones adecuadas para
preservar el idioma materno o la lengua vernácula.

Artículo 24

La instrucción primaria de los niños de las poblaciones en cuestión deberá tener
como objetivo inculcarles conocimientos generales y habilidades que ayuden a esos
niños a integrarse en la colectividad nacional.

Artículo 25

Deberán adoptarse medidas de carácter educativo en los otros sectores de la
colectividad nacional y, especialmente, en los que estén en contacto más directo con
las poblaciones en cuestión, con objeto de eliminar los prejuicios que pudieran tener
respecto de esas poblaciones.

Artículo 26

1. Los gobiernos deberán adoptar medidas adecuadas a las características sociales
y culturales de las poblaciones en cuestión a fin de darles a conocer sus derechos
y obligaciones, especialmente respecto del trabajo y los servicios sociales.

2. A este efecto se utilizarán, si fuere necesario, traducciones escritas e
informaciones ampliamente divulgadas en las lenguas de dichas poblaciones.
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PARTE VII
Administración

Artículo 27

1. La autoridad gubernamental responsable de las cuestiones que comprende este
Convenio deberá crear organismos o ampliar los existentes para administrar los
programas de que se trata.

2. Estos programas deberán incluir:

a) el planeamiento, la coordinación y la ejecución de todas las medidas
tendientes al desarrollo social, económico y cultural de dichas poblaciones;

b) la proposición a las autoridades competentes de medidas legislativas y de
otro orden;

c) la vigilancia de la aplicación de estas medidas.

PARTE VIII
Disposiciones Generales

Artículo 28

La naturaleza y el alcance de las medidas que se adopten para dar efecto a este
Convenio deberán determinarse con flexibilidad para tener en cuenta las condiciones
propias de cada país.

Artículo 29

La aplicación de las disposiciones del presente Convenio no menoscabará las ventajas
garantizadas a las poblaciones en cuestión en virtud de las disposiciones de otros
convenios o recomendaciones.

Artículo 30

Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su
registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.

Artículo 31

1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización
Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director General.

2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de dos
Miembros hayan sido registradas por el Director General.

3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro,
doce meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación

Artículo 32

1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la
expiración de un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto
inicialmente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, al Director
General de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto
hasta un año después de la fecha en que se haya registrado.
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2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año
después de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo
precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este artículo quedará
obligado durante un nuevo período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar
este Convenio a la expiración de cada período de diez años, en las condiciones
previstas en este artículo.

Artículo 33

1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos
los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas
ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los Miembros de la
Organización.

2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda
ratificación que le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención
de los Miembros de la Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el
presente Convenio.

Artículo 34

El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Secretario
General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el
artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información completa sobre
todas las ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya registrado de
acuerdo con los artículos precedentes.

Artículo 35

Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina
Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación
del Convenio, y considerará la conveniencia de incluir en el orden del día de la
Conferencia la cuestión de su revisión total o parcial.

Artículo 36

1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una
revisión total o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga
disposiciones en contrario:

a) la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará, ipso
jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones
contenidas en el artículo 32, siempre que el nuevo convenio revisor haya
entrado en vigor;

b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el
presente Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros.

2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales,
para los Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio revisor.

Artículo 37. Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son
igualmente auténticas.
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2. CONVENIO SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO,
OIT (“OIT 169”)

Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes
Organización Internacional del Trabajo – OIT, 1989

Notas de interés8:
Fecha de adopción: 27 de junio de 1989
Fecha de entrada en vigor: 05 de septiembre de 1991
Ratificado por Colombia: 07 de agosto de 1991

La Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo:

Convocada en Ginebra por el Consejo de Administración de la Oficina Internacional
del Trabajo, y congregada en dicha ciudad el 7 de junio de 1989, en su septuagésima
sexta reunión;

Observando las normas internacionales enunciadas en el Convenio y en la
Recomendación sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957;

Recordando los términos de la Declaración Universal de Derechos Humanos, del
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, del Pacto
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y de los numerosos instrumentos
internacionales sobre la prevención de la discriminación;

Considerando que la evolución del Derecho Internacional desde 1957 y los cambios
sobrevenidos en la situación de los pueblos indígenas y tribales en todas las regiones
del mundo hacen aconsejable adoptar nuevas normas internacionales en la materia,
a fin de eliminar la orientación hacia la asimilación de las normas anteriores;

Reconociendo las aspiraciones de esos pueblos a asumir el control de sus propias
instituciones y formas de vida y de su desarrollo económico y a mantener y fortalecer
sus identidades, lenguas y religiones, dentro del marco de los Estados en que viven;

Observando que en muchas partes del mundo esos pueblos no pueden gozar de los
Derechos Humanos fundamentales en el mismo grado que el resto de la población
de los Estados en que viven y que sus leyes, valores, costumbres y perspectivas han
sufrido a menudo una erosión;

8 Disponible en http://www.ilo.org/ilolex/spanish/convdisp1.htm consultado el 10 de julio de 2006.
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Recordando la particular contribución de los pueblos indígenas y tribales a la
diversidad cultural, a la armonía social y ecológica de la humanidad y a la cooperación
y comprensión internacionales;

Observando que las disposiciones que siguen han sido establecidas con la
colaboración de las Naciones Unidas, de la Organización de las Naciones Unidas
para la Agricultura y la Alimentación, de la Organización de las Naciones Unidas
para la Educación, la Ciencia y la Cultura y de la Organización Mundial de la Salud,
así como del Instituto Indigenista Interamericano, a los niveles apropiados y en sus
esferas respectivas, y que se tiene el propósito de continuar esa colaboración a fin
de promover y asegurar la aplicación de estas disposiciones;

Después de haber decidido adoptar diversas proposiciones sobre la revisión parcial
del Convenio sobre poblaciones indígenas y tribales, 1957 (núm. 107), cuestión que
constituye el cuarto punto del orden del día de la reunión, y

Después de haber decidido que dichas proposiciones revistan la forma de un convenio
internacional que revise el Convenio sobre Poblaciones Indígenas y Tribales, 1957,
adopta, con fecha veintisiete de junio de mil novecientos ochenta y nueve, el siguiente
Convenio, que podrá ser citado como el Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales,
1989:

PARTE I
Política General

Artículo 1

1. El presente Convenio se aplica:

a) a los pueblos tribales en países independientes, cuyas condiciones sociales,
culturales y económicas les distingan de otros sectores de la colectividad
nacional, y que estén regidos total o parcialmente por sus propias costumbres
o tradiciones o por una legislación especial;

b) a los pueblos en países independientes, considerados indígenas por el hecho
de descender de poblaciones que habitaban en el país o en una región
geográfica a la que pertenece el país en la época de la conquista o la
colonización o del establecimiento de las actuales fronteras estatales y que,
cualquiera que sea su situación jurídica, conservan todas sus propias
instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas.

2. La conciencia de su identidad indígena o tribal deberá considerarse un criterio
fundamental para determinar los grupos a los que se aplican las disposiciones
del presente Convenio.

3. La utilización del término pueblos en este Convenio no deberá interpretarse en
el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos que
pueda conferirse a dicho término en el Derecho Internacional.
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Artículo 2

1. Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la
participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática
con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su
integridad.

2. Esta acción deberá incluir medidas:

a) que aseguren a los miembros de dichos pueblos gozar, en pie de igualdad,
de los derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los
demás miembros de la población;

b) que promuevan la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y
culturales de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus
costumbres y tradiciones, y sus instituciones;

c) que ayuden a los miembros de los pueblos interesados a eliminar las
diferencias socioeconómicas que puedan existir entre los miembros indígenas
y los demás miembros de la comunidad nacional, de una manera compatible
con sus aspiraciones y formas de vida.

Artículo 3

1. Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar plenamente de los Derechos
Humanos y libertades fundamentales, sin obstáculos ni discriminación. Las
disposiciones de este Convenio se aplicarán sin discriminación a los hombres y
mujeres de esos pueblos.

2. No deberá emplearse ninguna forma de fuerza o de coerción que viole los
Derechos Humanos y las libertades fundamentales de los pueblos interesados,
incluidos los derechos contenidos en el presente Convenio.

Artículo 4

1. Deberán adoptarse las medidas especiales que se precisen para salvaguardar las
personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el medio ambiente
de los pueblos interesados.

2. Tales medidas especiales no deberán ser contrarias a los deseos expresados
libremente por los pueblos interesados.

3. El goce sin discriminación de los derechos generales de ciudadanía no deberá
sufrir menoscabo alguno como consecuencia de tales medidas especiales.

Artículo 5.

Al aplicar las disposiciones del presente Convenio:

a) deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas sociales, culturales,
religiosos y espirituales propios de dichos pueblos y deberá tomarse debidamente
en consideración la índole de los problemas que se les plantean tanto colectiva
como individualmente;

b) deberá respetarse la integridad de los valores, prácticas e instituciones de esos
pueblos;
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c) deberán adoptarse, con la participación y cooperación de los pueblos interesados,
medidas encaminadas a allanar las dificultades que experimenten dichos pueblos
al afrontar nuevas condiciones de vida y de trabajo.

Artículo 6

1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán:

a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y
en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se
prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles
directamente;

b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan
participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores
de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en
instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole
responsables de políticas y programas que les conciernan;

c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas
de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos
necesarios para este fin.

2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse
de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de
llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas.

Artículo 7

1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias
prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que este
afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras
que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo
posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos
pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los
planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles
directamente.

2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud y
educación de los pueblos interesados, con su participación y cooperación, deberá
ser prioritario en los planes de desarrollo económico global de las regiones
donde habitan. Los proyectos especiales de desarrollo para estas regiones deberán
también elaborarse de modo que promuevan dicho mejoramiento.

3. Los gobiernos deberán velar porque, siempre que haya lugar, se efectúen estudios,
en cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social,
espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo
previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los resultados de estos estudios
deberán ser considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las
actividades mencionadas.

4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados,
para proteger y preservar el medio ambiente de los territorios que habitan.
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Artículo 8

1. Al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán tomarse
debidamente en consideración sus costumbres o su derecho consuetudinario.

2. Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e
instituciones propias, siempre que estas no sean incompatibles con los derechos
fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los Derechos
Humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea necesario, deberán
establecerse procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en
la aplicación de este principio.

3. La aplicación de los párrafos 1 y 2 de este artículo no deberá impedir a los
miembros de dichos pueblos ejercer los derechos reconocidos a todos los
ciudadanos del país y asumir las obligaciones correspondientes.

Artículo 9

1. En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y con
los Derechos Humanos internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los
métodos a los que los pueblos interesados recurren tradicionalmente para la
represión de los delitos cometidos por sus miembros.

2. Las autoridades y los tribunales llamados a pronunciarse sobre cuestiones penales
deberán tener en cuenta las costumbres de dichos pueblos en la materia.

Artículo 10

1. Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general a
miembros de dichos pueblos deberán tenerse en cuenta sus características
económicas, sociales y culturales.

2. Deberá darse la preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento.

Artículo 11

 La ley deberá prohibir y sancionar la imposición a miembros de los pueblos
interesados de servicios personales obligatorios de cualquier índole, remunerados o
no, excepto en los casos previstos por la ley para todos los ciudadanos.

Artículo 12

Los pueblos interesados deberán tener protección contra la violación de sus derechos,
y poder iniciar procedimientos legales, sea personalmente o bien por conducto de
sus organismos representativos, para asegurar el respeto efectivo de tales derechos.
Deberán tomarse medidas para garantizar que los miembros de dichos pueblos puedan
comprender y hacerse comprender en procedimientos legales, facilitándoles, si fuere
necesario, intérpretes u otros medios eficaces.

PARTE II
Tierras

Artículo 13

1. Al aplicar las disposiciones de esta parte del Convenio, los gobiernos deberán
respetar la importancia especial que para las culturas y valores espirituales de
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los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, o con
ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna otra manera y, en
particular, los aspectos colectivos de esa relación.

2. La utilización del término tierras en los artículos 15 y 16 deberá incluir el
concepto de territorios, lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones que
los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera.

Artículo 14

1. Deberá reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de
posesión sobre las tierras que tradicionalmente ocupan. Además, en los casos
apropiados, deberán tomarse medidas para salvaguardar el derecho de los pueblos
interesados a utilizar tierras que no estén exclusivamente ocupadas por ellos,
pero a las que hayan tenido tradicionalmente acceso para sus actividades
tradicionales y de subsistencia. A este respecto, deberá prestarse particular
atención a la situación de los pueblos nómadas y de los agricultores itinerantes.

2. Los gobiernos deberán tomar las medidas que sean necesarias para determinar
las tierras que los pueblos interesados ocupan tradicionalmente y garantizar la
protección efectiva de sus derechos de propiedad y posesión.

3. Deberán instituirse procedimientos adecuados en el marco del sistema jurídico
nacional para solucionar las reivindicaciones de tierras formuladas por los
pueblos interesados.

Artículo 15

1. Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en
sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden el
derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y
conservación de dichos recursos.

2. En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los
recursos del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las
tierras, los gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras
a consultar a los pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses de esos
pueblos serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar
cualquier programa de prospección o explotación de los recursos existentes en
sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible
en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemnización
equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas
actividades.

Artículo 16

1. A reserva de lo dispuesto en los párrafos siguientes de este artículo, los pueblos
interesados no deberán ser trasladados de las tierras que ocupan.

2. Cuando excepcionalmente el traslado y la reubicación de esos pueblos se
consideren necesarios, solo deberán efectuarse con su consentimiento, dado
libremente y con pleno conocimiento de causa. Cuando no pueda obtenerse su
consentimiento, el traslado y la reubicación solo deberá tener lugar al término
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de procedimientos adecuados establecidos por la legislación nacional, incluidas
encuestas públicas, cuando haya lugar, en que los pueblos interesados tengan la
posibilidad de estar efectivamente representados.

3. Siempre que sea posible, estos pueblos deberán tener el derecho de regresar a
sus tierras tradicionales en cuanto dejen de existir la causas que motivaron su
traslado y reubicación.

4. Cuando el retorno no sea posible, tal como se determine por acuerdo o, en
ausencia de tales acuerdos, por medio de procedimientos adecuados, dichos
pueblos deberán recibir, en todos los casos posibles, tierras cuya calidad y cuyo
estatuto jurídico sean por lo menos iguales a los de las tierras que ocupaban
anteriormente, y que les permitan subvenir a sus necesidades y garantizar su
desarrollo futuro. Cuando los pueblos interesados prefieran recibir una
indemnización en dinero o en especie, deberá concedérseles dicha indemnización,
con las garantías apropiadas.

5. Deberá indemnizarse plenamente a las personas trasladadas y reubicadas por
cualquier pérdida o daño que hayan sufrido como consecuencia de su
desplazamiento.

Artículo 17

1. Deberán respetarse las modalidades de transmisión de los derechos sobre la
tierra entre los miembros de los pueblos interesados establecidas por dichos
pueblos.

2. Deberá consultarse a los pueblos interesados siempre que se considere su
capacidad de enajenar sus tierras o de transmitir de otra forma sus derechos
sobre estas tierras fuera de su comunidad.

3. Deberá impedirse que personas extrañas a esos pueblos puedan aprovecharse
de las costumbres de esos pueblos o de su desconocimiento de las leyes por
parte de sus miembros para arrogarse la propiedad, la posesión o el uso de las
tierras pertenecientes a ellos.

Artículo 18

La ley deberá prever sanciones apropiadas contra toda intrusión no autorizada en
las tierras de los pueblos interesados o todo uso no autorizado de las mismas por
personas ajenas a ellos, y los gobiernos deberán tomar medidas para impedir tales
infracciones.

Artículo 19

Los programas agrarios nacionales deberán garantizar a los pueblos interesados
condiciones equivalentes a las que disfruten otros sectores de la población, a los
efectos de:

a) la asignación de tierras adicionales a dichos pueblos cuando las tierras de que
dispongan sean insuficientes para garantizarles los elementos de una existencia
normal o para hacer frente a su posible crecimiento numérico;

b) el otorgamiento de los medios necesarios para el desarrollo de las tierras que
dichos pueblos ya poseen.
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PARTE III
Contratación y Condiciones de Empleo

Artículo 20

1. Los gobiernos deberán adoptar, en el marco de su legislación nacional y en
cooperación con los pueblos interesados, medidas especiales para garantizar a
los trabajadores pertenecientes a esos pueblos una protección eficaz en materia
de contratación y condiciones de empleo, en la medida en que no estén protegidos
eficazmente por la legislación aplicable a los trabajadores en general.

2. Los gobiernos deberán hacer cuanto esté en su poder por evitar cualquier
discriminación entre los trabajadores pertenecientes a los pueblos interesados y
los demás trabajadores, especialmente en lo relativo a:

a) acceso al empleo, incluidos los empleos calificados y las medidas de
promoción y de ascenso;

b) remuneración igual por trabajo de igual valor;

c) asistencia médica y social, seguridad e higiene en el trabajo, todas las
prestaciones de seguridad social y demás prestaciones derivadas del empleo,
así como la vivienda;

d) derecho de asociación, derecho a dedicarse libremente a todas las actividades
sindicales para fines lícitos, y derecho a concluir convenios colectivos con
empleadores o con organizaciones de empleadores.

3. Las medidas adoptadas deberán en particular garantizar que:

a) los trabajadores pertenecientes a los pueblos interesados, incluidos los
trabajadores estacionales, eventuales y migrantes empleados en la agricultura
o en otras actividades, así como los empleados por contratistas de mano de
obra, gocen de la protección que confieren la legislación y la práctica
nacionales a otros trabajadores de estas categorías en los mismos sectores,
y sean plenamente informados de sus derechos con arreglo a la legislación
laboral y de los recursos de que disponen;

b) los trabajadores pertenecientes a estos pueblos no estén sometidos a
condiciones de trabajo peligrosas para su salud, en particular como
consecuencia de su exposición a plaguicidas o a otras sustancias tóxicas;

c) los trabajadores pertenecientes a estos pueblos no estén sujetos a sistemas de
contratación coercitivos, incluidas todas las formas de servidumbre por deudas;

d) los trabajadores pertenecientes a estos pueblos gocen de igualdad de
oportunidades y de trato para hombres y mujeres en el empleo y de protección
contra el hostigamiento sexual.

4. Deberá prestarse especial atención a la creación de servicios adecuados de
inspección del trabajo en las regiones donde ejerzan actividades asalariadas
trabajadores pertenecientes a los pueblos interesados, a fin de garantizar el
cumplimiento de las disposiciones de esta parte del presente Convenio.
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PARTE IV
Formación Profesional, Artesanía e Industrias Rurales

Artículo 21

Los miembros de los pueblos interesados deberán poder disponer de medios de
formación profesional por lo menos iguales a los de los demás ciudadanos.

Artículo 22

1. Deberán tomarse medidas para promover la participación voluntaria de miembros
de los pueblos interesados en programas de formación profesional de aplicación
general.

2. Cuando los programas de formación profesional de aplicación general existentes
no respondan a las necesidades especiales de los pueblos interesados, los
gobiernos deberán asegurar, con la participación de dichos pueblos, que se pongan
a su disposición programas y medios especiales de formación.

3. Estos programas especiales de formación deberán basarse en el entorno
económico, las condiciones sociales y culturales y las necesidades concretas de
los pueblos interesados. Todo estudio a este respecto deberá realizarse en
cooperación con esos pueblos, los cuales deberán ser consultados sobre la
organización y el funcionamiento de tales programas. Cuando sea posible, esos
pueblos deberán asumir progresivamente la responsabilidad de la organización
y el funcionamiento de tales programas especiales de formación, si así lo deciden.

Artículo 23

1. La artesanía, las industrias rurales y comunitarias y las actividades tradicionales
y relacionadas con la economía de subsistencia de los pueblos interesados, como
la caza, la pesca, la caza con trampas y la recolección, deberán reconocerse
como factores importantes del mantenimiento de su cultura y de su
autosuficiencia y desarrollo económicos. Con la participación de esos pueblos,
y siempre que haya lugar, los gobiernos deberán velar porque se fortalezcan y
fomenten dichas actividades.

2. A petición de los pueblos interesados, deberá facilitárseles, cuando sea posible,
una asistencia técnica y financiera apropiada que tenga en cuenta las técnicas
tradicionales y las características culturales de esos pueblos y la importancia de
un desarrollo sostenido y equitativo.

PARTE V
Seguridad Social y Salud

Artículo 24

Los regímenes de seguridad social deberán extenderse progresivamente a los pueblos
interesados y aplicárseles sin discriminación alguna.



LA CONSULTA PREVIA A PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
COMPENDIO DE LEGISLACIÓN, JURISPRUDENCIA Y DOCUMENTOS DE ESTUDIO

60 • GRUPO DE CONSULTA PREVIA

Artículo 25

1. Los gobiernos deberán velar porque se pongan a disposición de los pueblos
interesados servicios de salud adecuados o proporcionar a dichos pueblos los
medios que les permitan organizar y prestar tales servicios bajo su propia
responsabilidad y control, a fin de que puedan gozar del máximo nivel posible
de salud física y mental.

2. Los servicios de salud deberán organizarse, en la medida de lo posible, a nivel
comunitario. Estos servicios deberán planearse y administrarse en cooperación
con los pueblos interesados y tener en cuenta sus condiciones económicas,
geográficas, sociales y culturales, así como sus métodos de prevención, prácticas
curativas y medicamentos tradicionales.

3. El sistema de asistencia sanitaria deberá dar la preferencia a la formación y al
empleo de personal sanitario de la comunidad local y centrarse en los cuidados
primarios de salud, manteniendo al mismo tiempo estrechos vínculos con los
demás niveles de asistencia sanitaria.

4. La prestación de tales servicios de salud deberá coordinarse con las demás
medidas sociales, económicas y culturales que se tomen en el país.

PARTE VI
Educación y Medios de Comunicación

Artículo 26

Deberán adoptarse medidas para garantizar a los miembros de los pueblos interesados
la posibilidad de adquirir una educación a todos los niveles, por lo menos en pie de
igualdad con el resto de la comunidad nacional.

Artículo 27

1. Los programas y los servicios de educación destinados a los pueblos interesados
deberán desarrollarse y aplicarse en cooperación con estos a fin de responder a
sus necesidades particulares, y deberán abarcar su historia, sus conocimientos y
técnicas, sus sistemas de valores y todas sus demás aspiraciones sociales,
económicas y culturales.

2. La autoridad competente deberá asegurar la formación de miembros de estos
pueblos y su participación en la formulación y ejecución de programas de
educación, con miras a transferir progresivamente a dichos pueblos la
responsabilidad de la realización de esos programas, cuando haya lugar.

3. Además, los gobiernos deberán reconocer el derecho de esos pueblos a crear
sus propias instituciones y medios de educación, siempre que tales instituciones
satisfagan las normas mínimas establecidas por la autoridad competente en
consulta con esos pueblos. Deberán facilitárseles recursos apropiados con tal
fin.
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Artículo 28

1. Siempre que sea viable, deberá enseñarse a los niños de los pueblos interesados
a leer y a escribir en su propia lengua indígena o en la lengua que más
comúnmente se hable en el grupo a que pertenezcan. Cuando ello no sea viable,
las autoridades competentes deberán celebrar consultas con esos pueblos con
miras a la adopción de medidas que permitan alcanzar este objetivo.

2. Deberán tomarse medidas adecuadas para asegurar que esos pueblos tengan la
oportunidad de llegar a dominar la lengua nacional o una de las lenguas oficiales
del país.

3. Deberán adoptarse disposiciones para preservar las lenguas indígenas de los
pueblos interesados y promover el desarrollo y la práctica de las mismas.

Artículo 29

Un objetivo de la educación de los niños de los pueblos interesados deberá ser
impartirles conocimientos generales y aptitudes que les ayuden a participar
plenamente y en pie de igualdad en la vida de su propia comunidad y en la de la
comunidad nacional.

Artículo 30

1. Los gobiernos deberán adoptar medidas acordes a las tradiciones y culturas de
los pueblos interesados, a fin de darles a conocer sus derechos y obligaciones,
especialmente en lo que atañe al trabajo, a las posibilidades económicas, a las
cuestiones de educación y salud, a los servicios sociales y a los derechos
dimanantes del presente Convenio.

2. A tal fin, deberá recurrirse, si fuere necesario, a traducciones escritas y a la
utilización de los medios de comunicación de masas en las lenguas de dichos
pueblos.

Artículo 31

Deberán adoptarse medidas de carácter educativo en todos los sectores de la
comunidad nacional, y especialmente en los que estén en contacto más directo con
los pueblos interesados, con objeto de eliminar los prejuicios que pudieran tener
con respecto a esos pueblos. A tal fin, deberán hacerse esfuerzos por asegurar que
los libros de historia y demás material didáctico ofrezcan una descripción equitativa,
exacta e instructiva de las sociedades y culturas de los pueblos interesados.

PARTE VII
Contactos y Cooperación a Través de las Fronteras

Artículo 32

Los gobiernos deberán tomar medidas apropiadas, incluso por medio de Acuerdos
Internacionales, para facilitar los contactos y la cooperación entre pueblos indígenas
y tribales a través de las fronteras, incluidas las actividades en las esferas económica,
social, cultural, espiritual y del medio ambiente.
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PARTE VIII
Administración

Artículo 33

1. La autoridad gubernamental responsable de las cuestiones que abarca el presente
Convenio deberá asegurarse de que existen instituciones u otros mecanismos
apropiados para administrar los programas que afecten a los pueblos interesados,
y de que tales instituciones o mecanismos disponen de los medios necesarios
para el cabal desempeño de sus funciones.

2. Tales programas deberán incluir:

a) la planificación, coordinación, ejecución y evaluación, en cooperación con
los pueblos interesados, de las medidas previstas en el presente Convenio;

b) la proposición de medidas legislativas y de otra índole a las autoridades
competentes y el control de la aplicación de las medidas adoptadas en
cooperación con los pueblos interesados.

PARTE IX
Disposiciones Generales

Artículo 34

La naturaleza y el alcance de las medidas que se adopten para dar efecto al presente
Convenio deberán determinarse con flexibilidad, teniendo en cuenta las condiciones
propias de cada país.

Artículo 35

La aplicación de las disposiciones del presente Convenio no deberá menoscabar los
derechos y las ventajas garantizados a los pueblos interesados en virtud de otros
convenios y recomendaciones, instrumentos internacionales, tratados, o leyes, laudos,
costumbres o acuerdos nacionales.

PARTE X
Disposiciones Finales

Artículo 36

Este Convenio revisa el Convenio sobre Poblaciones Indígenas y Tribales, 1957.

Artículo 37

Las ratificaciones formales del presente Convenio serán comunicadas, para su
registro, al Director General de la Oficina Internacional del Trabajo.

Artículo 38

1. Este Convenio obligará únicamente a aquellos Miembros de la Organización
Internacional del Trabajo cuyas ratificaciones haya registrado el Director General.

2. Entrará en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de dos
Miembros hayan sido registradas por el Director General.
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3. Desde dicho momento, este Convenio entrará en vigor, para cada Miembro,
doce meses después de la fecha en que haya sido registrada su ratificación.

Artículo 39

1. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio podrá denunciarlo a la
expiración de un período de diez años, a partir de la fecha en que se haya puesto
inicialmente en vigor, mediante un acta comunicada, para su registro, al Director
General de la Oficina Internacional del Trabajo. La denuncia no surtirá efecto
hasta un año después de la fecha en que se haya registrado.

2. Todo Miembro que haya ratificado este Convenio y que, en el plazo de un año
después de la expiración del período de diez años mencionado en el párrafo
precedente, no haga uso del derecho de denuncia previsto en este artículo, quedará
obligado durante un nuevo período de diez años, y en lo sucesivo podrá denunciar
este Convenio a la expiración de cada período de diez años, en las condiciones
previstas en este artículo.

Artículo 40

1. El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo notificará a todos
los Miembros de la Organización Internacional del Trabajo el registro de cuantas
ratificaciones, declaraciones y denuncias le comuniquen los Miembros de la
Organización.

2. Al notificar a los Miembros de la Organización el registro de la segunda
ratificación que le haya sido comunicada, el Director General llamará la atención
de los Miembros de la Organización sobre la fecha en que entrará en vigor el
presente Convenio.

Artículo 41

El Director General de la Oficina Internacional del Trabajo comunicará al Secretario
General de las Naciones Unidas, a los efectos del registro y de conformidad con el
artículo 102 de la Carta de las Naciones Unidas, una información completa sobre
todas las ratificaciones, declaraciones y actas de denuncia que haya registrado de
acuerdo con los artículos precedentes.

Artículo 42

Cada vez que lo estime necesario, el Consejo de Administración de la Oficina
Internacional del Trabajo presentará a la Conferencia una memoria sobre la aplicación
del Convenio, y considerará la conveniencia de incluir en el orden del día de la
Conferencia la cuestión de su revisión total o parcial.

Artículo 43

1. En caso de que la Conferencia adopte un nuevo convenio que implique una
revisión total o parcial del presente, y a menos que el nuevo convenio contenga
disposiciones en contrario:

a) la ratificación, por un Miembro, del nuevo convenio revisor implicará, ipso
jure, la denuncia inmediata de este Convenio, no obstante las disposiciones
contenidas en el artículo 39, siempre que el nuevo convenio revisor haya
entrado en vigor;
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b) a partir de la fecha en que entre en vigor el nuevo convenio revisor, el
presente Convenio cesará de estar abierto a la ratificación por los Miembros.

2. Este Convenio continuará en vigor en todo caso, en su forma y contenido actuales,
para los Miembros que lo hayan ratificado y no ratifiquen el convenio revisor.

Artículo 44

Las versiones inglesa y francesa del texto de este Convenio son igualmente auténticas.
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3. CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE LA ELIMINACIÓN DE
TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN RACIAL, ONU, 1965

Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas
de Discriminación Racial

Adoptada y abierta a la firma y ratificación por la Asamblea General
en su Resolución 2106 A (XX), del 21 de diciembre de 1965

Notas de interés9:
Fecha de adopción: 21 de diciembre de 1965
Fecha de entrada en vigor:  04 de enero de 1969
Ratificado por Colombia: 02 de septiembre de 198110

Los Estados partes en la presente Convención,

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas está basada en los principios de
la dignidad y la igualdad inherentes a todos los seres humanos y que todos los
Estados Miembros se han comprometido a tomar medidas conjunta o separadamente,
en cooperación con la Organización, para realizar uno de los propósitos de las
Naciones Unidas, que es el de promover y estimular el respeto universal y efectivo
de los Derechos Humanos y de las libertades fundamentales de todos, sin distinción
por motivos de raza, sexo, idioma o religión,

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Humanos proclama que
todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos, y que toda
persona tiene todos los derechos y libertades enunciados en la misma, sin distinción
alguna, en particular por motivos de raza, color u origen nacional,

Considerando que todos los hombres son iguales ante la ley y tienen derecho a
igual protección de la ley contra toda discriminación y contra toda incitación a la
discriminación,

Considerando que las Naciones Unidas han condenado el colonialismo y todas las
prácticas de segregación y discriminación que lo acompañan, cualquiera que sea su
forma y dondequiera que existan, y que la Declaración sobre la concesión de la

9 Disponible en http://www.ohchr.org/spanish/law/cerd.htm consultado el 10 de julio de 2006.
10 Ver http://193.194.138.190/pdf/reportsp.pdf  consultado el 10 de julio de 2006.



LA CONSULTA PREVIA A PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
COMPENDIO DE LEGISLACIÓN, JURISPRUDENCIA Y DOCUMENTOS DE ESTUDIO

66 • GRUPO DE CONSULTA PREVIA

independencia a los países y pueblos coloniales, del 14 de diciembre de 1960
[Resolución 1514 (XV) de la Asamblea General], ha afirmado y solemnemente
proclamado la necesidad de ponerles fin rápida e incondicionalmente,

Considerando que la Declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de
todas las formas de discriminación racial, del 20 de noviembre de 1963 [Resolución
1904 (XVIII) de la Asamblea General] afirma solemnemente la necesidad de eliminar
rápidamente en todas las partes del mundo la discriminación racial en todas sus
formas y manifestaciones y de asegurar la comprensión y el respeto de la dignidad
de la persona humana,

Convencidos de que toda doctrina de superioridad basada en la diferenciación racial
es científicamente falsa, moralmente condenable y socialmente injusta y peligrosa,
y de que nada en la teoría o en la práctica permite justificar, en ninguna parte, la
discriminación racial,

Reafirmando que la discriminación entre seres humanos por motivos de raza, color
u origen étnico constituye un obstáculo a las relaciones amistosas y pacíficas entre
las naciones y puede perturbar la paz y la seguridad entre los pueblos, así como la
convivencia de las personas aun dentro de un mismo Estado,

Convencidos de que la existencia de barreras raciales es incompatible con los ideales
de toda la sociedad humana,

Alarmados por las manifestaciones de discriminación racial que todavía existen en
algunas partes del mundo y por las políticas gubernamentales basadas en la
superioridad o el odio racial, tales como las de apartheid, segregación o separación,

Resueltos a adoptar todas las medidas necesarias para eliminar rápidamente la
discriminación racial en todas sus formas y manifestaciones y a prevenir y combatir
las doctrinas y prácticas racistas con el fin de promover el entendimiento entre las
razas y edificar una comunidad internacional libre de todas las formas de segregación
y discriminación raciales,

Teniendo presentes el Convenio relativo a la discriminación en materia de empleo
y ocupación aprobado por la Organización Internacional del Trabajo en 1958 y la
Convención relativa a la lucha contra las discriminaciones en la esfera de la enseñanza,
aprobada por la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia
y la Cultura en 1960,

Deseando poner en práctica los principios consagrados en la Declaración de las
Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de discriminación racial
y con tal objeto asegurar que se adopten lo antes posible medidas prácticas,

Han acordado lo siguiente:

PARTE I
Artículo 1

1. En la presente Convención la expresión “discriminación racial” denotará toda
distinción, exclusión, restricción o preferencia basada en motivos de raza, color,
linaje u origen nacional o étnico que tenga por objeto o por resultado anular o
menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de igualdad, de
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los Derechos Humanos y libertades fundamentales en las esferas política,
económica, social, cultural o en cualquier otra esfera de la vida pública.

2. Esta Convención no se aplicará a las distinciones, exclusiones, restricciones o
preferencias que haga un Estado parte en la presente Convención entre ciudadanos
y no ciudadanos.

3. Ninguna de las cláusulas de la presente Convención podrá interpretarse en un
sentido que afecte en modo alguno las disposiciones legales de los Estados
partes sobre nacionalidad, ciudadanía o naturalización, siempre que tales
disposiciones no establezcan discriminación contra ninguna nacionalidad en
particular.

4. Las medidas especiales adoptadas con el fin exclusivo de asegurar el adecuado
progreso de ciertos grupos raciales o étnicos o de ciertas personas que requieran
la protección que pueda ser necesaria con objeto de garantizarles, en condiciones
de igualdad, el disfrute o ejercicio de los Derechos Humanos y de las libertades
fundamentales no se considerarán como medidas de discriminación racial,
siempre que no conduzcan, como consecuencia, al mantenimiento de derechos
distintos para los diferentes grupos raciales y que no se mantengan en vigor
después de alcanzados los objetivos para los cuales se tomaron.

Artículo 2

1. Los Estados partes condenan la discriminación racial y se comprometen a seguir,
por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a
eliminar la discriminación racial en todas sus formas y a promover el
entendimiento entre todas las razas, y con tal objeto:

a) Cada Estado parte se compromete a no incurrir en ningún acto o práctica de
discriminación racial contra personas, grupos de personas o instituciones y
a velar porque todas las autoridades públicas e instituciones públicas,
nacionales y locales, actúen en conformidad con esta obligación;

b) Cada Estado parte se compromete a no fomentar, defender o apoyar la
discriminación racial practicada por cualesquiera personas u organizaciones;

c) Cada Estado parte tomará medidas efectivas para revisar las políticas
gubernamentales nacionales y locales, y para enmendar, derogar o anular
las leyes y las disposiciones reglamentarias que tengan como consecuencia
crear la discriminación racial o perpetuarla donde ya exista;

d) Cada Estado parte prohibirá y hará cesar por todos los medios apropiados,
incluso, si lo exigieran las circunstancias, medidas legislativas, la
discriminación racial practicada por personas, grupos u organizaciones;

e) Cada Estado parte se compromete a estimular, cuando fuere el caso,
organizaciones y movimientos multirraciales integracionistas y otros medios
encaminados a eliminar las barreras entre las razas, y a desalentar todo lo
que tienda a fortalecer la división racial.

2. Los Estados partes tomarán, cuando las circunstancias lo aconsejen, medidas
especiales y concretas, en las esferas social, económica, cultural y en otras esferas,
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para asegurar el adecuado desenvolvimiento y protección de ciertos grupos
raciales o de personas pertenecientes a estos grupos, con el fin de garantizar en
condiciones de igualdad el pleno disfrute por dichas personas de los Derechos
Humanos y de las libertades fundamentales. Esas medidas en ningún caso podrán
tener como consecuencia el mantenimiento de derechos desiguales o separados
para los diversos grupos raciales después de alcanzados los objetivos para los
cuales se tomaron.

Artículo 3

Los Estados partes condenan especialmente la segregación racial y el apartheid y se
comprometen a prevenir, prohibir y eliminar en los territorios bajo su jurisdicción
todas las prácticas de esta naturaleza.

Artículo 4

Los Estados partes condenan toda la propaganda y todas las organizaciones que se
inspiren en ideas o teorías basadas en la superioridad de una raza o de un grupo de
personas de un determinado color u origen étnico, o que pretendan justificar o
promover el odio racial y la discriminación racial, cualquiera que sea su forma, y se
comprometen a tomar medidas inmediatas y positivas destinadas a eliminar toda
incitación a tal discriminación o actos de tal discriminación, y, con ese fin, teniendo
debidamente en cuenta los principios incorporados en la Declaración Universal de
Derechos Humanos, así como los derechos expresamente enunciados en el artículo
5 de la presente Convención, tomarán, entre otras, las siguientes medidas:

a) Declararán como acto punible conforme a la ley toda difusión de ideas basadas
en la superioridad o en el odio racial, toda incitación a la discriminación racial,
así como todo acto de violencia o toda incitación a cometer tales actos contra
cualquier raza o grupo de personas de otro color u origen étnico, y toda asistencia
a las actividades racistas, incluida su financiación;

b) Declararán ilegales y prohibirán las organizaciones, así como las actividades
organizadas de propaganda y toda otra actividad de propaganda, que promuevan
la discriminación racial e inciten a ella, y reconocerán que la participación en tales
organizaciones o en tales actividades constituye un delito penado por la ley;

c) No permitirán que las autoridades ni las instituciones públicas nacionales o
locales promuevan la discriminación racial o inciten a ella.

Artículo 5

En conformidad con las obligaciones fundamentales estipuladas en el artículo 2 de
la presente Convención, los Estados partes se comprometen a prohibir y eliminar la
discriminación racial en todas sus formas y a garantizar el derecho de toda persona
a la igualdad ante la ley, sin distinción de raza, color y origen nacional o étnico,
particularmente en el goce de los derechos siguientes:

a) El derecho a la igualdad de tratamiento en los tribunales y todos los demás
órganos que administran justicia;

b) El derecho a la seguridad personal y a la protección del Estado contra todo acto
de violencia o atentado contra la integridad personal cometido por funcionarios
públicos o por cualquier individuo, grupo o institución;
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c) Los derechos políticos, en particular el de tomar parte en elecciones, elegir y ser
elegido, por medio del sufragio universal e igual, el de participar en el gobierno
y en la dirección de los asuntos públicos en cualquier nivel, y el de acceso, en
condiciones de igualdad, a las funciones públicas;

d) Otros derechos civiles, en particular:

i) El derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el territorio de
un Estado;

ii) El derecho a salir de cualquier país, incluso del propio, y a regresar a su
país;

iii) El derecho a una nacionalidad;

iv) El derecho al matrimonio y a la elección del cónyuge;

v) El derecho a ser propietario, individualmente y en asociación con otros;

vi) El derecho a heredar;

vii) El derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión;

viii)El derecho a la libertad de opinión y de expresión;

ix) El derecho a la libertad de reunión y de asociación pacíficas;

e) Los derechos económicos, sociales y culturales, en particular:

i) El derecho al trabajo, a la libre elección de trabajo, a condiciones equitativas
y satisfactorias de trabajo, a la protección contra el desempleo, a igual salario
por trabajo igual y a una remuneración equitativa y satisfactoria;

ii) El derecho a fundar sindicatos y a sindicarse;

iii) El derecho a la vivienda;

iv) El derecho a la salud pública, la asistencia médica, la seguridad social y los
servicios sociales;

v) El derecho a la educación y la formación profesional;

vi) El derecho a participar, en condiciones de igualdad, en las actividades
culturales;

f) El derecho de acceso a todos los lugares y servicios destinados al uso público,
tales como los medios de transporte, hoteles, restaurantes, cafés, espectáculos y
parques.

Artículo 6

Los Estados partes asegurarán a todas las personas que se hallen bajo su jurisdicción,
protección y recursos efectivos, ante los tribunales nacionales competentes y otras
instituciones del Estado, contra todo acto de discriminación racial que, contraviniendo
la presente Convención, viole sus Derechos Humanos y libertades fundamentales,
así como el derecho a pedir a esos tribunales satisfacción o reparación justa y adecuada
por todo daño de que puedan ser víctimas como consecuencia de tal discriminación.
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Artículo 7

Los Estados partes se comprometen a tomar medidas inmediatas y eficaces,
especialmente en las esferas de la enseñanza, la educación, la cultura y la información,
para combatir los prejuicios que conduzcan a la discriminación racial y para promover
la comprensión, la tolerancia y la amistad entre las naciones y los diversos grupos
raciales o étnicos, así como para propagar los propósitos y principios de la Carta de
las Naciones Unidas, de la Declaración Universal de Derechos Humanos, de la
Declaración de las Naciones Unidas sobre la eliminación de todas las formas de
discriminación racial y de la presente Convención.

PARTE II
Artículo 8

1. Se constituirá un Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial
(denominado en adelante el Comité) compuesto de dieciocho expertos de gran
prestigio moral y reconocida imparcialidad, elegidos por los Estados partes entre
sus nacionales, los cuales ejercerán sus funciones a título personal; en la
constitución del Comité se tendrá en cuenta una distribución geográfica equitativa
y la representación de las diferentes formas de civilización, así como de los
principales sistemas jurídicos.

2. Los miembros del Comité serán elegidos en votación secreta de una lista de
personas designadas por los Estados partes. Cada uno de los Estados partes
podrá designar una persona entre sus propios nacionales.

3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha de entrada en
vigor de la presente Convención. Al menos tres meses antes de la fecha de cada
elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los
Estados partes invitándoles a que presenten sus candidaturas en un plazo de dos
meses. El Secretario General preparará una lista por orden alfabético de todas
las personas designadas de este modo, indicando los Estados partes que las han
designado, y la comunicará a los Estados partes.

4. Los miembros del Comité serán elegidos en una reunión de los Estados partes
que será convocada por el Secretario General y se celebrará en la Sede de las
Naciones Unidas. En esta reunión, para la cual formarán quórum dos tercios de
los Estados partes, se considerarán elegidos para el Comité los candidatos que
obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los
representantes de los Estados partes presentes y votantes.

5. a) Los miembros del Comité serán elegidos por cuatro años. No obstante, el
mandato de nueve de los miembros elegidos en la primera elección expirará
al cabo de dos años; inmediatamente después de la primera elección el
Presidente del Comité designará por sorteo los nombres de esos nueve
miembros;

b) Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado parte cuyo experto haya cesado
en sus funciones como miembro del Comité, designará entre sus nacionales
a otro experto, a reserva de la aprobación del Comité.
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6. Los Estados partes sufragarán los gastos de los miembros del Comité mientras
estos desempeñen sus funciones.

Artículo 9

1. Los Estados partes se comprometen a presentar al Secretario General de las
Naciones Unidas, para su examen por el Comité, un informe sobre las medidas
legislativas, judiciales, administrativas o de otra índole que hayan adoptado y
que sirvan para hacer efectivas las disposiciones de la presente Convención: a)
dentro del plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la Convención para
el Estado de que se trate, y b) en lo sucesivo, cada dos años y cuando el Comité
lo solicite. El Comité puede solicitar más información a los Estados partes.

2. El Comité informará cada año, por conducto del Secretario General, a la
Asamblea General de las Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá hacer
sugerencias y recomendaciones de carácter general basadas en el examen de los
informes y de los datos transmitidos por los Estados partes. Estas sugerencias y
recomendaciones de carácter general se comunicarán a la Asamblea General,
junto con las observaciones de los Estados partes, si las hubiere. 

Artículo 10

1. El Comité aprobará su propio reglamento.

2. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años.

3. El Secretario General de las Naciones Unidas facilitará al Comité los servicios
de Secretaría.

4. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la Sede de las Naciones
Unidas.

Artículo 11

1. Si un Estado parte considera que otro Estado parte no cumple las disposiciones
de la presente Convención, podrá señalar el asunto a la atención del Comité. El
Comité transmitirá la comunicación correspondiente al Estado parte interesado.
Dentro de los tres meses, el Estado que recibe la comunicación presentará al
Comité explicaciones o declaraciones por escrito para aclarar la cuestión y
exponer qué medida correctiva hubiere, en su caso, adoptado.

2. Si el asunto no se resuelve a satisfacción de ambas partes, mediante negociaciones
bilaterales o algún otro procedimiento adecuado, en un plazo de seis meses a
partir del momento en que el Estado destinatario reciba la comunicación inicial,
cualquiera de los dos Estados tendrá derecho a someter nuevamente el asunto al
Comité mediante la notificación al Comité y al otro Estado.

3. El Comité conocerá de un asunto que se le someta, de acuerdo con el párrafo 2
del presente artículo, cuando se haya cerciorado de que se han interpuesto y
agotado todos los recursos de jurisdicción interna, de conformidad con los
principios del Derecho Internacional generalmente admitidos. No se aplicará
esta regla cuando la substanciación de los mencionados recursos se prolongue
injustificadamente.
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4. En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los Estados partes
interesados que faciliten cualquier otra información pertinente.

5. Cuando el Comité entienda en cualquier asunto derivado del presente artículo,
los Estados partes interesados podrán enviar un representante, que participará
sin derecho a voto en los trabajos del Comité mientras se examine el asunto.

Artículo 12

1. a) Una vez que el Comité haya obtenido y estudiado toda la información que
estime necesaria, el Presidente nombrará una Comisión Especial de
Conciliación (denominada en adelante la Comisión), integrada por cinco
personas que podrán o no ser miembros del Comité. Los miembros de la
Comisión serán designados con el consentimiento pleno y unánime de las
partes en la controversia y sus buenos oficios se pondrán a disposición de
los Estados interesados a fin de llegar a una solución amistosa del asunto,
basada en el respeto a la presente Convención,

b) Si, transcurridos tres meses, los Estados partes en la controversia no llegan
a un acuerdo sobre la totalidad o parte de los miembros de la Comisión, los
miembros sobre los que no haya habido acuerdo entre los Estados partes en
la controversia serán elegidos por el Comité, de entre sus propios miembros,
por voto secreto y por mayoría de dos tercios.

2. Los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones a título personal. No
deberán ser nacionales de los Estados partes en la controversia, ni tampoco de
un Estado que no sea parte en la presente Convención.

3. La Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propio reglamento.

4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la Sede de las
Naciones Unidas o en cualquier otro lugar conveniente que la Comisión decida.

5. La secretaría prevista en el párrafo 3 del artículo 10 prestará también servicios a
la Comisión cuando una controversia entre Estados partes motive su
establecimiento.

6. Los Estados partes en la controversia compartirán por igual todos los gastos de
los miembros de la Comisión, de acuerdo con una estimación que hará el
Secretario General de las Naciones Unidas.

7. El Secretario General podrá pagar, en caso necesario, los gastos de los miembros
de la Comisión, antes de que los Estados partes en la controversia sufraguen los
costos de acuerdo con el párrafo 6 del presente artículo.

8. La información obtenida y estudiada por el Comité se facilitará a la Comisión,
y esta podrá pedir a los Estados interesados que faciliten cualquier otra
información pertinente.

Artículo 13

1. Cuando la Comisión haya examinado detenidamente el asunto, preparará y
presentará al Presidente del Comité un informe en el que figuren sus conclusiones
sobre todas las cuestiones de hecho pertinentes al asunto planteado entre las
partes y las recomendaciones que la Comisión considere apropiadas para la
solución amistosa de la controversia.
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2. El Presidente del Comité transmitirá el informe de la Comisión a cada uno de
los Estados partes en la controversia. Dentro de tres meses, dichos Estados
notificarán al Presidente del Comité si aceptan o no las recomendaciones
contenidas en el informe de la Comisión.

3. Transcurrido el plazo previsto en el párrafo 2 del presente artículo, el Presidente
del Comité comunicará el informe de la Comisión y las declaraciones de los
Estados partes interesados a los demás Estados partes en la presente Convención.

Artículo 14

1. Todo Estado parte podrá declarar en cualquier momento que reconoce la
competencia del Comité para recibir y examinar comunicaciones de personas o
grupos de personas comprendidas dentro de su jurisdicción, que alegaren ser
víctimas de violaciones, por parte de ese Estado, de cualquiera de los derechos
estipulados en la presente Convención. El Comité no recibirá ninguna
comunicación referente a un Estado parte que no hubiere hecho tal declaración.

2. Todo Estado parte que hiciere una declaración conforme al párrafo 1 del presente
artículo podrá establecer o designar un órgano, dentro de su ordenamiento jurídico
nacional, que será competente para recibir y examinar peticiones de personas o
grupos de personas comprendidas dentro de su jurisdicción, que alegaren ser
víctimas de violaciones de cualquiera de los derechos estipulados en la presente
Convención y hubieren agotado los demás recursos locales disponibles.

3. La declaración que se hiciere en virtud del párrafo 1 del presente artículo y el
nombre de cualquier órgano establecido o designado con arreglo al párrafo 2
del presente artículo serán depositados, por el Estado parte interesado, en poder
del Secretario General de las Naciones Unidas, quien remitirá copias de los
mismos a los demás Estados partes. Toda declaración podrá retirarse en cualquier
momento mediante notificación dirigida al Secretario General, pero dicha
notificación no surtirá efectos con respecto a las comunicaciones que el Comité
tenga pendientes.

4. El órgano establecido o designado de conformidad con el párrafo 2 del presente
artículo llevará un registro de las peticiones y depositará anualmente, por los
conductos pertinentes, copias certificadas del registro en poder del Secretario
General, en el entendimiento de que el contenido de las mismas no se dará a
conocer públicamente.

5. En caso de que no obtuviere reparación satisfactoria del órgano establecido o
designado con arreglo al párrafo 2 del presente artículo, el peticionario tendrá
derecho a comunicar el asunto al Comité dentro de los seis meses.

6. a) El Comité señalará confidencialmente toda comunicación que se le remita a
la atención del Estado parte contra quien se alegare una violación de cualquier
disposición de la presente Convención, pero la identidad de las personas o
grupos de personas interesadas no se revelará sin su consentimiento expreso.
El Comité no aceptará comunicaciones anónimas;

b) Dentro de los tres meses, el Estado que reciba la comunicación presentará
al Comité explicaciones o declaraciones por escrito para aclarar la cuestión
y exponer qué medida correctiva, si la hubiere, ha adoptado.
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7. a) El Comité examinará las comunicaciones teniendo en cuenta todos los datos
puestos a su disposición por el Estado parte interesado y por el peticionario.
El Comité no examinará ninguna comunicación de un peticionario sin antes
cerciorarse de que dicho peticionario ha agotado todos los recursos internos
disponibles. Sin embargo, no se aplicará esta regla cuando la substanciación
de los mencionados recursos se prolongue injustificadamente;

b) El Comité presentará al Estado parte interesado y al peticionario sus
sugerencias y recomendaciones, si las hubiere.

8. El Comité incluirá en su informe anual un resumen de tales comunicaciones y,
cuando proceda, un resumen de las explicaciones y declaraciones de los Estados
partes interesados, así como de sus propias sugerencias y recomendaciones.

9. El Comité será competente para desempeñar las funciones previstas en este
artículo solo cuando diez Estados partes en la presente Convención, por lo menos,
estuvieren obligados por declaraciones presentadas de conformidad con el párrafo
1 de este artículo.

Artículo 15

1. En tanto no se alcancen los objetivos de la Declaración sobre la concesión de la
independencia a los países y pueblos coloniales que figura en la Resolución
1514 (XV) de la Asamblea General del 14 de diciembre de 1960, las disposiciones
de la presente Convención no limitarán de manera alguna el derecho de petición
concedido a esos pueblos por otros instrumentos internacionales o por las
Naciones Unidas y sus organismos especializados.

2. a) El Comité constituido en virtud del párrafo 1 del artículo 8 de la presente
Convención recibirá copia de las peticiones de los órganos de las Naciones
Unidas que entienden de asuntos directamente relacionados con los principios
y objetivos de la presente Convención, y comunicará a dichos órganos, sobre
dichas peticiones, sus opiniones y recomendaciones, al considerar las
peticiones presentadas por los habitantes de los territorios bajo administración
fiduciaria o no autónomos, y de cualesquiera otros territorios a los cuales se
aplique la Resolución 1514 (XV) de la Asamblea General, relativas a asuntos
tratados en la presente Convención y sometidos a examen de los mencionados
órganos;

b) El Comité recibirá de los órganos competentes de las Naciones Unidas copia
de los informes sobre las medidas legislativas, judiciales, administrativas o
de otra índole que, en relación directa con los principios y objetivos de esta
Convención, hayan aplicado las Potencias administradoras en los territorios
mencionados en el anterior inciso a), y comunicará sus opiniones y
recomendaciones a esos órganos.

3. El Comité incluirá en su informe a la Asamblea General un resumen de las
peticiones e informes que haya recibido de los órganos de las Naciones Unidas
y las opiniones y recomendaciones que les haya comunicado acerca de tales
peticiones e informes.

4. El Comité pedirá al Secretario General de las Naciones Unidas toda la
información disponible que guarde relación con los objetivos de la presente
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Convención y que se refiera a los territorios mencionados en el inciso a) del
párrafo 2 del presente artículo.

Artículo 16

Las disposiciones de la presente Convención relativas al arreglo de controversias o
denuncias regirán sin perjuicio de otros procedimientos para solucionar las
controversias o denuncias en materia de discriminación establecidos en los
instrumentos constitucionales de las Naciones Unidas y sus organismos
especializados o en convenciones aprobadas por ellos, y no impedirán que los Estados
partes recurran a otros procedimientos para resolver una controversia, de conformidad
con convenios internacionales generales o especiales que estén en vigor entre ellos.

PARTE III

Artículo 17
1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados Miembros

de las Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado, así como
de todo Estado parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y de
cualquier otro Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones Unidas
a ser parte en la presente Convención.

2. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instrumentos de
ratificación se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.

Artículo 18
1. La presente Convención quedará abierta a la adhesión de cualquiera de los

Estados mencionados en el párrafo 1 del artículo 17 supra.
2. Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secretario General de

las Naciones Unidas.
Artículo 19
1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en

que haya sido depositado el vigésimo séptimo instrumento de ratificación o de
adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique la presente Convención o se adhiera a ella después
de haber sido depositado el vigésimo séptimo instrumento de ratificación o de
adhesión, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en
que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 20
1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comunicará a todos los

Estados que sean o lleguen a ser partes en la presente Convención los textos de
las reservas formuladas por los Estados en el momento de la ratificación o de la
adhesión. Todo Estado que tenga objeciones a una reserva notificará al Secretario
General que no la acepta, y esta notificación deberá hacerse dentro de los noventa
días siguientes a la fecha de la comunicación del Secretario General.

2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el propósito de la
presente Convención, ni se permitirá ninguna reserva que pueda inhibir el
funcionamiento de cualquiera de los órganos establecidos en virtud de la presente
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Convención. Se considerará que una reserva es incompatible o inhibitoria si,
por lo menos, las dos terceras partes de los Estados partes en la Convención
formulan objeciones a la misma.

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento, enviándose para ello una
notificación al Secretario General. Esta notificación surtirá efecto en la fecha de
su recepción.

Artículo 21

Todo Estado parte podrá denunciar la presente Convención mediante notificación
dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia surtirá efecto un
año después de la fecha en que el Secretario General haya recibido la notificación.

Artículo 22

Toda controversia entre dos o más Estados partes con respecto a la interpretación o
a la aplicación de la presente Convención, que no se resuelva mediante negociaciones
o mediante los procedimientos que se establecen expresamente en ella, será sometida
a la decisión de la Corte Internacional de Justicia a instancia de cualquiera de las
partes en la controversia, a menos que estas convengan en otro modo de solucionarla.

Artículo 23

1. Todo Estado parte podrá formular en cualquier tiempo una demanda de revisión
de la presente Convención por medio de notificación escrita dirigida al Secretario
General de las Naciones Unidas.

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá sobre las medidas que
deban tomarse, si hubiere lugar, respecto a tal demanda.

Artículo 24

El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados
mencionados en el párrafo 1 del artículo 17 supra:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conforme con lo dispuesto en los artículos
17 y 18;

b) La fecha en que entre en vigor la presente Convención, conforme a lo dispuesto
en el artículo 19;

c) Las comunicaciones y declaraciones recibidas en virtud de los artículos 14, 20
y 23;

d) Las denuncias recibidas en virtud del artículo 21.

Artículo 25

1. La presente Convención, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso
son igualmente auténticos, será depositada en los archivos de las Naciones
Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas de la
presente Convención a todos los Estados pertenecientes a cualquiera de las
categorías mencionadas en el párrafo 1 del artículo 17 supra.
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4. PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS,
SOCIALES Y CULTURALES, ONU, 1966

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General
en su Resolución 2200 A (XXI), del 16 de diciembre del 1966

Notas de interés11:
Fecha de adopción: 16 de diciembre de 1966
Fecha de entrada en vigor:  03 de enero de 1976
Ratificado por Colombia12: 29 de octubre de 1969

PREÁMBULO

Los Estados partes en el presente Pacto,

Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de las Naciones
Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento
de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y de sus derechos
iguales e inalienables,

Reconociendo que estos derechos se desprenden de la dignidad inherente a la persona
humana,

Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos,
no puede realizarse el ideal del ser humano libre, liberado del temor y de la miseria,
a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos
económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos,

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la
obligación de promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades
humanos,

Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y
de la comunidad a la que pertenece, está obligado a procurar la vigencia y observancia
de los derechos reconocidos en este Pacto,

11 Fuente: http://www.ohchr.org/spanish/law/cescr.htm consultado el 13 de julio de 2006.
12 Ver http://193.194.138.190/pdf/reportsp.pdf consultado el 10 de julio de 2006.
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Convienen en los artículos siguientes:

PARTE I
Artículo 1

1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este
derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su
desarrollo económico, social y cultural.

2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus
riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la
cooperación económica internacional basada en el principio de beneficio
recíproco, así como del derecho internacional. En ningún caso podrá privarse a
un pueblo de sus propios medios de subsistencia.

3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la responsabilidad
de administrar territorios no autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán
el ejercicio del derecho de libre determinación, y respetarán este derecho de
conformidad con las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas.

PARTE II
Artículo 2

1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar
medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación
internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de los
recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios
apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena
efectividad de los derechos aquí reconocidos.

2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar el ejercicio
de los derechos que en él se enuncian, sin discriminación alguna por motivos de
raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición
social.

3. Los países en desarrollo, teniendo debidamente en cuenta los Derechos Humanos
y su economía nacional, podrán determinar en qué medida garantizarán los
derechos económicos reconocidos en el presente Pacto a personas que no sean
nacionales suyos.

Artículo 3

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a asegurar a los hombres y
a las mujeres igual título a gozar de todos los derechos económicos, sociales y
culturales enunciados en el presente Pacto.

Artículo 4

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, en ejercicio de los derechos
garantizados conforme al presente Pacto por el Estado, este podrá someter tales
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derechos únicamente a limitaciones determinadas por ley, solo en la medida
compatible con la naturaleza de esos derechos y con el exclusivo objeto de promover
el bienestar general en una sociedad democrática.

Artículo 5

1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de
reconocer derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender
actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los
derechos o libertades reconocidos en el Pacto, o a su limitación en medida mayor
que la prevista en él.

2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los Derechos
Humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un país en virtud de leyes,
convenciones, reglamentos o costumbres, a pretexto de que el presente Pacto
no los reconoce o los reconoce en menor grado.

PARTE III
Artículo 6

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho a trabajar, que
comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad de ganarse la vida
mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y tomarán medidas
adecuadas para garantizar este derecho.

2. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de los Estados Partes en el
presente Pacto para lograr la plena efectividad de este derecho deberá figurar la
orientación y formación tecnicoprofesional, la preparación de programas, normas
y técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo económico, social y cultural
constante y la ocupación plena y productiva, en condiciones que garanticen las
libertades políticas y económicas fundamentales de la persona humana.

Artículo 7

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al
goce de condiciones de trabajo equitativas y satisfactorias que le aseguren en especial:

a) Una remuneración que proporcione como mínimo a todos los trabajadores:

i) Un salario equitativo e igual por trabajo de igual valor, sin distinciones de
ninguna especie; en particular, debe asegurarse a las mujeres condiciones
de trabajo no inferiores a las de los hombres, con salario igual por trabajo
igual;

ii) Condiciones de existencia dignas para ellos y para sus familias conforme a
las disposiciones del presente Pacto;

b) La seguridad y la higiene en el trabajo;

c) Igual oportunidad para todos de ser promovidos, dentro de su trabajo, a la
categoría superior que les corresponda, sin más consideraciones que los factores
de tiempo de servicio y capacidad;
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d) El descanso, el disfrute del tiempo libre, la limitación razonable de las horas de
trabajo y las variaciones periódicas pagadas, así como la remuneración de los
días festivos.

Artículo 8

1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar:

a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección,
con sujeción únicamente a los estatutos de la organización correspondiente,
para promover y proteger sus intereses económicos y sociales. No podrán
imponerse otras restricciones al ejercicio de este derecho que las que prescriba
la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática en interés de la
seguridad nacional o del orden público, o para la protección de los derechos
y libertades ajenos;

b) El derecho de los sindicatos a formar federaciones o confederaciones
nacionales y el de estas a fundar organizaciones sindicales internacionales
o a afiliarse a las mismas;

c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculos y sin otras limitaciones
que las que prescriba la ley y que sean necesarias en una sociedad democrática
en interés de la seguridad nacional o del orden público, o para la protección
de los derechos y libertades ajenos;

d) El derecho de huelga, ejercido de conformidad con las leyes de cada país.

2. El presente artículo no impedirá someter a restricciones legales el ejercicio de
tales derechos por los miembros de las fuerzas armadas, de la policía o de la
administración del Estado.

3. Nada de lo dispuesto en este artículo autorizará a los Estados Partes en el
Convenio de la Organización Internacional del Trabajo de 1948 relativo a la
libertad sindical y a la protección del derecho de sindicación a adoptar medidas
legislativas que menoscaben las garantías previstas en dicho Convenio o a aplicar
la ley en forma que menoscabe dichas garantías.

Artículo 9

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la
seguridad social, incluso al seguro social.

Artículo 10

Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que:

1. Se debe conceder a la familia, que es el elemento natural y fundamental de la
sociedad, la más amplia protección y asistencia posibles, especialmente para su
constitución y mientras sea responsable del cuidado y la educación de los hijos
a su cargo. El matrimonio debe contraerse con el libre consentimiento de los
futuros cónyuges.

2. Se debe conceder especial protección a las madres durante un período de tiempo
razonable antes y después del parto. Durante dicho período, a las madres que
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trabajen se les debe conceder licencia con remuneración o con prestaciones
adecuadas de seguridad social.

3. Se deben adoptar medidas especiales de protección y asistencia en favor de
todos los niños y adolescentes, sin discriminación alguna por razón de filiación
o cualquier otra condición. Debe protegerse a los niños y adolescentes contra la
explotación económica y social. Su empleo en trabajos nocivos para su moral y
salud, o en los cuales peligre su vida o se corra el riesgo de perjudicar su desarrollo
normal, será sancionado por la ley. Los Estados deben establecer también límites
de edad por debajo de los cuales quede prohibido y sancionado por la ley el
empleo a sueldo de mano de obra infantil.

Artículo 11

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a
un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y
vivienda adecuados, y a una mejora continua de las condiciones de existencia.
Los Estados Partes tomarán medidas apropiadas para asegurar la efectividad de
este derecho, reconociendo a este efecto la importancia esencial de la cooperación
internacional fundada en el libre consentimiento.

2. Los Estados Partes en el presente Pacto, reconociendo el derecho fundamental
de toda persona a estar protegida contra el hambre, adoptarán, individualmente
y mediante la cooperación internacional, las medidas, incluidos los programas
concretos que se necesitan para:

a) Mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de alimentos
mediante la plena utilización de los conocimientos técnicos y científicos, la
divulgación de principios sobre nutrición y el perfeccionamiento o la reforma
de los regímenes agrarios de modo que se logren la explotación y la
utilización más eficaces de las riquezas naturales;

b) Asegurar una distribución equitativa de los alimentos mundiales en relación
con las necesidades, teniendo en cuenta los problemas que se plantean tanto
a los países que importan productos alimenticios como a los que los exportan.

Artículo 12

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona al
disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental.

2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el Pacto, a fin de
asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias para:

a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil y el sano
desarrollo de los niños;

b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del trabajo y del medio
ambiente;

c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades epidémicas, endémicas,
profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas;
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d) La creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios
médicos en caso de enfermedad.

Artículo 13

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a
la educación. Convienen en que la educación debe orientarse hacia el pleno
desarrollo de la personalidad humana y del sentido de su dignidad, y debe
fortalecer el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales.
Convienen asimismo en que la educación debe capacitar a todas las personas
para participar efectivamente en una sociedad libre, favorecer la comprensión,
la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y entre todos los grupos raciales,
étnicos o religiosos, y promover las actividades de las Naciones Unidas en pro
del mantenimiento de la paz.

2. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen que, con objeto de lograr el
pleno ejercicio de este derecho:

a) La enseñanza primaria debe ser obligatoria y asequible a todos gratuitamente;

b) La enseñanza secundaria, en sus diferentes formas, incluso la enseñanza
secundaria técnica y profesional, debe ser generalizada y hacerse accesible
a todos por cuantos medios sean apropiados y en particular por la
implantación progresiva de la enseñanza gratuita;

c) La enseñanza superior debe hacerse igualmente accesible a todos, sobre la
base de la capacidad de cada uno por cuantos medios sean apropiados y en
particular por la implantación progresiva de la enseñanza gratuita;

d) Debe fomentarse o intensificarse, en la medida de lo posible, la educación
fundamental para aquellas personas que no hayan recibido o terminado el
ciclo completo de instrucción primaria;

e) Se debe proseguir activamente el desarrollo del sistema escolar en todos los
ciclos de la enseñanza, implantar un sistema adecuado de becas y mejorar
continuamente las condiciones materiales del cuerpo docente.

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad
de los padres y, en su caso, de los tutores legales, de escoger para sus hijos o
pupilos escuelas distintas de las creadas por las autoridades públicas, siempre
que aquellas satisfagan las normas mínimas que el Estado prescriba o apruebe
en materia de enseñanza, y de hacer que sus hijos o pupilos reciban la educación
religiosa o moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.

4. Nada de lo dispuesto en este artículo se interpretará como una restricción de la
libertad de los particulares y entidades para establecer y dirigir instituciones de
enseñanza, a condición de que se respeten los principios enunciados en el párrafo
1 y de que la educación dada en esas instituciones se ajuste a las normas mínimas
que prescriba el Estado.

Artículo 14

Todo Estado Parte en el presente Pacto que, en el momento de hacerse parte en él,
aún no haya podido instituir en su territorio metropolitano o en otros territorios
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sometidos a su jurisdicción la obligatoriedad y la gratuidad de la enseñanza primaria,
se compromete a elaborar y adoptar, dentro de un plazo de dos años, un plan detallado
de acción para la aplicación progresiva, dentro de un número razonable de años
fijado en el plan, del principio de la enseñanza obligatoria y gratuita para todos.

Artículo 15

1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a:

a) Participar en la vida cultural;

b) Gozar de los beneficios del progreso científico y de sus aplicaciones;

c) Beneficiarse de la protección de los intereses morales y materiales que le
correspondan por razón de las producciones científicas, literarias o artísticas
de que sea autora.

2. Entre las medidas que los Estados Partes en el presente Pacto deberán adoptar
para asegurar el pleno ejercicio de este derecho figurarán las necesarias para la
conservación, el desarrollo y la difusión de la ciencia y de la cultura.

3. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la
indispensable libertad para la investigación científica y para la actividad creadora.

4. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen los beneficios que derivan
del fomento y desarrollo de la cooperación y de las relaciones internacionales
en cuestiones científicas y culturales.

PARTE IV
Artículo 16

1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar, en
conformidad con esta parte del Pacto, informes sobre las medidas que hayan
adoptado y los progresos realizados, con el fin de asegurar el respeto a los
derechos reconocidos en el mismo.

2. a) Todos los informes serán presentados al Secretario General de las Naciones
Unidas, quien transmitirá copias al Consejo Económico y Social para que
las examine conforme a lo dispuesto en el presente Pacto;

b) El Secretario General de las Naciones Unidas transmitirá también a los
organismos especializados copias de los informes, o de las partes pertinentes
de estos, enviados por los Estados Partes en el presente Pacto que además
sean miembros de estos organismos especializados, en la medida en que tales
informes o partes de ellos tengan relación con materias que sean de la
competencia de dichos organismos conforme a sus instrumentos constitutivos.

Artículo 17

1. Los Estados Partes en el presente Pacto presentarán sus informes por etapas,
con arreglo al programa que establecerá el Consejo Económico y Social en el
plazo de un año desde la entrada en vigor del presente Pacto, previa consulta
con los Estados Partes y con los organismos especializados interesados.
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2. Los informes podrán señalar las circunstancias y dificultades que afecten el
grado de cumplimiento de las obligaciones previstas en este Pacto.

3. Cuando la información pertinente hubiera sido ya proporcionada a las Naciones
Unidas o a algún organismo especializado por un Estado Parte, no será necesario
repetir dicha información, sino que bastará hacer referencia concreta a la misma.

Artículo 18

En virtud de las atribuciones que la Carta de las Naciones Unidas le confiere en
materia de Derechos Humanos y libertades fundamentales, el Consejo Económico
y Social podrá concluir acuerdos con los organismos especializados sobre la
presentación por tales organismos de informes relativos al cumplimiento de las
disposiciones de este Pacto que corresponden a su campo de actividades. Estos
informes podrán contener detalles sobre las decisiones y recomendaciones que en
relación con ese cumplimiento hayan aprobado los órganos competentes de dichos
organismos.

Artículo 19

El Consejo Económico y Social podrá transmitir a la Comisión de Derechos
Humanos, para su estudio y recomendación de carácter general, o para información,
según proceda, los informes sobre Derechos Humanos que presenten a los Estados
conforme a los artículos 16 y 17, y los informes relativos a los derechos humanos
que presenten los organismos especializados conforme al artículo 18.

Artículo 20

Los Estados Partes en el presente Pacto y los organismos especializados interesados
podrán presentar al Consejo Económico y Social observaciones sobre toda
recomendación de carácter general hecha en virtud del artículo 19 o toda referencia
a tal recomendación general que conste en un informe de la Comisión de Derechos
Humanos o en un documento allí mencionado.

Artículo 21

El Consejo Económico y Social podrá presentar de vez en cuando a la Asamblea
General informes que contengan recomendaciones de carácter general, así como un
resumen de la información recibida de los Estados Partes en el presente Pacto y de
los organismos especializados acerca de las medidas adoptadas y los progresos
realizados para lograr el respeto general de los derechos reconocidos en el presente
Pacto.

Artículo 22

El Consejo Económico y Social podrá señalar a la atención de otros órganos de las
Naciones Unidas, sus órganos subsidiarios y los organismos especializados
interesados que se ocupen de prestar asistencia técnica, toda cuestión surgida de los
informes a que se refiere esta parte del Pacto que pueda servir para que dichas
entidades se pronuncien, cada una dentro de su esfera de competencia, sobre la
conveniencia de las medidas internacionales que puedan contribuir a la aplicación
efectiva y progresiva del presente Pacto.
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Artículo 23

Los Estados Partes en el presente Pacto convienen en que las medidas de orden
internacional destinadas a asegurar el respeto de los derechos que se reconocen en
el presente Pacto comprenden procedimientos tales como la conclusión de
convenciones, la aprobación de recomendaciones, la prestación de asistencia técnica
y la celebración de reuniones regionales y técnicas, para efectuar consultas y realizar
estudios, organizadas en cooperación con los gobiernos interesados.

Artículo 24

Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo de las
disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones de los
organismos especializados que definen las atribuciones de los diversos órganos de
las Naciones Unidas y de los organismos especializados en cuanto a las materias a
que se refiere el Pacto.

Artículo 25

Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo del
derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y libremente sus
riquezas y recursos naturales.

PARTE V
Artículo 26

1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados Miembros de las
Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado, así como de
todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y de cualquier
otro Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones Unidas a ser
parte en el presente Pacto.

2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de ratificación se
depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los Estados
mencionados en el párrafo 1 del presente artículo.

4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en
poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados que
hayan firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a él, del depósito de cada
uno de los instrumentos de ratificación o de adhesión.

Artículo 27

1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha
en que haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de
adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él después de
haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de



LA CONSULTA PREVIA A PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
COMPENDIO DE LEGISLACIÓN, JURISPRUDENCIA Y DOCUMENTOS DE ESTUDIO

86 • GRUPO DE CONSULTA PREVIA

adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha
en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 28

Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes componentes
de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna.

Artículo 29

1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y depositarlas
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General
comunicará las enmiendas propuestas a los Estados Partes en el presente Pacto,
pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque una conferencia de
Estados Partes con el fin de examinar las propuestas y someterlas a votación. Si
un tercio al menos de los Estados se declara en favor de tal convocatoria, el
Secretario General convocará una conferencia bajo los auspicios de las Naciones
Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de Estados presentes y votantes
en la conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea General de las
Naciones Unidas.

2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la Asamblea
General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos tercios de
los Estados Partes en el presente Pacto, de conformidad con sus respectivos
procedimientos constitucionales.

3. Cuando tales enmiendas entren en vigor serán obligatorias para los Estados
Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán
obligados por las disposiciones del presente Pacto y por toda enmienda anterior
que hayan aceptado.

Artículo 30

Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del artículo 26, el
Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos los Estados
mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conformes con lo dispuesto en el artículo
26;

b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo dispuesto en el
artículo 27, y la fecha en que entren en vigor las enmiendas a que hace referencia
el artículo 29.

Artículo 31

1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso son
igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas del
presente Pacto a todos los Estados mencionados en el artículo 26.
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5. PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES
Y POLÍTICOS, 1966

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea
General en su Resolución 2200 A (XXI), del 16 de diciembre de 1966.

Notas de interés13:
Fecha de adopción: 16 de diciembre de 1966
Fecha de entrada en vigor: 23 de marzo de 1976
Ratificado por Colombia: 29 de octubre de 196914

PREÁMBULO

Los Estados Partes en el presente Pacto,

Considerando que, conforme a los principios enunciados en la Carta de las Naciones
Unidas, la libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento
de la dignidad inherente a todos los miembros de la familia humana y de sus derechos
iguales e inalienables,

Reconociendo que estos derechos se derivan de la dignidad inherente a la persona
humana,

Reconociendo que, con arreglo a la Declaración Universal de Derechos Humanos,
no puede realizarse el ideal del ser humano libre en el disfrute de las libertades
civiles y políticas y liberado del temor y de la miseria, a menos que se creen
condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos civiles y políticos,
tanto como de sus derechos económicos, sociales y culturales,

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas impone a los Estados la
obligación de promover el respeto universal y efectivo de los derechos y libertades
humanos,

13 Disponible en http://193.194.138.190/spanish/html/menu3/b/a_ccpr_sp.htm  consultado el 10 de
julio de 2006.

14 Ver http://193.194.138.190/pdf/reportsp.pdf  consultado el 10 de julio de 2006.
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Comprendiendo que el individuo, por tener deberes respecto de otros individuos y
de la comunidad a que pertenece, tiene la obligación de esforzarse por la consecución
y la observancia de los derechos reconocidos en este Pacto,

Convienen en los artículos siguientes:

PARTE I
Artículo 1

1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. En virtud de este
derecho establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su
desarrollo económico, social y cultural.

2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus
riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la
cooperación económica internacional basada en el principio del beneficio
recíproco, así como del Derecho Internacional. En ningún caso podrá privarse a
un pueblo de sus propios medios de subsistencia.

3. Los Estados Partes en el presente Pacto, incluso los que tienen la responsabilidad
de administrar territorios no autónomos y territorios en fideicomiso, promoverán
el ejercicio del derecho de libre determinación, y respetarán este derecho de
conformidad con las disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas.

PARTE II
Artículo 2

1. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a respetar y
a garantizar a todos los individuos que se encuentren en su territorio y estén
sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el presente Pacto, sin
distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de
otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier
otra condición social.

2. Cada Estado Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos
constitucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas oportunas
para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que fueren necesarias
para hacer efectivos los derechos reconocidos en el presente Pacto y que no
estuviesen ya garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter.

3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar
que:

a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto
hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal
violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de
sus funciones oficiales;

b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera
otra autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá
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sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso, y desarrollará
las posibilidades de recurso judicial;

c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya
estimado procedente el recurso.

Artículo 3

Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar a hombres y
mujeres la igualdad en el goce de todos los derechos civiles y políticos enunciados
en el presente Pacto. 

Artículo 4

1. En situaciones excepcionales que pongan en peligro la vida de la Nación y cuya
existencia haya sido proclamada oficialmente, los Estados Partes en el presente
Pacto podrán adoptar disposiciones que, en la medida estrictamente limitada a
las exigencias de la situación, suspendan las obligaciones contraídas en virtud
de este Pacto, siempre que tales disposiciones no sean incompatibles con las
demás obligaciones que les impone el Derecho Internacional y no entrañen
discriminación alguna fundada únicamente en motivos de raza, color, sexo,
idioma, religión u origen social.

2. La disposición precedente no autoriza suspensión alguna de los artículos 6º , 7º, 8º
(párrafos 1 y 2), 11, 15, 16 y 18.

3. Todo Estado Parte en el presente Pacto que haga uso del derecho de suspensión
deberá informar inmediatamente a los demás Estados Partes en el presente Pacto,
por conducto del Secretario General de las Naciones Unidas, de las disposiciones
cuya aplicación haya suspendido y de los motivos que hayan suscitado la
suspensión. Se hará una nueva comunicación por el mismo conducto en la fecha
en que se haya dado por terminada tal suspensión.

Artículo 5

1. Ninguna disposición del presente Pacto podrá ser interpretada en el sentido de
conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender
actividades o realizar actos encaminados a la destrucción de cualquiera de los
derechos y libertades reconocidos en el Pacto o a su limitación en mayor medida
que la prevista en él.

2. No podrá admitirse restricción o menoscabo de ninguno de los Derechos
Humanos fundamentales reconocidos o vigentes en un Estado Parte en virtud
de leyes, convenciones, reglamentos o costumbres, so pretexto de que el presente
Pacto no los reconoce o los reconoce en menor grado.

PARTE III
Artículo 6

1. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará
protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente.
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2. En los países en que no hayan abolido la pena capital solo podrá imponerse la
pena de muerte por los más graves delitos y de conformidad con leyes que estén
en vigor en el momento de cometerse el delito y que no sean contrarias a las
disposiciones del presente Pacto ni a la Convención para la Prevención y Sanción
del Delito de Genocidio. Esta pena solo podrá imponerse en cumplimiento de
sentencia definitiva de un tribunal competente.

3. Cuando la privación de la vida constituya delito de genocidio se tendrá entendido
que nada de lo dispuesto en este artículo excusará en modo alguno a los Estados
Partes del cumplimiento de ninguna de las obligaciones asumidas en virtud de
las disposiciones de la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito
de Genocidio.

4. Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el indulto o la
conmutación de la pena de muerte. La amnistía, el indulto o la conmutación de
la pena capital podrán ser concedidos en todos los casos.

5. No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas de menos
de 18 años de edad, ni se la aplicará a las mujeres en estado de gravidez.

6. Ninguna disposición de este artículo podrá ser invocada por un Estado Parte en
el presente Pacto para demorar o impedir la abolición de la pena capital.

Artículo 7

Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes.
En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos
o científicos.

Artículo 8

1. Nadie estará sometido a esclavitud. La esclavitud y la trata de esclavos estarán
prohibidas en todas sus formas.

2. Nadie estará sometido a servidumbre.

3. a) Nadie será constreñido a ejecutar un trabajo forzoso u obligatorio;

b) El inciso precedente no podrá ser interpretado en el sentido de que prohíbe,
en los países en los cuales ciertos delitos pueden ser castigados con la pena
de prisión acompañada de trabajos forzados, el cumplimiento de una pena
de trabajos forzados impuesta por un tribunal competente;

c) No se considerarán como “trabajo forzoso u obligatorio”, a los efectos de
este párrafo:

i) Los trabajos o servicios que, aparte de los mencionados en el inciso b),
se exijan normalmente de una persona presa en virtud de una decisión
judicial legalmente dictada, o de una persona que habiendo sido presa
en virtud de tal decisión se encuentre en libertad condicional;

ii) El servicio de carácter militar y, en los países donde se admite la exención
por razones de conciencia, el servicio nacional que deben prestar
conforme a la ley quienes se opongan al servicio militar por razones de
conciencia.
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iii) El servicio impuesto en casos de peligro o calamidad que amenace la
vida o el bienestar de la comunidad;

iv) El trabajo o servicio que forme parte de las obligaciones cívicas normales.

Artículo 9

1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadie
podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de
su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento
establecido en esta.

2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las
razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra
ella.

3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin
demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones
judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser
puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas
no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías
que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier
momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo.

4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá
derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que este decida a la brevedad posible
sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal.

5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho
efectivo a obtener reparación.

Artículo 10

1. Toda persona privada de libertad será tratada humanamente y con el respeto
debido a la dignidad inherente al ser humano.

2. a) Los procesados estarán separados de los condenados, salvo en circunstancias
excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento distinto, adecuado a su
condición de personas no condenadas;

b) Los menores procesados estarán separados de los adultos y deberán ser
llevados ante los tribunales de justicia con la mayor celeridad posible para
su enjuiciamiento.

3. El régimen penitenciario consistirá en un tratamiento cuya finalidad esencial
será la reforma y la readaptación social de los penados. Los menores delincuentes
estarán separados de los adultos y serán sometidos a un tratamiento adecuado a
su edad y condición jurídica.

Artículo 11

Nadie será encarcelado por el solo hecho de no poder cumplir una obligación
contractual.
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Artículo 12

1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tendrá derecho
a circular libremente por él y a escoger libremente en él su residencia.

2. Toda persona tendrá derecho a salir libremente de cualquier país, incluso del
propio.

3. Los derechos antes mencionados no podrán ser objeto de restricciones salvo
cuando estas se hallen previstas en la ley, sean necesarias para proteger la
seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral públicas o los derechos
y libertades de terceros, y sean compatibles con los demás derechos reconocidos
en el presente Pacto.

4. Nadie podrá ser arbitrariamente privado del derecho a entrar en su propio país.

Artículo 13

El extranjero que se halle legalmente en el territorio de un Estado Parte en el presente
Pacto solo podrá ser expulsado de él en cumplimiento de una decisión adoptada
conforme a la ley; y, a menos que razones imperiosas de seguridad nacional se
opongan a ello, se permitirá a tal extranjero exponer las razones que lo asistan en
contra de su expulsión, así como someter su caso a revisión ante la autoridad
competente o bien ante la persona o personas designadas especialmente por dicha
autoridad competente, y hacerse representar con tal fin ante ellas.

Artículo 14 

1. Todas las personas son iguales ante los tribunales y cortes de justicia. Toda
persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por
un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la
substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o
para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil. La prensa
y el público podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por
consideraciones de moral, orden público o seguridad nacional en una sociedad
democrática, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la
medida estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias
especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar a los intereses de la justicia;
pero toda sentencia en materia penal o contenciosa será pública, excepto en los
casos en que el interés de menores de edad exija lo contrario, o en las acusaciones
referentes a pleitos matrimoniales o a la tutela de menores.

2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia
mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley.

3. Durante el proceso, toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en plena
igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

a) A ser informada sin demora, en un idioma que comprenda y en forma
detallada, de la naturaleza y causas de la acusación formulada contra ella;

b) A disponer del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su
defensa y a comunicarse con un defensor de su elección;
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c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas;

d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse personalmente o ser asistida
por un defensor de su elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del
derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el interés de la justicia lo
exija, a que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de
medios suficientes para pagarlo;

e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos de cargo y a obtener la
comparecencia de los testigos de descargo y que estos sean interrogados en
las mismas condiciones que los testigos de cargo;

f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete, si no comprende o no habla el
idioma empleado en el tribunal;

g) A no ser obligada a declarar contra sí misma ni a confesarse culpable.

4. En el procedimiento aplicable a los menores de edad a efectos penales se tendrá
en cuenta esta circunstancia y la importancia de estimular su readaptación social.

5. Toda persona declarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo
condenatorio y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un tribunal
superior, conforme a lo prescrito por la ley.

6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya sido ulteriormente revocada, o
el condenado haya sido indultado por haberse producido o descubierto un hecho
plenamente probatorio de la comisión de un error judicial, la persona que haya
sufrido una pena como resultado de tal sentencia deberá ser indemnizada,
conforme a la ley, a menos que se demuestre que le es imputable en todo o en
parte el no haberse revelado oportunamente el hecho desconocido.

7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya
condenado o absuelto por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el
procedimiento penal de cada país.

Artículo 15

1. Nadie será condenado por actos u omisiones que en el momento de cometerse
no fueran delictivos según el Derecho Nacional o Internacional. Tampoco se
impondrá pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del
delito. Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición
de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello.

2. Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ni a la condena de una
persona por actos u omisiones que, en el momento de cometerse, fueran delictivos
según los principios generales del Derecho reconocidos por la Comunidad
Internacional.

Artículo 16

Todo ser humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su personalidad
jurídica.
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Artículo 17

1. Nadie será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida privada, su
familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra y
reputación.

2. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o
esos ataques.

Artículo 18

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de
religión; este derecho incluye la libertad de tener o de adoptar la religión o las
creencias de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o sus
creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado,
mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza.

2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su libertad de
tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección.

3. La libertad de manifestar la propia religión o las propias creencias estará sujeta
únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para
proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos y
libertades fundamentales de los demás.

4. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a respetar la libertad
de los padres y, en su caso, de los tutores legales, para garantizar que los hijos
reciban la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias
convicciones.

Artículo 19

1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones.

2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende
la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin
consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o
artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección.

3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo entraña deberes
y responsabilidades especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas
restricciones, que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por la ley y
ser necesarias para:

a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás;

b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la
moral públicas.

Artículo 20 

1. Toda propaganda en favor de la guerra estará prohibida por la ley.

2. Toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya incitación a la
discriminación, la hostilidad o la violencia estará prohibida por la ley.
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Artículo 21

Se reconoce el derecho de reunión pacífica. El ejercicio de tal derecho solo podrá
estar sujeto a las restricciones previstas por la ley que sean necesarias en una sociedad
democrática, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden
público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de
los demás.

Artículo 22

1. Toda persona tiene derecho a asociarse libremente con otras, incluso el derecho
a fundar sindicatos y afiliarse a ellos para la protección de sus intereses.

2. El ejercicio de tal derecho solo podrá estar sujeto a las restricciones previstas
por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática, en interés de la
seguridad nacional, de la seguridad pública o del orden público, o para proteger
la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de los demás. El presente
artículo no impedirá la imposición de restricciones legales al ejercicio de tal
derecho cuando se trate de miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía.

3. Ninguna disposición de este artículo autoriza a los Estados Partes en el Convenio
de la Organización Internacional del Trabajo de 1948, relativo a la libertad
sindical y a la protección del derecho de sindicación, a adoptar medidas
legislativas que puedan menoscabar las garantías previstas en él ni a aplicar la
ley de tal manera que pueda menoscabar esas garantías.

Artículo 23

1. La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y tiene derecho
a la protección de la sociedad y del Estado.

2. Se reconoce el derecho del hombre y de la mujer a contraer matrimonio y a
fundar una familia si tienen edad para ello.

3. El matrimonio no podrá celebrarse sin el libre y pleno consentimiento de los
contrayentes.

4. Los Estados Partes en el presente Pacto tomarán las medidas apropiadas para
asegurar la igualdad de derechos y de responsabilidades de ambos esposos en
cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de disolución del mismo.
En caso de disolución, se adoptarán disposiciones que aseguren la protección
necesaria a los hijos.

Artículo 24

1. Todo niño tiene derecho, sin discriminación alguna por motivos de raza, color,
sexo, idioma, religión, origen nacional o social, posición económica o nacimiento,
a las medidas de protección que su condición de menor requiere, tanto por parte
de su familia como de la sociedad y del Estado.

2. Todo niño será inscrito inmediatamente después de su nacimiento y deberá tener
un nombre.

3. Todo niño tiene derecho a adquirir una nacionalidad.
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Artículo 25

Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones mencionadas en el
artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los siguientes derechos y oportunidades:

a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes libremente elegidos;

b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio
universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad
de los electores;

c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones públicas de
su país.

Artículo 26

Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a
igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y
garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier
discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas
o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o
cualquier otra condición social.

Artículo 27

En los Estados en que existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas, no se negará
a las personas que pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corresponde, en
común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a
profesar y practicar su propia religión y a emplear su propio idioma.

PARTE IV
Artículo 28

1. Se establecerá un Comité de Derechos Humanos (en adelante denominado el
Comité). Se compondrá de dieciocho miembros, y desempeñará las funciones
que se señalan más adelante.

2. El Comité estará compuesto de nacionales de los Estados Partes en el presente
Pacto, que deberán ser personas de gran integridad moral, con reconocida
competencia en materia de Derechos Humanos. Se tomará en consideración la
utilidad de la participación de algunas personas que tengan experiencia jurídica.

3. Los miembros del Comité serán elegidos y ejercerán sus funciones a título
personal.

Artículo 29

1. Los miembros del Comité serán elegidos por votación secreta de una lista de
personas que reúnan las condiciones previstas en el artículo 28 y que sean
propuestas al efecto por los Estados Partes en el presente Pacto.

2. Cada Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer hasta dos personas. Estas
personas serán nacionales del Estado que las proponga.

3. La misma persona podrá ser propuesta más de una vez.
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Artículo 30

1. La elección inicial se celebrará a más tardar seis meses después de la fecha de
entrada en vigor del presente Pacto.

2. Por lo menos cuatro meses antes de la fecha de la elección del Comité, siempre
que no se trate de una elección para llenar una vacante declarada de conformidad
con el artículo 34, el Secretario General de las Naciones Unidas invitará por
escrito a los Estados Partes en el presente Pacto a presentar sus candidatos para
el Comité en el término de tres meses.

3. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista por orden
alfabético de los candidatos que hubieren sido presentados, con indicación de
los Estados Partes que los hubieren designado, y la comunicará a los Estados
Partes en el presente Pacto a más tardar un mes antes de la fecha de cada elección.

4. La elección de los miembros del Comité se celebrará en una reunión de los
Estados Partes en el presente Pacto convocada por el Secretario General de las
Naciones Unidas en la Sede de la Organización. En esa reunión, para la cual el
quórum estará constituido por dos tercios de los Estados Partes en el presente
Pacto, quedarán elegidos miembros del Comité los candidatos que obtengan el
mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los representantes
de los Estados Partes presentes y votantes.

Artículo 31

1. El Comité no podrá comprender más de un nacional de un mismo Estado.

2. En la elección del Comité se tendrá en cuenta una distribución geográfica
equitativa de los miembros y la representación de las diferentes formas de
civilización y de los principales sistemas jurídicos.

Artículo 32

1. Los miembros del Comité se elegirán por cuatro años. Podrán ser reelegidos si
se presenta de nuevo su candidatura. Sin embargo, los mandatos de nueve de los
miembros elegidos en la primera elección expirarán al cabo de dos años.
Inmediatamente después de la primera elección, el Presidente de la reunión
mencionada en el párrafo 4 del artículo 30 designará por sorteo los nombres de
estos nueve miembros.

2. Las elecciones que se celebren al expirar el mandato se harán con arreglo a los
artículos precedentes de esta parte del presente Pacto.

Artículo 33

1. Si los demás miembros estiman por unanimidad que un miembro del Comité ha
dejado de desempeñar sus funciones por otra causa que la de ausencia temporal,
el Presidente del Comité notificará este hecho al Secretario General de las
Naciones Unidas, quien declarará vacante el puesto de dicho miembro.

2. En caso de muerte o renuncia de un miembro del Comité, el Presidente lo
notificará inmediatamente al Secretario General de las Naciones Unidas, quien
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declarará vacante el puesto desde la fecha del fallecimiento o desde la fecha en
que sea efectiva la renuncia.

Artículo 34

1. Si se declara una vacante de conformidad con el artículo 33 y si el mandato del
miembro que ha de ser sustituido no expira dentro de los seis meses que sigan a
la declaración de dicha vacante, el Secretario General de las Naciones Unidas lo
notificará a cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto, los cuales, para
llenar la vacante, podrán presentar candidatos en el plazo de dos meses, de
acuerdo con lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 29.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas preparará una lista por orden
alfabético de los candidatos así designados y la comunicará a los Estados Partes
en el presente Pacto. La elección para llenar la vacante se verificará de
conformidad con las disposiciones pertinentes de esta parte del presente Pacto.

3. Todo miembro del Comité que haya sido elegido para llenar una vacante declarada
de conformidad con el artículo 33 ocupará el cargo por el resto del mandato del
miembro que dejó vacante el puesto en el Comité conforme a lo dispuesto en
este artículo.

Artículo 35

Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea General de las Naciones
Unidas, percibirán emolumentos de los fondos de las Naciones Unidas en la forma
y condiciones que la Asamblea General determine, teniendo en cuenta la importancia
de las funciones del Comité.

Artículo 36

El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y los servicios
necesarios para el desempeño eficaz de las funciones del Comité en virtud del presente
Pacto.

Artículo 37

1. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la primera reunión del
Comité en la Sede de las Naciones Unidas.

2. Después de su primera reunión, el Comité se reunirá en las ocasiones que se
prevean en su reglamento.

3. El Comité se reunirá normalmente en la Sede de las Naciones Unidas o en la
Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra.

Artículo 38

Antes de entrar en funciones, los miembros del Comité declararán solemnemente
en sesión pública del Comité que desempeñarán su cometido con toda imparcialidad
y conciencia.

Artículo 39

1. El Comité elegirá su Mesa por un período de dos años. Los miembros de la
Mesa podrán ser reelegidos.
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2. El Comité establecerá su propio reglamento, en el cual se dispondrá, entre otras
cosas, que:

a) Doce miembros constituirán el quórum;

b) Las decisiones del Comité se tomarán por mayoría de votos de los miembros
presentes.

Artículo 40

1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a presentar informes
sobre las disposiciones que hayan adoptado y que den efecto a los derechos
reconocidos en el Pacto y sobre el progreso que hayan realizado en cuanto al
goce de esos derechos:

a) En el plazo de un año a contar de la fecha de entrada en vigor del presente
Pacto con respecto a los Estados Partes interesados;

b) En lo sucesivo, cada vez que el Comité lo pida.

2. Todos los informes se presentarán al Secretario General de las Naciones Unidas,
quien los transmitirá al Comité para examen. Los informes señalarán los factores
y las dificultades, si los hubiere, que afecten a la aplicación del presente Pacto.

3. El Secretario General de las Naciones Unidas, después de celebrar consultas con
el Comité, podrá transmitir a los organismos especializados interesados copias de
las partes de los informes que caigan dentro de sus esferas de competencia.

4. El Comité estudiará los informes presentados por los Estados Partes en el presente
Pacto. Transmitirá sus informes, y los comentarios generales que estime
oportunos, a los Estados Partes. El Comité también podrá transmitir al Consejo
Económico y Social esos comentarios, junto con copia de los informes que
haya recibido de los Estados Partes en el Pacto.

5. Los Estados Partes podrán presentar al Comité observaciones sobre cualquier
comentario que se haga con arreglo al párrafo 4 del presente artículo.

Artículo 41

1. Con arreglo al presente artículo, todo Estado Parte en el presente Pacto podrá
declarar en cualquier momento que reconoce la competencia del Comité para
recibir y examinar las comunicaciones en que un Estado Parte alegue que otro
Estado Parte no cumple las obligaciones que le impone este Pacto. Las
comunicaciones hechas en virtud del presente artículo solo se podrán admitir y
examinar si son presentadas por un Estado Parte que haya hecho una declaración
por la cual reconozca con respecto a sí mismo la competencia del Comité. El
Comité no admitirá ninguna comunicación relativa a un Estado Parte que no
haya hecho tal declaración. Las comunicaciones recibidas en virtud de este
artículo se tramitarán de conformidad con el procedimiento siguiente:

a) Si un Estado Parte en el presente Pacto considera que otro Estado Parte no
cumple las disposiciones del presente Pacto, podrá señalar el asunto a la
atención de dicho Estado mediante una comunicación escrita. Dentro de un
plazo de tres meses, contado desde la fecha de recibo de la comunicación,
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el Estado destinatario proporcionará al Estado que haya enviado la
comunicación una explicación o cualquier otra declaración por escrito que
aclare el asunto, la cual hará referencia, hasta donde sea posible y pertinente,
a los procedimientos nacionales y a los recursos adoptados, en trámite o
que puedan utilizarse al respecto.

b) Si el asunto no se resuelve a satisfacción de los dos Estados Partes interesados
en un plazo de seis meses contado desde la fecha en que el Estado destinatario
haya recibido la primera comunicación, cualquiera de ambos Estados Partes
interesados tendrá derecho a someterlo al Comité, mediante notificación
dirigida al Comité y al otro Estado.

c) El Comité conocerá del asunto que se le someta después de haberse
cerciorado de que se han interpuesto y agotado en tal asunto todos los recursos
de la jurisdicción interna de que se pueda disponer, de conformidad con los
principios del Derecho Internacional generalmente admitidos. No se aplicará
esta regla cuando la tramitación de los mencionados recursos se prolongue
injustificadamente.

d) El Comité celebrará sus sesiones a puerta cerrada cuando examine las
comunicaciones previstas en el presente artículo.

e) A reserva de las disposiciones del inciso c), el Comité pondrá sus buenos
oficios a disposición de los Estados Partes interesados a fin de llegar a una
solución amistosa del asunto, fundada en el respeto de los Derechos Humanos
y de las libertades fundamentales reconocidos en el presente Pacto.

f) En todo asunto que se le someta, el Comité podrá pedir a los Estados Partes
interesados a que se hace referencia en el inciso b) que faciliten cualquier
información pertinente.

g) Los Estados Partes interesados a que se hace referencia en el inciso tendrán
derecho a estar representados cuando el asunto se examine en el Comité y a
presentar exposiciones verbalmente, o por escrito, o de ambas maneras.

h) El Comité, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de recibido de la
notificación mencionada en el inciso b), presentará un informe en el cual:

i) Si se ha llegado a una solución con arreglo a lo dispuesto en el inciso e,
se limitará a una breve exposición de los hechos y de la solución
alcanzada;

ii) Si no se ha llegado a una solución con arreglo a lo dispuesto en el inciso
e), se limitará a una breve exposición de los hechos y agregará las
exposiciones escritas y las actas de las exposiciones verbales que hayan
hecho los Estados Partes interesados.

En cada asunto, se enviará el informe los Estados Partes interesados.

2. Las disposiciones del presente artículo entrarán en vigor cuando diez Estados
Partes en el presente Pacto hayan hecho las declaraciones a que se hace referencia
en el párrafo 1 del presente artículo. Tales declaraciones serán depositadas por
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los Estados Partes en poder del Secretario General de las Naciones Unidas,
quien remitirá copia de las mismas a los demás Estados Partes. Toda declaración
podrá retirarse en cualquier momento mediante notificación dirigida al Secretario
General. Tal retiro no será obstáculo para que se examine cualquier asunto que
sea objeto de una comunicación ya transmitida en virtud de este artículo; no se
admitirá ninguna nueva comunicación de un Estado Parte una vez que el
Secretario General de las Naciones Unidas haya recibido la notificación de retiro
de la declaración, a menos que el Estado Parte interesado haya hecho una nueva
declaración.

Artículo 42

1. a) Si un asunto remitido al Comité con arreglo al artículo 41 no se resuelve a
satisfacción de los Estados Partes interesados, el Comité, con el previo
consentimiento de los Estados Partes interesados, podrá designar una
Comisión Especial de Conciliación (denominada en adelante la Comisión).
Los buenos oficios de la Comisión se pondrán a disposición de los Estados
Partes interesados a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, basada
en el respeto al presente Pacto.

b) La Comisión estará integrada por cinco personas aceptables para los Estados
Partes interesados. Si, transcurridos tres meses, los Estados Partes interesados
no se ponen de acuerdo sobre la composición, en todo o en parte, de la
Comisión, los miembros de la Comisión sobre los que no haya habido
acuerdo serán elegidos por el Comité, de entre sus propios miembros, en
votación secreta y por mayoría de dos tercios.

2. Los miembros de la Comisión ejercerán sus funciones a título personal. No
serán nacionales de los Estados Partes interesados, de ningún Estado que no sea
parte en el presente Pacto, ni de ningún Estado Parte que no haya hecho la
declaración prevista en el artículo 41.

3. La Comisión elegirá su propio Presidente y aprobará su propio reglamento.

4. Las reuniones de la Comisión se celebrarán normalmente en la Sede de las
Naciones Unidas o en la Oficina de las Naciones Unidas en Ginebra. Sin embargo,
podrán celebrarse en cualquier otro lugar conveniente que la Comisión acuerde
en consulta con el Secretario General de las Naciones Unidas y los Estados
Partes interesados.

5. La Secretaría prevista en el artículo 36 prestará también servicios a las comisiones
que se establezcan en virtud del presente artículo.

6. La información recibida y estudiada por el Comité se facilitará a la Comisión, y
esta podrá pedir a los Estados Partes interesados que faciliten cualquier otra
información pertinente.

7. Cuando la Comisión haya examinado el asunto en todos sus aspectos, y en todo
caso en un plazo no mayor de doce meses después de haber tomado conocimiento
del mismo, presentará al Presidente del Comité un informe para su transmisión
a los Estados Partes interesados:
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a) Si la Comisión no puede completar su examen del asunto dentro de los doce
meses, limitará su informe a una breve exposición de la situación en que se
halle su examen del asunto;

b) Si se alcanza una solución amistosa del asunto basada en el respeto a los
Derechos Humanos reconocidos en el presente Pacto, la Comisión limitará
su informe a una breve exposición de los hechos y de la solución alcanzada;

c) Si no se alcanza una solución en el sentido del inciso b), el informe de la
Comisión incluirá sus conclusiones sobre todas las cuestiones de hecho
pertinentes al asunto planteado entre los Estados Partes interesados, y sus
observaciones acerca de las posibilidades de solución amistosa del asunto;
dicho informe contendrá también las exposiciones escritas y una reseña de
las exposiciones orales hechas por los Estados Partes interesados;

d) Si el informe de la Comisión se presenta en virtud del inciso c), los Estados
Partes interesados notificarán al Presidente del Comité, dentro de los tres
meses siguientes a la recepción del informe, si aceptan o no los términos del
informe de la Comisión.

8. Las disposiciones de este artículo no afectan a las funciones del Comité previstas
en el artículo 41.

9. Los Estados Partes interesados compartirán por igual todos los gastos de los
miembros de la Comisión, de acuerdo con el cálculo que haga el Secretario
General de las Naciones Unidas.

10. El Secretario General de las Naciones Unidas podrá sufragar, en caso necesario,
los gastos de los miembros de la Comisión, antes de que los Estados Partes
interesados reembolsen esos gastos conforme al párrafo 9 del presente artículo.

Artículo 43

Los miembros del Comité y los miembros de las comisiones especiales de
conciliación designados conforme al artículo 42 tendrán derecho a las facilidades,
privilegios e inmunidades que se conceden a los expertos que desempeñen misiones
para las Naciones Unidas, con arreglo a lo dispuesto en las secciones pertinentes de
la Convención sobre los privilegios e inmunidades de las Naciones Unidas.

Artículo 44

Las disposiciones de la aplicación del presente Pacto se aplicarán sin perjuicio de
los procedimientos previstos en materia de Derechos Humanos por los instrumentos
constitutivos y las convenciones de las Naciones Unidas y de los organismos
especializados o en virtud de los mismos, y no impedirán que los Estados Partes
recurran a otros procedimientos para resolver una controversia, de conformidad con
convenios internacionales generales o especiales vigentes entre ellos.

Artículo 45

El Comité presentará a la Asamblea General de las Naciones Unidas, por conducto
del Consejo Económico y Social, un informe anual sobre sus actividades.



LA CONSULTA PREVIA A PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
COMPENDIO DE LEGISLACIÓN, JURISPRUDENCIA Y DOCUMENTOS DE ESTUDIO

MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA • 103

PARTE V
Artículo 46

Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo de las
disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas o de las constituciones de los
organismos especializados que definen las atribuciones de los diversos órganos de
las Naciones Unidas y de los organismos especializados en cuanto a las materias a
que se refiere el presente Pacto.

Artículo 47

Ninguna disposición del presente Pacto deberá interpretarse en menoscabo del
derecho inherente de todos los pueblos a disfrutar y utilizar plena y libremente sus
riquezas y recursos naturales.

PARTE VI
Artículo 48

1. El presente Pacto estará abierto a la firma de todos los Estados Miembros de las
Naciones Unidas o miembros de algún organismo especializado, así como de
todo Estado Parte en el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia y de cualquier
otro Estado invitado por la Asamblea General de las Naciones Unidas a ser
parte en el presente Pacto.

2. El presente Pacto está sujeto a ratificación. Los instrumentos de ratificación se
depositarán en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

3. El presente Pacto quedará abierto a la adhesión de cualquiera de los Estados
mencionados en el párrafo 1 del presente artículo.

4. La adhesión se efectuará mediante el depósito de un instrumento de adhesión en
poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

5. El Secretario General de las Naciones Unidas informará a todos los Estados que
hayan firmado el presente Pacto, o se hayan adherido a él, del depósito de cada
uno de los instrumentos de ratificación o de adhesión.

Artículo 49

1. El presente Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha
en que haya sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de
adhesión en poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

2. Para cada Estado que ratifique el presente Pacto o se adhiera a él después de
haber sido depositado el trigésimo quinto instrumento de ratificación o de
adhesión, el Pacto entrará en vigor transcurridos tres meses a partir de la fecha
en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 50

Las disposiciones del presente Pacto serán aplicables a todas las partes componentes
de los Estados federales, sin limitación ni excepción alguna.
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Artículo 51

1. Todo Estado Parte en el presente Pacto podrá proponer enmiendas y depositarlas
en poder del Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General
comunicará las enmiendas propuestas a los Estados Partes en el presente Pacto,
pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque a una conferencia de
Estados Partes con el fin de examinar las propuestas y someterlas a votación. Si
un tercio al menos de los Estados se declara en favor de tal convocatoria, el
Secretario General convocará una conferencia bajo los auspicios de las Naciones
Unidas. Toda enmienda adoptada por la mayoría de los Estados presentes y
votantes en la conferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea General
de las Naciones Unidas.

2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aprobadas por la Asamblea
General de las Naciones Unidas y aceptadas por una mayoría de dos tercios de
los Estados Partes en el presente Pacto, de conformidad con sus respectivos
procedimientos constitucionales.

3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias para los Estados
Partes que las hayan aceptado, en tanto que los demás Estados Partes seguirán
obligados por las disposiciones del presente Pacto y por toda enmienda anterior
que hayan aceptado.

Artículo 52

Independientemente de las notificaciones previstas en el párrafo 5 del artículo 48, el
Secretario General de las Naciones Unidas comunicará todos los Estados
mencionados en el párrafo 1 del mismo artículo:

a) Las firmas, ratificaciones y adhesiones conforme con lo dispuesto en el artículo
48;

b) La fecha en que entre en vigor el presente Pacto conforme a lo dispuesto en el
artículo 49, y la fecha en que entren en vigor las enmiendas a que hace referencia
el artículo 51.

Artículo 53

1. El presente Pacto, cuyos textos en chino, español, francés, inglés y ruso son
igualmente auténticos, será depositado en los archivos de las Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias certificadas del
presente Pacto a todos los Estados mencionados en el artículo 48.
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1. PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES: “GUÍA PARA LA APLICACIÓN
DEL CONVENIO NÚM. 169 DE LA OIT” (extracto)15

Nuestros sinceros agradecimientos a la
Organización Internacional del Trabajo, OIT, por

permitirnos incluir este texto dentro de nuestro compendio

LUIS HERNANDO ANGARITA FIGUEREDO,
Viceministro del Interior.

El Convenio núm. 169:
Su estructura y principales disposiciones

Copyright © 1996 Organización Internacional del Trabajo

El Convenio se divide en tres secciones principales y cada una de ellas tiene varias
partes. La primera sección se aboca a la política general que los gobiernos deben
seguir en sus relaciones con los pueblos indígenas y tribales. La segunda sección
trata varios temas sustantivos en una forma mucho más específica. Y la sección
final trata de asuntos generales y administrativos, aunque aspectos de orden
administrativo también pueden encontrarse en las demás secciones del Convenio.

SECCIÓN 1
Política general

Pregunta: ¿Por qué el Convenio habla de pueblos indígenas y tribales?

El término “indígena” se refiere a aquellas poblaciones que conservan total o
parcialmente sus propias tradiciones, instituciones o estilos de vida, que los distinguen
de la sociedad dominante y que habitaban un área específica antes de la llegada de
otros grupos. Esta descripción es válida en América del Norte, Central y del Sur, y
en ciertas regiones del Pacífico. Sin embargo, en gran parte del mundo, no se distingue
entre la época en la cual los pueblos tribales u otros pueblos tradicionales habitaron
una región y el momento de la llegada de otros grupos. Por ejemplo, en Africa no
hay evidencia de que los Masai, los Pigmeos o los San, pueblos que presentan rasgos

15 La Organización Internacional del Trabajo – OIT, mediante autorización fechada el 14 de julio de
este año, autorizó al Ministerio del Interior y de Justicia la publicación de este documento.
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sociales, económicos y culturales propios, hayan llegado a la región que hoy habitan,
antes que otras poblaciones africanas. Lo mismo ocurre en ciertas partes de Asia.
Por consiguiente, cuando la OIT, inmediatamente después de la Segunda Guerra
Mundial, comenzó a trabajar intensamente sobre estos temas, decidió utilizar los
términos pueblos indígenas y tribales. La intención era abarcar una situación social
y no establecer una prioridad basada en los antepasados que habrían ocupado un
área territorial primero. Por otra parte, el uso del término descriptivo tribal, referido
a ciertos pueblos, tiene mejor aceptación por parte de los gobiernos que la descripción
de esos mismos pueblos como indígenas. El Convenio no hace ninguna diferencia
en el tratamiento de los pueblos indígenas y los pueblos tribales. Ambos tienen los
mismos derechos bajo el Convenio núm. 169 de la OIT.

Cuadro núm. 2:
Derecho consuetudinario

Bolivia El artículo 171 de la nueva Constitución de Bolivia (1994) reconoce
la personalidad jurídica de las comunidades indígenas y estipula
que las autoridades naturales podrán ejercer funciones de
administración y aplicación de normas propias como solución
alternativa de conflictos, de conformidad con sus costumbres y
procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y a
las leyes. El programa jurídico de la Secretaría Nacional de Asuntos
Étnicos de Género y Generacionales trata de establecer un sistema
nacional de asistencia legal, a fin de facilitar el acceso a la
administración de justicia a los pueblos indígenas y mejorar la
capacidad de las autoridades encargadas de atender las cuestiones de
los derechos indígenas a nivel administrativo, legislativo, judicial y
policial. Además, proyecta fortalecer la capacidad de autodefensa de
las organizaciones indígenas y elaborar un proyecto de ley relativa a
los pueblos indígenas.

Colombia Los consejos y organizaciones indígenas tradicionales tienen
reconocimiento como entidades legales y los territorios habitados
por los pueblos indígenas se reconocen como entidades territoriales,
del mismo modo que los departamentos, los municipios y los distritos.
Las Entidades Territoriales Indígenas (ETI) tienen un sistema político
administrativo propio, el cual puede comprender los distritos, las
municipalidades y las provincias e incluir las reservas y resguardos.
Dentro de los resguardos, los consejos indígenas tienen plena
autoridad judicial, de conformidad con su derecho consuetudinario
y prácticas tradicionales, siempre y cuando no contradigan la
legislación nacional (artículo 246 de la Constitución de 1991). Cada
vez que una persona indígena comete dentro de su comunidad una
falta que su comunidad no considera un crimen serio, puede
rehabilitarse en ella, de acuerdo al artículo 22 del Código Penal.

Continúa...
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Paraguay La Constitución de 1992 acuerda a los pueblos indígenas el derecho
de aplicar libremente sus sistemas de organización política,
socioeconómica, cultural y religiosa y de observar, de forma
voluntaria, prácticas de derecho consuetudinario entre los miembros
de la comunidad, siempre y cuando no se violen los derechos
fundamentales establecidos en la Constitución. (Cuadro continúa)
(Continuación cuadro núm. 2).

Noruega En Noruega, la costumbre local es una fuente general del Derecho.
De acuerdo a algunas decisiones de la Corte Suprema de Noruega,
el usufructo de la tierra por parte de los Sami para la crianza del
reno constituye un derecho, aunque este principio no ha sido aplicado
en todos los casos. El Ministerio de Justicia ha establecido un
proyecto de ayuda legal gratuita, que abarca las cuatro
municipalidades donde la mayoría de la población es Sami.
Proporciona asistencia financiera para cubrir los costos del servicio
de asesoría legal y los procedimientos civiles.

Dinamarca El Código Penal de Groenlandia se inspira en el derecho
consuetudinario lnuit. Si bien la culpa se determina de conformidad
con la ley penal danesa, las sanciones se establecen en base a la
situación individual y social del inculpado en el momento de la
condena. Debido a lo reducido de la población de Groenlandia
(alrededor de 40.000 personas en los años cincuenta, poco más que
50.000 en 1995), la pequeñez y aislamiento de las comunidades de
la isla y la ausencia de cárceles y otras instituciones parecidas, se
decidió mantener el sistema tradicional de tratamiento
individualizado para el culpable, sin aislarlo de la comunidad.
Actualmente, la Comisión Conjunta sobre el Código Penal de
Groenlandia, conformada por un número igual de miembros
groenlandeses y daneses, está revisando dicho Código.

Otro aspecto importante de la terminología del Convenio se encuentra en el párrafo
2 del artículo 1. Este dice que “La conciencia de su identidad indígena o tribal
deberá considerarse un criterio fundamental” para determinar los grupos a los que
se aplican las disposiciones del Convenio. No dice que es el único criterio, pero hay
que considerarlo seriamente cuando se trata de especificar el grupo social al que se
aplica dicho Convenio. A cada país le compete decidir a qué grupos se aplica este
Convenio, en base a los criterios objetivos y subjetivos mencionados antes, y siempre
en consulta con los interesados.

Es importante resaltar que el Convenio no define quiénes son pueblos indígenas y
tribales, sino proporciona elementos para ayudar a los gobiernos a establecer a quiénes
se aplica el Convenio. Se pensó que una definición de quiénes son indígenas y
tribales limitaría y privaría algunos de estos pueblos de los derechos que este
Convenio les otorga. Recientemente, durante la primera reunión del Grupo de Trabajo
de la Comisión de Derechos Humanos de Naciones Unidas sobre el Proyecto de
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Declaración de los Derechos de las Poblaciones Indígenas, en noviembre de 1995,
en Ginebra, muchos representantes indígenas argumentaron que, al adoptar una
definición de quiénes son indígenas, se negaría a dichos pueblos el derecho exclusivo
de determinar su pertenencia a un determinado grupo, su identidad y estatus, negando,
de tal manera, su derecho a la autodeterminación. Una definición, por estos pueblos,
es una cuestión de autoidentificación y aceptación por la comunidad indígena a la
que pertenecen.

Pregunta: ¿Por qué el término “pueblos”?

¿Significa que aquellos a los que se refiere el Convenio tienen
derecho a la autodeterminación?

Durante tres años, la OIT trabajó para la adopción del Convenio, decidiendo si
cambiaba el uso del término “poblaciones” utilizado en el Convenio núm. 107 por
el de “pueblos” en el nuevo Convenio. La decisión de utilizar el término “pueblos”
en lugar de “poblaciones” fue el resultado de largas discusiones y consultas dentro
y fuera de las reuniones. Se acordó finalmente que el único término correcto era el
de “pueblos”, ya que este reconoce la existencia de sociedades organizadas con
identidad propia, en lugar de simples agrupaciones de individuos que comparten
algunas características raciales o culturales. Tras extensas discusiones, también se
decidió que: “La utilización del término “pueblos” en este Convenio no deberá
interpretarse en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a los
derechos que pueda conferirse a dicho término en el Derecho Internacional.” (Tercer
párrafo del artículo 1.) La introducción de este párrafo respondía en parte a la
preocupación expresada por varios gobiernos en el sentido de si el uso del término
“pueblos”, en este contexto, implicaría el reconocimiento, en el marco del Derecho
Internacional, de que los pueblos indígenas y tribales puedan separarse de los países
en que habitan. Se concluyó que no le competía a la OIT decidir cómo este término
debía de interpretarse en el Derecho Internacional. Quedó claro, sin embargo, que el
Convenio núm. 169 no impone ninguna limitación al derecho a la autodeterminación
de los referidos pueblos ni tampoco se pronuncia en favor o en contra de tal derecho.

En otras palabras, no hay ninguna disposición en el Convenio núm. 169 que sea
incompatible con cualquier instrumento legal internacional que puede definir o
establecer el derecho de los pueblos indígenas y tribales a la autodeterminación.

Pregunta: ¿Existen algunas disposiciones en el Convenio que puedan definir
su política fundamental?

Sí, los artículos 6 y 7 son primordiales para definir cómo debería de aplicarse el
Convenio. El artículo 6 requiere que los gobiernos establezcan los medios que
permitan a los pueblos interesados participar en la toma de decisiones a todos los
niveles a nivel de instituciones legislativas y de organismos administrativos. También
exige que consulten a los pueblos indígenas y tribales mediante procedimientos
adecuados y sus instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas
legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente. Las consultas
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llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de buena fe y de
una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o
lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas. Las consultas con los
pueblos indígenas y tribales también son obligatorias en los casos que se indican a
continuación:

• antes de emprender cualquier actividad de exploración o explotación de minerales
y/u otros recursos naturales que se encuentren en las tierras de dichos pueblos
(véanse págs. 19, 20 y 21);

• cada vez que sea necesario trasladar a las comunidades indígenas y tribales de
sus tierras tradicionales a otro lugar (véanse págs. 21 y 22), y

• antes de diseñar y ejecutar programas de formación profesional dirigidos a los
referidos pueblos (véase pág. 23).

El artículo 7 es la otra disposición fundamental del Convenio. En él se afirma que
los pueblos interesados tienen el derecho a decidir sus propias prioridades en lo que
atañe al proceso de desarrollo y de controlar, en la medida de lo posible, su propio
desarrollo económico, social y cultural. En relación con los planes y programas de
desarrollo que los afecten directamente, los pueblos indígenas y tribales deberán
participar en su formulación, ejecución y evaluación. Además, los planes de desarrollo
económico que conciernan a las áreas ocupadas por las comunidades indígenas y
tribales deberán diseñarse con miras, entre otras cosas, a mejorar las condiciones de
vida, las oportunidades de empleo y los logros, en materia de educación, de las
referidas comunidades. El Convenio también dispone que los gobiernos deberán
llevar a cabo, cada vez que sea apropiado, y en cooperación con los pueblos indígenas
y tribales, estudios que evalúen el posible impacto sobre dichos pueblos de
los programas y planes de desarrollo que se tenga previsto ejecutar en las áreas
ocupadas por los mismos. La cooperación de estos últimos también debe buscarse
en el diseño, manejo y evaluación de los servicios de salud y educación (véase pág.
24), inclusive los programas de formación profesional, que se dirijan a ellos (véanse
págs 23, 24 y 25).

Pregunta: ¿El artículo 7 implica que los pueblos indígenas y tribales tienen
el derecho a vetar las políticas de desarrollo?

No, ningún segmento de la población nacional de cualquier país tiene derecho a
vetar las políticas de desarrollo que afecte a todo el país. Durante las discusiones
encaminadas a la adopción del Convenio, algunos representantes indígenas afirmaban
que esto permitiría a los gobiernos hacer lo que quisieran. La Conferencia no entendió
de esta manera el contenido de este artículo del Convenio.

El artículo 7 exige a los gobiernos realizar verdaderas consultas en las que los
pueblos indígenas y tribales tengan el derecho de expresar su punto de vista y de
influenciar el proceso de toma de decisiones. Lo anterior significa que los gobiernos
tienen la obligación de crear las condiciones que permitan a estos pueblos contribuir
activa y eficazmente en el proceso de desarrollo. En algunos casos, esto puede
traducirse en acciones dirigidas a ayudar a los referidos pueblos a adquirir el
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conocimiento y las capacidades necesarias para comprender y decidir sobre las
opciones de desarrollo existentes.

Pregunta: ¿Qué significa que las consultas deben de realizarse de “buena
fe” y por medio de “procedimientos apropiados”?

Esto significa que, al consultarlos, los gobiernos deben proporcionarles información
apropiada y completa, que pueda ser comprendida plenamente por los pueblos
indígenas y tribales. Asimismo, los gobiernos no pueden consultar a cualquiera que
declare representar a la(s) comunidad(es) afectada(s). Las consultas deben
emprenderse con organizaciones/instituciones genuinamente representativas, que
están habilitadas para tomar decisiones o hablar en nombre de las comunidades
interesadas. Por consiguiente, los gobiernos, antes de iniciar las consultas, deben
identificar y verificar que las organizaciones/instituciones con las que tienen previsto
tratar cumplan con estos requisitos. En fin, el Convenio establece claramente cuándo
las consultas son obligatorias (véase pág. 8).

Cuadro núm. 3:
Autogobierno, participación y consultas

Bolivia El 20 de abril de 1994 se promulgó la Ley de Participación Popular.
El artículo 3 especifica que las Organizaciones Territoriales de Base
(OTB) son sujetos de participación popular. Las OTB incluyen, entre
otros, a los pueblos indígenas organizados de acuerdo a sus
costumbres y tradiciones. En virtud de esta ley, los pueblos indígenas
o sus autoridades pueden ejercer funciones de administración pública.
Por otra parte, la Secretaría Nacional de Asuntos Étnicos de Género
y Generacionales y la Confederación de Pueblos lndígenas del Oriente
de Bolivia (CIDOB) firmaron un Convenio de Coordinación el 18
de abril de 1994, por medio del cual dicha Secretaría se compromete
a consultar al Consejo Consultivo de los Pueblos Indígenas
compuesto por un representante de cada grupo étnico, sobre
cualquier plan de acción, proyecto o programa en estas regiones.

Colombia La Constitución garantiza la representación indígena en el Congreso.
El artículo 171 de la Constitución estipula la elección de dos
Senadores indígenas elegidos en circunscripción nacional especial
por comunidades indígenas. Solo pueden ser candidatos para esta
representación las personas que antes ocuparon un cargo de autoridad
dentro de sus comunidades o que hubieran sido líderes de alguna
organización indígena.

Noruega En 1987, el Parlamento Noruego (Storting) resolvió establecer un
órgano directo nacional representativo de los Sami, el Sameting o
Parlamento Sami, compuesto de 39 representantes elegidos en una
elección general, en los 13 distritos que en conjunto abarcan todo el
país. El “Sameting” se eligió por primera vez en 1989. Todos los

Continúa...
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mayores de 18 años que se consideran Sami, y cuyos padres o abuelos
hablan el Sami como lengua materna, tienen derecho a participar en
las elecciones parlamentarias Sami. Los individuos se inscriben en el
registro electoral de acuerdo con estos requisitos. Las tareas del
“Sameting” están establecidas en una ley especial relativa al
“Sameting” y otros reglamentos Sami. En ella se dice, por ejemplo,
que el área de actividades del “Sameting” se extiende a todas las
cuestiones que, en opinión de la Asamblea conciernen al pueblo Sami
en particular. Por iniciativa propia, el “Sameting” puede tratar asuntos
y hacer declaraciones respecto a cualquier cuestión dentro de su área
de competencia. Por propia iniciativa puede plantear asuntos a las
autoridades públicas y a instituciones privadas. El “Sameting” pone
especial empeño en las industrias básicas de los Sami, como la crianza
del reno y la pesca. Hasta el momento, el “Sameting” había sido solo
una autoridad consultiva, pero ahora administra directamente la
mayoría de las medidas que se han establecido en los últimos 10 ó 15
años para impulsar la cultura Sami.

El “Sameting” es un órgano de supervisión, tanto a nivel formal como
a nivel político, que vigila el cumplimiento de las disposiciones
administrativas relativas a los Sami. Antes de someter a consideración
de la Comisión de Expertos en la Aplicación de Convenios y
Recomendaciones de la OIT, el Gobierno de Noruega envió al
Parlamento Sami, para recibir sus comentarios su última Memoria
sobre la aplicación del Convenio núm. 169. Estos comentarios son
parte integral de la Memoria del Gobierno, en el marco de un acuerdo
entre el Gobierno de Noruega y el Parlamento Sami. Se estableció
esta cooperación como un proceso permanente de consulta, a fin de
asegurar la incorporación de las opiniones del Parlamento Sami en la
Memoria sobre el Convenio núm. 169. El Parlamento Sami expresó
su voluntad de establecer un diálogo informal con la Comisión de
Expertos de la OIT, conjuntamente con el Gobierno de Noruega, a fin
de facilitar la aplicación del Convenio. El Gobierno declaró que
comparte el deseo de facilitar así la aplicación de dicho instrumento,
convencido de que la cooperación abierta entre los gobiernos y los
representantes de las organizaciones indígenas pueden contribuir
efectivamente a la promoción internacional de los derechos y las
culturas de los pueblos indígenas, y por tanto, el Gobierno apoya
totalmente las sugerencias de propiciar un diálogo suplementario.

En Noruega, el Fondo Sami de Desarrollo (SDF) se estableció de
conformidad con una decisión parlamentaria del 24 de octubre de 1975.
Desde 1989; el Parlamento Sami y su órgano subsidiario, el Consejo
de Comercio Sami, administran directamente dicho Fondo. El SDF
otorga subsidios a las duodji (artesanías Sami) y a los trabajos de
publicación Sami, y administra becas para la juventud Sami. No solo

Continúa...
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los Sami se benefician de estos fondos; independientemente del aspecto
étnico, la gente de ciertas áreas puede solicitar las becas del SDR.
Alrededor del 38 por ciento de los proyectos que recibieron apoyo del
Fondo de Desarrollo Sami estaban relacionados con industrias
primarias como la agricultura (23 por ciento) y la pesca (12 por ciento).
Aproximadamente el 56 por ciento del monto total se utiliza para
financiar proyectos para las industrias tradicionales Sami, incluyendo
ayuda a los proyectos de artesanía Sami. Las áreas de cobertura del
Fondo son los distritos habitados en su mayoría por los Sami. Este
apoyo aunque se justifica étnicamente, se proporciona por razones
prácticas y políticas sin discriminaciones de orden étnico. La
Constitución de 1992 acuerda a los pueblos indígenas el derecho de
aplicar libremente sus sistemas de organización política,
socioeconómica, cultural y religiosa, y de observar, de forma voluntaria,
prácticas de derecho consuetudinario entre los miembros de la
comunidad, siempre y cuando no se violen los derechos fundamentales
establecidos en la Constitución.

Dinamarca De acuerdo con la “Ley de Autonomía de Groenlandia” de 1978, la
Autoridad Autónoma de Groenlandia está constituida por una
Asamblea electa por el pueblo de Groenlandia, el “Landsting”, y
por un Ejecutivo, el “Landsstyre”, que es electo por el “Landsting”.
La Asamblea tiene facultades legislativas sobre cualquier materia,
salvo aquellas relacionadas con la Constitución, política exterior,
defensa, sistema judicial y moneda, materias que continúan todavía
bajo la responsabilidad del reino de Dinamarca.

Pregunta: ¿Cuál es el tipo de derechos que prevé el Convenio?

El Convenio representa un paso adicional en los esfuerzos que la OIT despliega en favor de
los grupos más desfavorecidos y respecto de su enfoque global de los Derechos Humanos
tendientes a la igualdad de oportunidades y de trato. Garantizar condiciones de igualdad para
grupos que se encuentran en una situación de desventaja, tales como los pueblos indígenas y
tribales, mujeres y niños trabajadores, exige un trato especial. La acción positiva, como también
se le conoce a este tipo de trato especial, no necesariamente conlleva una discriminación
positiva, sino también incluye acciones dirigidas a superar el trato discriminatorio al que
dichos grupos estuvieron sometidos en el pasado. Además de los Derechos Humanos
Universales que se reconocen a cada ciudadano, el Convenio prevé derechos que se aplican
únicamente a los pueblos indígenas y tribales. Estos derechos incluyen: derechos colectivos
de propiedad y posesión de sus tierras, el derecho a conservar su idioma e instituciones, el
derecho, bajo ciertas circunstancias, a resolver conflictos internos de conformidad con su
derecho consuetudinario. El reconocimiento de derechos especiales para los pueblos indígenas
no ha de considerarse como una forma de discriminación hacia los ciudadanos no indígenas,
sino más bien como un reconocimiento del carácter distintivo de sus características,
necesidades y aspiraciones.

Continuación...
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El Convenio establece, en el artículo 8, 3), que los pueblos indígenas deben ejercer
los mismos derechos que los demás ciudadanos del país y asumir las obligaciones
correspondientes. Sin embargo, en la práctica, estos derechos, a menudo, les son
negados. Lo anterior se debe con frecuencia al hecho que los referidos pueblos no
conocen ni sus derechos, conforme a la legislación nacional, ni los procedimientos
a utilizar para hacer valer sus demandas. A menudo se les condena por delitos que
ellos desconocen. Los miembros de las comunidades indígenas y tribales y la mayoría
de los jueces tienen, con frecuencia, dificultades de comunicación y comprensión
mutua, ya que no hablan una lengua común, así como por el hecho de que los delitos
definidos en la legislación nacional no coinciden con aquellos previstos por el derecho
consuetudinario. Para remediar esta situación, el Convenio dispone en los artículos
8, 2) y 9, 1) que los pueblos indígenas y tribales tienen el derecho de conservar sus
costumbres e instituciones propias, inclusive los métodos a los que recurren
tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus miembros, en la
medida en que sean compatibles con el sistema jurídico nacional y con los derechos
humanos internacionalmente reconocidos. Los conflictos que puedan surgir de la
aplicación de estas disposiciones deberán de resolverse por medio de procedimientos
establecidos ad hoc. También se le exige a los gobiernos que, al aplicar las leyes y
reglamentos nacionales e imponer las sanciones penales, tengan debidamente en
cuenta las características sociales, económicas y culturales de los pueblos indígenas
y tribales. Estos pueblos, según el artículo 12, deberán poder iniciar procedimientos
legales para asegurar la protección de sus derechos, y deberán tomarse medidas
para que puedan comprender y hacerse comprender en dichos procedimientos. A tal
fin, los gobiernos deberán adoptar servicios de interpretación u otros medios efectivos.

Otra disposición fundamental del Convenio se encuentra en el artículo 11 en el que
se prohibe la imposición a miembros de los pueblos indígenas y tribales servicios
personales obligatorios, ya sea remunerados o no, excepto en los casos previstos
por la ley para todos los ciudadanos. Este artículo trata de prevenir y sancionar toda
forma de trabajo obligatorio o forzoso al que los referidos pueblos, a menudo, están
sometidos, como consecuencia, sobre todo, de la pérdida de sus tierras y recursos
naturales, y de la ausencia de alternativas apropiadas de sobrevivencia.
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2. INFORME DEL COMITÉ ESTABLECIDO PARA EXAMINAR LA
RECLAMACIÓN EN LA QUE SE ALEGA EL INCUMPLIMIENTO POR
COLOMBIA DEL CONVENIO SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS Y
TRIBALES, 1989 (NÚM. 169), PRESENTADA POR LA CENTRAL
UNITARIA DE TRABAJADORES (CUT) Y LA ASOCIACIÓN MÉDICA
SINDICAL COLOMBIANA (ASMEDAS)

Informe del Comité establecido para examinar la reclamación en la que se
alega el incumplimiento por Colombia del Convenio sobre Pueblos Indígenas
y Tribales, 1989 (núm. 169), presentada en virtud del artículo 24 de la
Constitución de la OIT por la Central Unitaria de Trabajadores de Colombia
(CUT) y la Asociación Médica Sindical Colombiana (ASMEDAS)16

ENVIO:1999
Documento:(GB.277/18/1)
Documento:(GB.282/14/4)

QUERRELLANTE
Central Unitaria de Trabadores (CUT) Asociación Médica Sindical
Colombiana
(ASMEDAS)

DECISIÓN

El Consejo de Administración adoptó el informe del comité tripartito. Procedimiento
cerrado.

Cuarto informe complementario: Reclamación en la que se alega el incumplimiento
por Colombia del Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales, 1989 (núm. 169),
presentada en virtud del artículo 24 de la Constitución de la OIT por la Central
Unitaria de Trabajadores de Colombia (CUT) y la Asociación Médica Sindical
Colombiana (Asmedas).

16 Disponible en http://www.ilo.org/ilolex/spanish/newcountryframeS.htm consultado el 13 de julio
de 2006.
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I. Introducción

1. Por comunicaciones de fechas 3, 4 y 22 de noviembre de 1999, la Central Unitaria
de Trabajadores de Colombia (CUT) y la Asociación Médica Sindical
Colombiana (Asmedas), Seccional Antioquia, presentaron una reclamación a la
Oficina Internacional del Trabajo, en virtud del artículo 24 de la Constitución
de la Organización Internacional del Trabajo, en la que se alega el incumplimiento
por parte del Gobierno de Colombia del Convenio sobre Pueblos Indígenas y
Tribales, 1989 (núm. 169).

2. El Convenio núm. 169 fue ratificado por Colombia el 7 de agosto de 1991 y
entró en vigor en ese país el 7 de agosto de 1992.

3. Las disposiciones de la Constitución de la Organización Internacional del Trabajo
relativas a la presentación de reclamaciones son las siguientes:

Artículo 24. Toda reclamación dirigida a la Oficina Internacional del Trabajo
por una organización profesional de empleadores o de trabajadores en la que se
alegue que cualquiera de los Miembros no ha adoptado medidas para el
cumplimiento satisfactorio, dentro de su jurisdicción, de un convenio en el que
dicho Miembro sea parte podrá ser comunicada por el Consejo de Administración
al gobierno contra el cual se presente la reclamación y podrá invitarse a dicho
gobierno a formular sobre la materia la declaración que considere conveniente.
< Artículo 25 > Si en un plazo prudencial no se recibiere ninguna declaración
del gobierno contra el cual se haya presentado la reclamación, o si la declaración
recibida no se considerare satisfactoria por el Consejo de Administración, este
podrá hacer pública la reclamación y, en su caso, la respuesta recibida.

4. El procedimiento que se sigue en caso de reclamación se basa en el Reglamento
tal como fue revisado por el Consejo de Administración en su 212.ª reunión
(marzo de 1980).

5. En virtud del artículo 1º y del párrafo 1 del artículo 2º del citado Reglamento, el
Director General acusó recibo de la reclamación, informó de ella al Gobierno
de Colombia y la transmitió a la Mesa del Consejo de Administración.

6. En su 277.ª reunión (marzo de 2000), el Consejo de Administración, siguiendo
la recomendación de su Mesa, decidió que la reclamación era admisible y designó
un Comité tripartito encargado de examinarla compuesto por el Sr. Felipe Ernst
(miembro gubernamental, Chile), el Sr. Jorge A. de Regil Gómez (miembro
empleador, México) y el Sr. F. Ramírez León (miembro trabajador, Venezuela).

7. De conformidad con las disposiciones que figuran en los apartados a) y c) del
párrafo 1 del artículo 4º del Reglamento, el Comité invitó al Gobierno a que
presentara sus observaciones relativas a la reclamación, y a las organizaciones
querellantes a que presentaran todas las informaciones complementarias que
desearan poner en conocimiento del Comité.

8. El Gobierno envió sus observaciones sobre la reclamación por comunicación
de fecha 18 de diciembre de 2000.
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9. El Comité se reunió en noviembre de 2001 durante la 282.ª reunión del Consejo
de Administración para examinar la reclamación y, habiendo examinado la
información presentada por las partes, adoptó el presente informe.

II. Examen de la reclamación

A. Alegatos de las organizaciones querellantes

10. La Central Unitaria de Trabajadores de Colombia (CUT) y la Asociación Médica
Sindical Colombiana (Asmedas), Seccional Antioquia, alegan que el Gobierno
de Colombia no ha cumplido con las disposiciones del Convenio sobre Pueblos
Indígenas y Tribales, 1989 (núm. 169). Los alegatos presentados se centran en
la construcción y operación de la represa hidroeléctrica Urrá, así como en el
hecho de que el Gobierno no llevase a cabo el proceso de consulta previa acerca
de este proyecto con las comunidades indígenas afectadas, de conformidad con
lo dispuesto en el Convenio.

11. El Comité entiende que el pueblo Embera-Katío del Alto Sinú habita la parte
alta de la cuenca del río Sinú, en una superficie de 103.517 hectáreas. La
población se calcula en 2.400 personas agrupadas en 450 familias distribuidas
en torno a los ríos en Kuranzadó, Keradó e Iwagadó. El 62 por ciento de la
población es menor de 18 años y solo el 5 por ciento sobrepasa los 50 años. La
actividad económica tradicional de este pueblo se basaba en la recolección, la
caza y la pesca y se alega que, hasta la desviación del río debido a la construcción
de la represa hidroeléctrica en cuestión, el pescado era la principal fuente de
alimento para la población.

12. La CUT y Asmedas alegan que el Gobierno, a través del entonces Instituto
Colombiano para los Recursos Naturales (Inderena), actual Ministerio del Medio
Ambiente, otorgó mediante Resolución núm. 243 del 13 de abril de 1993 una
licencia ambiental a la Corporación Eléctrica de la Costa Atlántica (Corelca),
una empresa estatal, para la construcción de las obras civiles de la represa
hidroeléctrica Urrá I y la desviación del río Sinú (proyecto Urrá) en el municipio
de Tierralta, departamento de Córdoba. Se alega que los territorios ancestrales
del pueblo Embera-Katío del Alto Sinú y del pueblo Zenú de
San Andrés de Sotavento están ubicados en la zona de influencia del proyecto
Urrá, pero que a pesar de que el proyecto afectaría al territorio ancestral de
dichos pueblos, el Gobierno no llevó a cabo consultas previas con los pueblos
afectados antes de otorgar la licencia, en contravención del artículo 6º del
Convenio (Nota 1).

13. La CUT y Asmedas sostienen que la construcción de la represa causó daños
irreparables a la cuenca del río Sinú y al pueblo Embera-Katío del Alto Sinú.
Las organizaciones querellantes alegan igualmente que, ante la falta de consulta
previa, los representantes del pueblo Embera-Katío del Alto Sinú trataron
infructuosamente de hacerse escuchar por las autoridades gubernamentales y
por la Empresa Urrá. Alegan además que las instituciones del Estado y la propia
Empresa Urrá promovieron actos de injerencia en los asuntos internos del pueblo
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Embera-Katío del Alto Sinú que agudizaron los conflictos intraétnicos de dicho
pueblo y entre este y otros sectores sociales de la región.

14. Las obras para la construcción de la represa empezaron en 1993. La CUT y
Asmedas indican que en 1998 la Empresa Multipropósito Urrá, S.A., ESP.
(“Empresa Urrá”), de propiedad estatal, finalizó las obras de construcción con
la licencia parcial otorgada por el entonces Inderena (Nota 2). Quedó pendiente
la licencia para las etapas siguientes de llenado y operación de la represa (Nota
3). La Empresa Urrá solicitó, desde septiembre de 1997, una modificación de la
licencia ambiental otorgada por el Inderena para llevar a cabo las etapas de
llenado y operación.

15. La CUT y Asmedas sostienen que la construcción del proyecto Urrá y la
desviación del río Sinú en enero de 1996 redujeron sustancialmente la pesca y
suscitaron fuertes conflictos sociales, culturales, económicos y políticos de tipo
interétnico que afectaron al pueblo Embera-Katío. Además, la construcción y
operación de la represa cambió las relaciones tradicionales entre el pueblo
Embera-Katío del Alto Sinú y el río, que se manifestaban especialmente en la
existencia de sitios sagrados y cementerios actuales y ancestrales. Alegan
igualmente que, en el momento de producirse el llenado, muchos de los sitios
mencionados quedaron inundados, junto con las mejores tierras, las cuales
proveían los productos agrícolas básicos para la dieta alimentaria de los pueblos
afectados.

16. El 22 de noviembre de 1994 se suscribió un Acta de Compromiso entre la
Empresa Urrá, la comunidad indígena y la Organización Nacional Indígena de
Colombia (ONIC), en la que se establecieron las bases para el proceso de consulta
previa a la licencia para la segunda etapa de la obra. Se estableció que la
compensación por el impacto causado por la obra consistiría en la elaboración y
ejecución de un plan de desarrollo, luego denominado el Plan de Etnodesarrollo
(del 2 de octubre de 1995). Entre otras cosas, el Plan contiene ocho programas
aprobados por la Empresa Urrá en materia de salud, educación, desarrollo
pecuario y manejo sostenible del hábitat tradicional del pueblo Embera-Katío
(Nota 4). El 23 de octubre de 1996 se suscribió un convenio entre la empresa, el
Instituto Colombiano de la Reforma Agraria (Incora), el Ministerio del Medio
Ambiente, el Ministerio de Minas y Energía y el pueblo Embera-Katío en el que
se acordó, entre otras cosas, que la Empresa Urrá cumpliera con los compromisos
del Plan de Etnodesarrollo, financiara el Plan hasta el año 2000, y mejorara sus
esfuerzos en el transporte de peces. El pueblo Embera-Katío también exigió
como condición previa a la inundación el pago del servicio ambiental por el
mantenimiento de los bosques y las aguas, y el pago de una participación en los
ingresos por la generación eléctrica (Nota 5).

17. Según se desprende de la información presentada por los querellantes en el
territorio tradicional de los Embera-Katío, el Incora constituyó dos resguardos
indígenas, el de Karagaví y el de Iwagadó, mediante las Resoluciones núms.
002/93 y 064/96. Aunque tradicionalmente han tenido un carácter político
segmentado y difuso, las comunidades Embera-Katío se unieron en 1995 bajo
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un gobierno centralizado frente a los eventos relacionados con la construcción
de la represa, y eligieron un Cabildo Mayor para representarlos en el proceso de
consulta. Sin embargo, a finales de 1996, se desató un conflicto interno entre las
comunidades Embera-Katío sobre la composición del Cabildo Mayor y se buscó
una solución al conflicto a través del nombramiento de dos Cabildos Mayores,
uno para cada resguardo. El 1.º de diciembre de 1997, mediante resolución
núm. 3239, el Alcalde de Tierralta revocó su reconocimiento anterior del
nombramiento de los dos Cabildos Mayores y citó una nueva asamblea para
resolver el conflicto. La nueva elección no resolvió el conflicto. En 1997, la
Empresa Urrá interrumpió la celebración de contratos bajo el Plan de
Etnodesarrollo debido a la crisis de legitimidad de los representantes indígenas.

18. Se alega que en septiembre de 1997, la Empresa Urrá solicitó una modificación
de la licencia ambiental a efectos de las etapas de llenado y operación de la
represa hidroeléctrica. En 1999, el Estado aprobó la modificación de la licencia
ambiental mediante la Resolución núm. 838 de octubre de 1999 y permitió a la
empresa el llenado y operación de la represa. La CUT y Asmedas sostienen que
esta nueva acción fue decidida sin la debida consulta previa al pueblo Embera-
Katío y al pueblo Zenú como requiere el Convenio. Se alega que el proceso de
inundación empezó el 18 de noviembre de 1999.

19. Los querellantes alegan que la empresa no obtuvo el consentimiento de varias
comunidades indígenas para la ejecución del plan de traslado y reubicación
porque dichas comunidades no concordaron con la evaluación de los terrenos y
de las mejoras que les correspondían. Asimismo, se alega que el Estado no
respetó las tradiciones culturales y religiosas de los pueblos interesados en el
caso del traslado del cementerio de las comunidades de Nawa y Aborromía, el
que presuntamente fue realizado por personas ajenas a las comunidades y sin la
presencia de sus líderes espirituales.

20. La CUT y Asmedas alegan que representantes del pueblo Embera-Katío del
Alto Sinú y del pueblo Zenú trataron infructuosamente de consultar con las
autoridades gubernamentales, en particular con el Ministerio del Medio Ambiente
(entidad nacional que sustituyó al Inderena) y el Ministerio del Interior
(responsable de coordinar asuntos del Estado relativos a los pueblos indígenas),
así como con representantes de la empresa para buscar soluciones a problemas
generados por el proyecto Urrá, y a problemas futuros relacionados con el mismo.
Alegan igualmente que el Gobierno no efectuó consultas previas con los pueblos
interesados sobre el proyecto Urrá.

21. Según las organizaciones querellantes, después de desplegar esfuerzos
infructuosos para iniciar consultas, el pueblo Embera-Katío del Alto Sinú se vio
forzado a establecer acciones de hecho tales como la ocupación del Instituto
Colombiano de la Reforma Agraria (Incora). El 20 de marzo de 1998,
representantes de los pueblos interesados, con apoyo de la ONIC, la Defensoría
del Pueblo y la Comisión Colombiana de Juristas, presentaron una acción de
tutela contra la Empresa Urrá y la Alcaldía de la municipalidad de Tierralta por
la presunta violación de sus derechos fundamentales.



LA CONSULTA PREVIA A PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
COMPENDIO DE LEGISLACIÓN, JURISPRUDENCIA Y DOCUMENTOS DE ESTUDIO

122 • GRUPO DE CONSULTA PREVIA

22. Se alega que de marzo a julio de 1998, mientras estaba pendiente la acción de
tutela, la Dirección de Asuntos Indígenas del Ministerio del Interior y el Ministerio
del Medio Ambiente iniciaron un proceso de consulta ilegal con un sector disidente
del pueblo Embera-Katío del Alto Sinú, que había sido inducido por el Gobierno
y la empresa de manera favorable a sus propios intereses. La CUT y Asmedas
alegan que, en este contexto, el Gobierno emitió el Decreto núm. 1320 de 1998,
con el cual se pretendió regular el proceso de consulta y legitimizar el proceso de
consulta “falsa” entre el Gobierno y el sector disidente del pueblo Embera-Katío
del Alto Sinú (Nota 6). Se alega que el decreto establece un procedimiento que
permite que las decisiones que originariamente deberían ser tomadas por los pueblos
interesados queden, por último, en manos del Gobierno.

23. El 30 de julio de 1998, pocos días antes de iniciarse el llenado del embalse, la
Corte Constitucional ordenó suspender las operaciones. Se alega que en ese
lapso de tiempo se produjeron actos de intimidación y, en particular, que el 25
de agosto de 1998 un líder espiritual de la comunidad fue asesinado por
paramilitares (Nota 7).

24. En su Sentencia núm. T-652 del 10 de noviembre de 1998, la Corte Constitucional
de Colombia, al asumir competencia sobre la acción de tutela, emitió un fallo
favorable al pueblo Embera-Katío del Alto Sinú. El fallo de la alta Corte tuteló
los derechos fundamentales de dicho pueblo, entre otras cosas, “a la
supervivencia, a la integridad étnica, cultural, social y económica, a la
participación y al debido proceso del pueblo Embera-Katío del Alto Sinú”. La
Corte ordenó, entre otras cosas, que el Instituto Colombiano de la Reforma
Agraria y el Ministerio del Interior procedieran a tomar las medidas necesarias
para unificar el resguardo del pueblo Embera-Katío del Alto Sinú, que la Empresa
Urrá indemnizara al pueblo “al menos en la cuantía que garantice su supervivencia
física”, que se llevara a cabo un proceso de consulta previo al llenado y operación
del embalse, que asegurara la financiación del plan destinado a lograr que las
prácticas tradicionales del pueblo interesado puedan ser remplazadas por prácticas
productivas y que se reiniciaran los programas del Plan de Etnodesarrollo. La
Corte también ordenó que no se aplicara el Decreto núm. 1320 al proceso de
consulta con los Embera-Katío, y ordenó asimismo a la Alcaldía de Tierralta
que se reconociera a las autoridades tradicionales del pueblo, las cuales debían
ser inscritas por dicha Alcaldía.

25. La CUT y Asmedas alegan que, a pesar del fallo de la Corte Constitucional, las
autoridades gubernamentales no han cumplido con su obligación de consultar
previamente a los pueblos interesados e indican que el Gobierno ha incumplido
otros aspectos ligados a la plena vigencia del Convenio. Alegan igualmente que
aunque los mecanismos y criterios del Decreto núm. 1320 no hayan sido aplicados
en el caso del pueblo Embera-Katío del Alto Sinú por orden de la Corte
Constitucional, el Gobierno continúa utilizándolos, más recientemente en el
caso del pueblo U’wa (véase el documento GB.282/14/3).

26. La CUT y Asmedas observan que el fallo de la Corte Constitucional ordenó a
los Ministerios del Interior y del Medio Ambiente que no aplicaran el Decreto
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núm. 1320 de 1998 en las consultas con los Embera-Katío porque “la aplicación
del Decreto núm. 1320 de 1998 a este proceso de consulta resultaría a todas
luces contrario a la Constitución y a las normas incorporadas al derecho interno
por medio de la Ley núm. 21 de 1991” (Nota 8), por la cual se adoptó el Convenio
núm. 169. No obstante el fallo, el Ministerio del Medio Ambiente otorgó la
licencia ambiental a la empresa mediante la Resolución núm. 838 del 5 de octubre
de 1999. Las organizaciones querellantes alegan igualmente que ni el Gobierno
ni la empresa han cumplido plenamente con lo dispuesto en la decisión de la
Corte Constitucional.

27. Se alega asimismo que en julio de 1999 se inició un proceso de consulta previa
con los Cabildos Mayores de Río Verde y Río Sinú, y las autoridades tradicionales
de dichos Cabildos. Una vez entablada la consulta, se hicieron estudios sobre los
efectos ambientales, territoriales, sociales, políticos, culturales y económicos
ocasionados por el proyecto Urrá y sobre las posibles medidas preventivas,
mitigadoras, reparadoras y compensatorias en relación con dichos efectos. Como
resultado de esos estudios, se iniciaron negociaciones sobre los temas pertinentes
el 18 de agosto de 1999 en Coveñas (Sucre). La CUT y Asmedas alegan que, a
pesar de la solicitud del pueblo Embera-Katío del Alto Sinú de que se hiciera una
sola consulta reuniendo a todo el pueblo interesado, el Gobierno se reunió con
sectores minoritarios, estimulando así divisiones mediante acuerdos parciales.

28. Las organizaciones querellantes sostienen igualmente que las autoridades locales
de Tierralta obstaculizaron injustificadamente el registro de los líderes elegidos
por las comunidades Embera-Katío, y que esta acción resultó en el retraso del
inicio de la nueva etapa de consultas ordenadas por la Corte Constitucional y en
la negativa de la empresa y de las autoridades gubernamentales a reconocer a
los líderes indígenas elegidos por los pueblos para representarlos en las consultas.
Los querellantes alegan que estas prácticas de parte del Gobierno son violatorias
del artículo 17 del Convenio.

29. La CUT y Asmedas alegan que desde el inicio de las consultas ordenadas por la
Corte Constitucional, varios líderes y representantes indígenas del pueblo
Embera-Katío han sido asesinados por unidades paramilitares y otros siguen
estando amenazados de muerte. Por las razones expuestas y por la adopción y
aplicación arbitraria de la Resolución núm. 838/99, los querellantes sostienen
que el Gobierno ha violado los artículos 33 y 35 del Convenio.

B. Observaciones del Gobierno

30. El Gobierno indica en su respuesta que las relaciones entre el pueblo indígena
Embera-Katío del Alto Sinú y el proyecto Urrá se iniciaron en 1980 con la fase
de “factibilidad y diseño” del proyecto y la elaboración de estudios
socioeconómicos en el área de influencia del mismo. Según el Gobierno, estas
relaciones se iniciaron con la compañía Interconexión Eléctrica S.A. (ISA) y
después con Corelca.

31. El Gobierno indica que, a partir de 1994, la Empresa Multipropósito Urrá, S.A.
(“Empresa Urrá”) asumió estas relaciones, y organizó una serie de reuniones
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informativas y de concertación de los primeros planes, programas y proyectos
que estaba previsto ejecutar en el corto plazo. Según el Gobierno, este proceso
resultó en la suscripción de acuerdos de fecha 22 de noviembre de 1994, que
incluían un Plan de Acción Inmediato (para atender las necesidades de la
comunidad en materia de salud, educación, construcción de infraestructura, y
saneamiento básico), un Programa de Etnoeducación y el diseño de un Plan de
Etnodesarrollo (para la mitigación y compensación de los impactos del proyecto).

32. El Gobierno señala que se celebró una audiencia pública ambiental el 3 de marzo
de 1995, con el fin de suscitar la participación de las personas afectadas por el
proyecto, incluyendo las comunidades indígenas del Alto Sinú. El Gobierno
indica que el 7 de diciembre de 1995 se firmaron nuevos acuerdos relacionados
con el Plan de Etnodesarrollo, la reposición del territorio que se iba a inundar y
la autorización expresa de las comunidades para permitir que la empresa
propietaria del proyecto utilizara los terrenos para los fines del mismo.

33. El Gobierno indica que en 1996 se inició la ejecución del Plan de Etnodesarrollo
pero que, en 1997, la comunidad Embera-Katío del Alto Sinú se dividió en dos
sectores: 1) la Alianza de Cabildos Menores del Río Esmeralda y Fracción del
Río Sinú (correspondiente al antiguo resguardo Karagabí), y 2) los Cabildos
Mayores del Río Sinú y Río Verde (correspondiente al antiguo resguardo
Iwagadó). Sostiene que la movilización Embera proviene solamente de los
Cabildos Mayores del Río Sinú y Río Verde y no de todo el pueblo. Indica que
las comunidades representadas por la Alianza de Cabildos Menores del Río
Esmeralda y fracción del Río Sinú han manifestado su conformidad con el
proceso de consulta y su interés en que se respeten los acuerdos y se cumpla con
la licencia ambiental.

34. En 1997, la comunidad representada por los Cabildos Mayores del Río Sinú y
Río Verde interpusieron una acción de tutela. El Gobierno indica que se les
negó el amparo solicitado en primera y segunda instancia.

35. El 15 de septiembre de 1997, la Empresa Urrá solicitó al Ministerio del Medio
Ambiente la modificación de la licencia ambiental otorgada por el Inderena,
para conseguir la autorización de las etapas de llenado y operación de la represa.
En el contexto del proceso administrativo de modificación de la licencia, el
Ministerio del Medio Ambiente ordenó la consulta previa al pueblo Embera-
Katío del Alto Sinú mediante Auto núm. 170 del 26 de marzo de 1998.

36. Mediante Auto núm. 327 del 21 de mayo de 1998, el Ministerio del Medio
Ambiente ordenó celebrar una audiencia pública que se llevó a cabo el 11 de
junio de 1998 con la participación de las comunidades indígenas, incluyendo
otras comunidades además de los Embera-Katío. El 10 de junio de 1998, el
Ministerio del Interior convocó a la apertura del proceso de consulta a todos los
pueblos indígenas identificados en el área de influencia del proyecto. Según el
Gobierno, la convocación fue aceptada por la comunidad Zenú del Resguardo
de San Andrés de Sotavento y por la Alianza de Cabildos Menores del Río
Esmeralda y fracción del Río Sinú, pero la comunidad representada por los
Cabildos Mayores del Río Sinú y Río Verde se negó a dar inicio a la consulta
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por encontrarse en espera del fallo definitivo de la acción de tutela que había
presentado.

37. El Gobierno indica que se protocolizó la apertura del proceso de consulta con la
comunidad Zenú el 26 de junio de 1998 y su cierre el 31 de julio de 1998; como
resultado de este proceso se llegó a acuerdos mencionados en la Resolución
núm. 838/99. Asimismo, se protocolizó la apertura del proceso de consulta con
la comunidad representada por la Alianza de Cabildos Menores del Río Esmeralda
y fracción del Río Sinú el 3 de julio de 1998.

38. El Gobierno señala que entre finales de 1997 y comienzos de 1998, cuando
finalizaron los períodos de ejecución de los distintos contratos del Plan de
Etnodesarrollo, la Empresa Urrá decidió no prorrogar algunos de ellos, porque
según recomendación de la Organización Nacional de Indígenas de Colombia
(ONIC) así como de algunas comunidades indígenas no era conveniente firmar
nuevos contratos hasta que se resolviera la cuestión de la representatividad de
las autoridades indígenas Embera-Katío del Alto Sinú. Según el Gobierno, esta
situación originó que no se reanudara el trámite tendiente a dar continuidad a
los programas de Etnodesarrollo que se venían ejecutando mientras no se aclarara
la cuestión de la representatividad de las comunidades indígenas.

39. El Gobierno indica que el fallo de la Corte Constitucional, en su Sentencia núm.
T-652/98 del 10 de noviembre de 1998, interrumpió el proceso de consulta que
venía desarrollándose hasta esa fecha. El Gobierno agrega que la Corte estableció
que la Empresa Urrá y las comunidades indígenas debían negociar un acuerdo
sobre ciertos temas incluidos en el programa de consulta fijado por la Corte, la
cual otorgó un plazo inicial de tres meses para este proceso, contados a partir
del 2 de diciembre de 1998. El plazo establecido podía prorrogarse por un término
máximo de seis (6) meses, lo que se hizo.

40. En marzo de 1999, el Ministerio del Interior convocó a continuar el proceso de
consulta y fijó una nueva reunión para el 17 y 18 de marzo, a la que asistieron
los dos sectores del pueblo Embera-Katío del Alto Sinú. Sin embargo, los
Cabildos Mayores del Río Sinú y Río Verde manifestaron que para ellos no se
trataba de una continuación del proceso ya que hasta la fecha no habían aceptado
la convocatoria inicial del Ministerio del Interior y no la aceptarían hasta que no
se firmaran todos los contratos correspondientes al Plan de Etnodesarrollo.

41. El Gobierno sostiene que la comunidad representada por los Cabildos Mayores
del Río Sinú y Río Verde no aceptó el protocolo de apertura de consulta el 2 de
mayo de 1999. En mayo de 1999, el Ministerio del Interior convocó a la
finalización del proceso de consulta, pero solamente acudió la Alianza de
Cabildos Menores del Río Esmeralda y fracción del Río Sinú. El Ministerio
trabajó con dicha Alianza en una mesa de concertación entre el 12 y el 28 de
mayo de 1999. Este proceso resultó en acuerdos sobre temas relativos a la
indemnización, la compensación por la pérdida del uso y goce de los terrenos
que se iban a inundar y el saneamiento del Resguardo Embera-Katío del Alto
Sinú. El Gobierno indica que el trabajo de la mesa se suspendió debido a que el
24 de mayo de 1999 el Tribunal Superior de Montería notificó a las partes la



LA CONSULTA PREVIA A PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
COMPENDIO DE LEGISLACIÓN, JURISPRUDENCIA Y DOCUMENTOS DE ESTUDIO

126 • GRUPO DE CONSULTA PREVIA

prórroga del plazo para la negociación: tres meses más, hasta el 2 de septiembre
de 1999.

42. El 11 de agosto de 1999 las comunidades convocaron a la Empresa Urrá para
instalar las mesas de negociación y cerrar el proceso. Las mesas se instalaron el
18 y 20 de agosto de 1999 con la Alianza de Cabildos Menores del Río Esmeralda
y fracción del Río Sinú y los Cabildos Mayores del Río Sinú y Río Verde.
Según el Gobierno, las mesas de concertación trabajaron separadamente, porque
las comunidades Embera-Katío no lograron ponerse de acuerdo para trabajar en
una mesa única, como indica la comunicación de fecha 23 de agosto de 1999
emitida por la Alianza de Cabildos Menores del Río Esmeralda y fracción del
Río Sinú.

43. El Gobierno indica que trabajó con los dos sectores del pueblo Embera-Katío
hasta el 2 de septiembre de 1999 inclusive, fecha en la cual expiró el plazo
fijado por la Corte Constitucional para llegar a acuerdos. Señala, además, que
durante el término fijado por la Corte, se llevaron a cabo 17 reuniones con las
comunidades Embera-Katío, cinco con los Cabildos Mayores del Río Sinú y
Río Verde, diez con la Alianza de Cabildos Menores del Río Esmeralda y fracción
del Río Sinú y dos conjuntas. El Gobierno manifiesta que con la Alianza de
Cabildos Menores del Río Esmeralda y fracción del Río Sinú logró llegar a un
acuerdo sobre todos los puntos del programa establecido por la Corte. En cambio,
no se llegó a un acuerdo con las comunidades representadas por los Cabildos
Mayores del Río Sinú y Río Verde.

44. El 14 de septiembre de 1999, los Cabildos Mayores del Río Sinú y Río Verde
presentaron un incidente de desacato ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial
de Córdoba, Sala Laboral, en el que alegaron que no se había cumplido con la
sentencia de la Corte Constitucional en lo que concierne al programa de consulta.
El 5 de octubre de 1999, el Tribunal Superior emitió un auto que concluyó que
las autoridades habían cumplido con la sentencia de la Corte Constitucional. El
mismo día, el 5 de octubre de 1999, el Ministerio del Medio Ambiente emitió la
Resolución núm. 838, por la cual autorizó las etapas de llenado y operación del
proyecto, y ordenó la indemnización del pueblo Embera-Katío. El Gobierno
indica que la Resolución núm. 838/99 acogió la propuesta elaborada por las
comunidades representadas por los Cabildos Mayores del Río Sinú y Río Verde
y que otorgó a dichas comunidades lo mismo que se había otorgado a la Alianza
de Cabildos Menores del Río Esmeralda y Fracción del Río Sinú. El Gobierno
observa que el Ministerio del Medio Ambiente dispuso que la Empresa Urrá
debía pagar una suma anual al pueblo interesado por un período de 15 años en
sustitución de beneficios, según lo propuesto por la Corte Constitucional en su
Sentencia núm. T-652.

45. El Gobierno señala que solamente los Cabildos Mayores del Río Sinú y Río Verde
expresaron inconformidad con el proceso de consulta y con la Resolución núm.
838/99. Indica, además, que la Alianza de Cabildos Menores del Río Esmeralda y
Fracción del Río Sinú expresó su conformidad con el proceso de consulta y con la
resolución en su comunicación de fecha 21 de octubre de 1999.
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46. Los Cabildos Mayores del Río Sinú y Río Verde interpusieron un recurso de
revisión contra la Resolución núm. 838/99, el cual fue resuelto mediante la
resolución núm. 965 de 1999.

47. En diciembre de 1999, los Cabildos Mayores del Río Sinú y Río Verde desplazaron
algunos de sus miembros a las instalaciones del Ministerio del Medio Ambiente y
se asentaron en sus antejardines hasta que no se atendieran sus peticiones en relación
con el territorio, la participación en los beneficios, la reubicación y los Derechos
Humanos. El Gobierno indica que las partes llegaron a un acuerdo el 19 de abril
de 2000 y las comunidades regresaron a su lugar de origen.

48. En lo que concierne a los alegatos sobre el registro de las autoridades indígenas,
el Gobierno indica que surgieron diferencias con algunos de los miembros de la
comunidad indígena respecto a su registro. A raíz de ello, se interpuso un incidente
de desacato contra el Alcalde de Tierralta, el cual fue fallado en favor de la
comunidad. Por consiguiente, se procedió a inscribir a todas las agrupaciones
que libremente quisieran figurar como integrantes de la comunidad indígena.

49. El Gobierno indica que, en cumplimiento de lo ordenado por la Corte
Constitucional en su Sentencia núm. T-652/98, mediante Resoluciones núms.
052 y 053 del 23 de diciembre de 1998, el Incora ordenó la unificación del
resguardo del pueblo Embera-Katío del Alto Sinú.

50. En cuanto a la reubicación de las familias Embera-Katío asentadas en la zona de
inundación, el Gobierno indica que se han reubicado 36 familias, pero que algunas
familias se negaron a reasentarse.

51. En lo que respecta a los alegatos de que la Empresa Urrá estableció un preembalse
para posibilitar una de las labores de la construcción, en desacato de lo ordenado
por la Corte Constitucional, el Gobierno observa que, a finales de 1998, la
Empresa Urrá cerró un túnel para poder construir las compuertas de control de
descarga del embalse, actividad que sostiene que fue autorizada por el Inderena
mediante la licencia ambiental otorgada en 1993 y que por lo tanto no requería
nueva autorización por parte del Ministerio del Medio Ambiente.

52. El Gobierno sostiene que el Ministerio del Medio Ambiente cumplió cabalmente
con las obligaciones impuestas por la Corte Constitucional como condición para
la autorización de las etapas de llenado y operación de la represa, y que esto fue
confirmado por el fallo del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Córdoba,
instancia que rechazó el incidente de desacato.

53. En lo que respecta a los alegatos sobre asesinatos y amenazas de que han sido
víctimas portavoces de la comunidad, el Gobierno indica que las investigaciones
se encuentran todavía en la etapa preliminar.

Conclusiones

III. Conclusiones del Comité

54. El Comité toma nota de la extensa y detallada información suministrada en este
caso tanto por las organizaciones querellantes como por el Gobierno.
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55. El Comité observa que, tras el fallo emitido por la Corte Constitucional en su
sentencia núm. T-652 del 10 de noviembre de 1998, se ha unificado el resguardo
de los Embera-Katío (mediante Resolución núm. 053 de diciembre de 1998) y
el Alcalde de Tierralta ha registrado y reconocido a los líderes elegidos por el
pueblo Embera-Katío. Asimismo, se llegó a un acuerdo el 19 de abril de 2000
entre la Empresa Urrá, el Gobierno de Colombia y las comunidades representadas
por los Cabildos Mayores del Río Sinú y Río Verde en lo relativo, entre otras
cosas, al territorio, a la participación en los beneficios, al reasentamiento, al
plan ambiental “Jenene” y a los Derechos Humanos.

56. No obstante lo anterior, el Comité desea expresar su preocupación por la falta
de consulta en la cual se fundamenta esta reclamación. En este contexto, el
Comité considera que el Convenio no puede ser aplicado retroactivamente. Sin
embargo, el Convenio se aplicaría a los hechos ocurridos desde la fecha de su
entrada en vigor en el país. En su Sentencia núm. T-652, la Corte Constitucional
concluyó que no se había llevado a cabo un proceso de consulta previa con el
pueblo Embera-Katío antes del otorgamiento de la primera licencia ambiental
en 1993 para la construcción de la represa y la desviación del río Sinú, hecho
que el Comité estima violatorio de los artículos 6º y 15, 2) del Convenio, que
entró en vigor en Colombia el 7 de agosto de 1992. Del fallo núm. T-652 se
desprende además que las autoridades gubernamentales reconocieron que no se
había efectuado un proceso de consulta previa, y que se refirieron al hecho de
que no había ninguna norma que reglamentara el proceso de consulta en 1993.
El Comité observa que el Decreto núm. 1320 de 1998, que “reglamenta la consulta
previa con las comunidades indígenas y negras para la explotación de los recursos
naturales renovables dentro de su territorio” no se aplicó en el caso de las
consultas llevadas a cabo con el pueblo Embera-Katío para las etapas de llenado
y operación de la represa porque la Corte Constitucional lo consideró violatorio
de la Constitución colombiana así como de las normas incorporadas al derecho
interno por medio de la Ley núm. 21 de 1991 (véase también el documento
GB.282/14/3).

57. En este contexto, el Comité señala a la atención del Gobierno el artículo 6º del
Convenio que establece la obligación de los Estados de consultar previamente a
los pueblos interesados. El artículo 6º dispone que: 1. Al aplicar las disposiciones
del presente Convenio, los gobiernos deberán: a) consultar a los pueblos
interesados, mediante procedimientos apropiados y en particular a través de sus
instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o
administrativas susceptibles de afectarles directamente; b) establecer los medios
a través de los cuales los pueblos interesados puedan participar libremente, por
lo menos en la misma medida que otros sectores de la población, y a todos los
niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organismos
administrativos y de otra índole responsables de políticas y programas que les
conciernan; c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones
e iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados proporcionar los recursos
necesarios para este fin. 2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este
Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las
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circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento
acerca de las medidas propuestas.

58. El Comité considera que el concepto de la consulta previa establecido en el
artículo 6º debe ser entendido en el contexto de la política general expresada en
el párrafo 1 y el apartado b) del párrafo 2 del artículo 2º del Convenio, que
disponen lo siguiente: 1. Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de
desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una acción coordinada
y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el
respeto por su integridad. 2. Esta acción deberá incluir medidas: (...); b) que
promuevan la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales
de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus costumbres y
tradiciones, y sus instituciones.

59. El Comité recuerda que, en la discusión sobre la adopción del artículo 6 del
Convenio sobre la Consulta Previa, un representante del Secretario General indicó
que, al elaborar el texto, la Oficina no quiso sugerir que las consultas referidas
deberían resultar en la obtención de un acuerdo o en el consentimiento sobre lo
que se consulta, sino más bien expresar un objetivo para las consultas (Nota 9).
Sin embargo, el Comité considera que el requerimiento de la Consulta Previa
debe ser considerado a la luz de uno de los principios fundamentales del
Convenio, expresado en los párrafos 1) y 3) del artículo 7º que establecen lo
siguiente: 1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus
propias prioridades en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en
que este afecte a sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las
tierras que ocupan o utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de
lo posible, su propio desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos
pueblos deberán participar en la formulación, aplicación y evaluación de los
planes y programas de desarrollo nacional y regional susceptibles de afectarles
directamente. (...) 3. Los gobiernos deberán velar porque, siempre que haya
lugar, se efectúen estudios, en cooperación con los pueblos interesados, a fin de
evaluar la incidencia social, espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que
las actividades de desarrollo previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los
resultados de estos estudios deberán ser considerados como criterios
fundamentales para la ejecución de las actividades mencionadas.

60. Además, el artículo 15 dispone que: 1. Los derechos de los pueblos interesados
a los recursos naturales existentes en sus tierras deberán protegerse especialmente.
Estos derechos comprenden el derecho de esos pueblos a participar en la
utilización, administración y conservación de dichos recursos. 2. En caso de
que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del
subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los
gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar
a los pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos
serían perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier
programa de prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras.
Los pueblos interesados deberán participar siempre que sea posible en los
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beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemnización equitativa
por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades.

61. En opinión del Comité, si bien el artículo 6º no requiere que se logre el consenso
en el proceso de consulta previa, sí se prevé que los pueblos interesados tengan
la oportunidad de participar libremente en todos los niveles en la formulación,
aplicación y evaluación de medidas y programas que les afecten directamente.

62. En este contexto, el Comité desea expresar su preocupación acerca de
informaciones recibidas que alegan que durante el período de las consultas
convocadas el 18 de marzo de 1999 por la Dirección General de Asuntos
Indígenas del Ministerio del Interior (y que continuaron hasta el 2 de septiembre
de 1999), hubo incidentes criminales tendientes a intimidar a los miembros de
la comunidad Embera-Katío, incluyendo el asesinato el 24 de abril de 1999 de
Lucindo Domicó Cabrera, uno de los líderes y portavoces de los Embera-Katío
en el proceso de consulta. El Comité toma nota igualmente de que actos
criminales semejantes han continuado produciéndose durante el año 2001,
particularmente el secuestro y desaparición el 2 de junio de 2001 del líder
tradicional Kimy Domicó Pernía (Nota 10).

63. En lo que atañe al proceso de consulta respecto del pueblo Embera-Katío, el
Comité desea también expresar su preocupación acerca de las acciones del
Gobierno y de la Empresa Urrá tendientes, si no a crear conflictos internos y
discordias, a fomentarlos entre los miembros del pueblo Embera-Katío. En este
contexto, el Comité toma nota de lo expresado por la Corte Constitucional, en
su Sentencia núm. T-652 del 10 de noviembre de 1998, que observó que el
Embera-Katío del Alto Sinú es un solo pueblo indígena y que el establecimiento
de dos resguardos colindantes en lugar de uno obstaculizó en efecto la solución
del conflicto interno. Además, el Comité entiende que, durante el proceso de
consulta convocado según la orden de la Corte Constitucional en su Sentencia
núm. T-652, las autoridades gubernamentales y la Empresa Urrá mantuvieron
mesas de concertación y negociación separadas para diferentes grupos del pueblo
Embera-Katío del Alto Sinú y se firmaron diferentes acuerdos. En este sentido,
aunque el Comité es plenamente consciente de que en algunos casos pueda ser
difícil determinar quiénes son los representantes legítimos de un pueblo indígena,
en este caso considera que hubiera sido deseable cumplir con el espíritu de la
orden de la Corte Constitucional en materia de consulta y respaldar el desarrollo
de un solo proceso de consulta con todas las autoridades legítimas del pueblo
Embera-Katío del Alto Sinú, así como el establecimiento de un único acuerdo,
en la medida de lo posible, con miras a preservar la integridad étnica de dicho
pueblo.

64. En cuanto a la reubicación de las familias indígenas asentadas en la zona del
llenado del embalse, el Comité observa que el párrafo 5) del artículo 16 del
Convenio dispone que: Deberá indemnizarse plenamente a las personas
trasladadas y reubicadas por cualquier pérdida o daño que hayan sufrido como
consecuencia de su desplazamiento.
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65. El Comité observa que la Corte Constitucional en su Sentencia núm. T-652,
ordenó que la Empresa Urrá indemnizara al pueblo Embera-Katío del Alto Sinú
por los daños causados por la construcción y operación de la represa. La Corte
ordenó que, si los Embera-Katío y la Empresa Urrá no llegaban a un acuerdo
dentro de un plazo especificado en el fallo, dicho pueblo debería iniciar una
instancia ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Córdoba “para fijar
la suma que corresponda a un subsidio alimentario y de transporte, que pagará
la firma propietaria del proyecto a cada uno de los miembros del pueblo indígena
durante los próximos quince (15) años, a fin de garantizar la supervivencia física
de ese pueblo, mientras adecúa sus usos y costumbres a las modificaciones
culturales, económicas y políticas que introdujo la construcción de la represa
hidroeléctrica sin que los Embera fueran consultados, y mientras pueden educar
a la siguiente generación para asegurar que no desaparecerá esta cultura en el
mediano plazo”.

66. El Comité es consciente de que se presentó el incidente de liquidación, y de que
el mismo fue denegado, pero que la Corte Constitucional volvió a ordenarle al
Tribunal que admitiera la demanda. El Comité está enterado de que el caso
llegó ante el Tribunal Supremo de Justicia, y de que la Sala Laboral del Tribunal
Supremo emitió una decisión el 16 de mayo de 2001 en la cual se abstiene de
pronunciarse sobre el caso. El Comité entiende que el 24 de octubre de 2001, el
Consejo Superior de la Judicatura ordenó a la Sala Laboral de la Corte Suprema
de Justicia acatar la sentencia de la Corte Constitucional y liquidar la
indemnización debida al pueblo Embera-Katío por concepto de daños y perjuicios
causados por la represa hidroeléctrica Urrá (Nota 11).

67. El Comité observa que los acuerdos suscritos entre las autoridades guberna-
mentales, la Empresa Urrá y el pueblo Embera-Katío otorgan tierras adicionales
al pueblo Embera-Katío y prevén otras medidas compensatorias. Sin embargo,
el Comité observa que, como se indica en el fallo de la Corte Constitucional en
su Sentencia núm. T-652, la creación de un embalse implica el cambio brusco
de un ecosistema terrestre a uno acuático y puede afectar al clima de la región,
aumentar la sismicidad, incrementar la incidencia de algunas enfermedades,
propiciar la desaparición de especies acuáticas o el establecimiento de otras
nuevas e incluso cambiar toda la estructura social y económica de una región.
El Comité no pretende hacer comentarios sobre la utilidad del proyecto en sí,
sino sobre el impacto que este ha tenido en los pueblos indígenas afectados. En
este contexto el Comité señala a la atención del Gobierno el artículo 19, que
establece que: Los programas agrarios nacionales deberán garantizar a los pueblos
interesados condiciones equivalentes a las que disfruten otros sectores de la
población, a los efectos de: a) la asignación de tierras adicionales a dichos pueblos
cuando las tierras de que dispongan sean insuficientes para garantizarles los
elementos de una existencia normal o para hacer frente a su posible crecimiento
numérico; b) el otorgamiento de los medios necesarios para el desarrollo de las
tierras que dichos pueblos ya poseen.
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Recomendaciones

IV. Recomendaciones del Comité

68. El Comité recomienda que el Consejo de Administración apruebe el presente
informe y que, a la luz de las conclusiones que figuran en los párrafos 54 a 67
del mismo:

a) pida al Gobierno que modifique el Decreto núm. 1320 de 1998 para ponerlo
en conformidad con el espíritu del Convenio, en consulta y con la
participación activa de los representantes de los pueblos indígenas de
Colombia, de conformidad con lo dispuesto en el Convenio;

b) sugiera al Gobierno que, en la búsqueda de soluciones a los problemas que
todavía afectan al pueblo Embera-Katío por el llenado y la operación de la
represa, continúe dando participación a los representantes de todo el pueblo
interesado para poder mantener un diálogo caracterizado por la cooperación
y el respeto mutuo, que permita a ambas partes buscar soluciones a la
situación por la que atraviesa este pueblo;

c) solicite al Gobierno que continúe informando a la Comisión de Expertos en
Aplicación de Convenios y Recomendaciones, mediante las memorias que
debe presentar en virtud del artículo 22 de la Constitución de la OIT en
relación con este Convenio, sobre la evolución de las cuestiones en que se
fundamenta la reclamación, en particular sobre:

i) toda medida tomada para cumplir con los acuerdos suscritos entre las
autoridades gubernamentales, la Empresa Urrá y el pueblo Embera-
Katío, con inclusión del Acuerdo firmado el 19 de abril de 2000;

ii) todas las medidas tomadas o que podrían tomarse para salvaguardar la
integridad cultural, social, económica y política del pueblo Embera-
Katío y prevenir actos de intimidación o violencia contra los miembros
de dicho pueblo;

iii) toda medida tomada para indemnizar a los miembros del pueblo Embera-
Katío en cumplimiento de la Sentencia núm. T-652 de la Corte
Constitucional;

iv) informaciones relativas a la evolución de las investigaciones sobre los
presuntos asesinatos, secuestros y amenazas de que han sido víctimas
portavoces de la comunidad, incluyendo a Alonso Domicó Jarupia, Alirio
Pedro Domicó, Lucindo Domicó Cabrera y Kimy Domicó Pernía;

d) que declare cerrado el procedimiento iniciado ante el Consejo de Adminis-
tración al presentarse la reclamación.

Ginebra, 14 de noviembre de 2001.
(Firmado) Felipe Ernst, (miembro gubernamental, Chile).
Jorge de Regil Gómez, (miembro empleador, México).
Federico Ramírez León, (miembro trabajador, Venezuela).
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NOTAS:

Nota 1 Véase la Sentencia núm. T-652/98 de la Corte Constitucional de Colombia.

Nota 2 En 1997, la Empresa Multipropósito Urrá, S.A., modificó su nombre y
razón social y pasó a llamarse Urrá S.A., ESP.

Nota 3 Sentencia núm. T-652 de la Corte Constitucional.

Nota 4 Idem.

Nota 5 Idem.

Nota 6 Puede verse un análisis más detallado de la compatibilidad del Decreto
núm. 1320 con las disposiciones del Convenio en el informe relativo a
otra reclamación contra el Gobierno de Colombia que está siendo
examinado en esta misma reunión del Consejo de Administración
(documento GB.282/14/3).

Nota 7 Alonso Domicó Jarupia.

Nota 8 Véase la Sentencia núm. T-652 de la Corte Constitucional.

Nota 9 Véase el Informe de la Comisión sobre el Convenio núm. 107, Actas
Provisionales núm. 25, párrafo 74, pág. 25/14, Conferencia Internacional
del Trabajo, 76.ª Reunión (Ginebra, 1989).

Nota 10 En la fecha de la reclamación, se alega que “después de la sentencia de la
Corte Constitucional han sido asesinados, todos a manos de paramilitares
de la zona, Alonso Domicó Jarupia (un líder espiritual del pueblo Embera-
Katío), Alejandro Domicó, Lucindo Domicó Cabrera (calificado por la
CUT y Asmedas como el principal negociador para la consulta) y Rubén
Dario Mosquera Pernía”.

Nota 11 El Comité conoce las decisiones judiciales referidas, aunque las partes no
le han proporcionado copias de las mismas.
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3. INFORME DE LA COMISIÓN DE EXPERTOS EN APLICACIÓN DE
CONVENIOS Y RECOMENDACIONES DE LA OIT: Observación
individual (2006) sobre el Convenio sobre Pueblos Indígenas y
Tribales, 1989 (núm. 169), Colombia (ratificación: 1991)

Informe de la Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios y
Recomendaciones, OIT17.

Observación individual sobre el Convenio sobre Pueblos Indígenas y
Tribales, 1989 (núm. 169) Colombia (ratificación: 1991) Publicación: 2006

A. Comunicación de la Unión Sindical Obrera

1. La Comisión toma nota de los comentarios de la Unión Sindical Obrera (USO)
sobre la aplicación del Convenio, recibidos el 31 de agosto y enviados al Gobierno
el 7 de septiembre de 2005. La Comisión toma nota que no se han recibido las
observaciones del Gobierno sobre estos comentarios. Indica la USO que la
comunicación cuenta con el acuerdo y aportes de los representantes de los
Consejos Comunitarios de Curbaradó y Jiguamiandó y que se elaboró
conjuntamente con la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz, la Comisión
Colombiana de Juristas y la Corporación Colectivo de Abogados José Alvear
Restrepo. Posteriormente se recibieron dos CD ROM complementarios que por
su llegada tardía no se examinarán en estos comentarios pero se enviaron al
Gobierno para su posterior consideración.

2. Artículo 1º del Convenio. Campo de aplicación personal. La primera parte de la
comunicación se refiere a la discriminación que sufren las personas
afrodescendientes cuya tasa de analfabetismo es tres veces superior a la del
resto del país, la mortalidad infantil es del 151 por mil mientras que el promedio
nacional es del 39 por mil, y el 76 por ciento vive en condiciones de extrema
pobreza. Indica que las comunidades afrodescendientes de Colombia representan
el 26,83 por ciento de la población total. La mayor parte de la comunicación se
refiere a dos comunidades afrodescendientes, las de Curbaradó y Jiguamiandó,
municipio de Carmen del Darién, departamento del Chocó, con relación a su
desplazamiento forzoso, cultura extensiva de palma africana en violación a sus
derechos sobre la tierra y sin consulta previa. Afirma la USO que las comunidades

17 Disponible en http://www.ilo.org/ilolex/gbs/ceacr2006.htm consultado el 3 de julio de 2006.
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de Curbaradó y Jiguamiandó cumplen con los criterios de pueblo tribal
establecido en el Convenio, están conformados por 2.125 personas, 515 familias,
en su mayoría afrodescendientes y que han utilizado su territorio de acuerdo
con sus prácticas ancestrales y tradicionales. Indica que la Ley núm. 70 de 1993,
artículo 2º, numeral 5, establece que “comunidad negra es el conjunto de familias
de ascendencia afrocolombiana que poseen una cultura propia, comparten una
historia y tienen sus propias tradiciones y costumbres dentro de la relación campo
poblado, que revelan y conservan conciencia de identidad que las distingue de
otros grupos étnicos”. Además se refiere el sindicato a la jurisprudencia de la
Corte Constitucional (Sentencia T-955, M.P. Álvaro Tafur Galvis, 17 de octubre
de 2003). En dicha sentencia la Corte Constitucional declaró que el derecho de
las comunidades negras sobre su territorio colectivo “se funda en la Carta Política
y en el Convenio núm. 169 de la OIT, sin perjuicio de la delimitación de sus
tierras a que se refiere la Ley núm. 70 (...) el derecho de propiedad colectiva en
comento comprende y siempre comprendió la facultad de las comunidades negras
de usar, gozar y disponer de los recursos naturales renovables existentes en sus
territorios con criterios de sustentabilidad (...). Es decir que desde el año 1967,
en los términos de la Ley núm. 31 a las comunidades negras nacionales, en
cuanto pueblos tribales, les fue reconocido el derecho a la propiedad colectiva
de los territorios que ocupan ancestralmente”. Indica además la USO que aspectos
fundamentales del Convenio están desarrollados por la legislación, como por
ejemplo, la consulta, que está regulada en la Ley núm. 70 y además en el Decreto
núm. 1320, de 1998, que regula la consulta con las comunidades indígenas y
afrodescendientes.

3. La Comisión nota que, en su primera memoria sobre el Convenio, el Gobierno
había indicado que “las comunidades afroamericanas de Colombia no se
entienden incluidas en el ámbito del Convenio, pues aunque sectores de esta
población, las comunidades ribereñas del litoral pacífico, y algunas poblaciones
de características similares de los valles interfluviales han sido considerados
como grupos étnicos, (...) por la nueva Constitución colombiana, estos grupos
no los entiende el Gobierno colombiano como incluidos dentro de la categoría
de pueblos indígenas o tribales”.

4. La Comisión considera que a la luz de los elementos proporcionados, las
comunidades negras de Curbaradó y Jiguamiandó parecen reunir los requisitos
establecidos por el artículo 1º, párrafo 1, apartado a) del Convenio, según el cual se
aplica: “a los pueblos tribales en países independientes, cuyas condiciones sociales,
culturales y económicas les distingan de otros sectores de la colectividad nacional,
y que estén regidos total o parcialmente por sus propias costumbres o tradiciones o
por una legislación especial”. Además, el párrafo 2 del mismo artículo establece
que “la conciencia de su identidad indígena o tribal deberá considerarse un criterio
fundamental para determinar los grupos a los que se aplican las disposiciones del
presente Convenio”. Según las informaciones proporcionadas en la comunicación
indicando que los representantes de los Consejos Comunitarios de Curbaradó y
Jiguamiandó participaron en la elaboración de la comunicación, parecería que las
mismas, al solicitar la aplicación del Convenio a sus comunidades, tienen conciencia
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de su identidad tribal. Además, la definición de “comunidad negra” desarrollada
por la Ley núm. 70 parece coincidir con la definición de pueblos tribales del
Convenio. La Comisión solicita al Gobierno y a la USO que confirmen si estas
comunidades se autoidentifican como comunidades tribales en el sentido del artículo
1, 1, a), del Convenio. Solicita asimismo al Gobierno que proporcione indicaciones
sobre el porcentaje de afrodescendientes que cumplen con los requisitos del artículo
1, 1, a), del Convenio. Solicita al Gobierno que, en caso de considerar que estas
comunidades no constituyen pueblos tribales en el sentido del Convenio, exprese
sus motivos.

Comunidades de Curbaradó y Jiguamiandó

5. Indica la USO que los miembros de estas comunidades han sido víctimas de
ataques sistemáticos contra la vida, la libertad, la integridad y de desplazamientos
forzosos. Afirma que, en razón de crímenes que habrían sido cometidos según
la comunicación, en su mayoría por miembros de la Fuerza Pública, o por grupos
militares que actúan con su omisión, tolerancia o aquiescencia y en algunos
casos por grupos guerrilleros, en agosto de 2002, los 23 Consejos Comunitarios
de estos pueblos decidieron asentarse en “Zonas Humanitarias de Refugio”.

6. Tierras y recursos naturales. Indica igualmente que desde el año 2001 la
perpetración de violaciones de Derechos Humanos contra estas comunidades
ha estado relacionada al avance de cultivos extensivos de palma aceitera o palma
africana y de proyectos de ganadería, los cuales se han desarrollado pese a la
existencia de títulos colectivos sobre estos territorios. Afirma la USO que “el
despojo de las tierras de estas comunidades se ha realizado también por medio
de acciones jurídicas ilegales de las empresas palmicultoras mediante, entre
otros, la celebración de contratos violatorios de la Ley núm. 70, la suplantación
personal, la falsedad, la creación de figuras jurídicas para hacer aparecer el aval
de estas comunidades, la suplantación de cargos de los representantes de las
comunidades debidamente reconocidos e inscritos, los acuerdos para la
implementación de los cultivos facilitados por funcionarios públicos miembros
de las fuerzas militares, la coacción y la amenaza directa a los pobladores que
en muchas ocasiones se ven obligados a vender sus propiedades por temor o por
no existir opción distinta que los beneficie”. La comunicación da ejemplos de
amenazas de muerte, en marzo, abril y junio de 2005, a campesinos de las
comunidades referidas para que vendieran o abandonaran sus tierras, si aún no
las habían abandonado. Indica también que los efectos de la deforestación
intensiva para el cultivo de la palma africana y la ganadería han generado un
daño social y ambiental devastador.

7. Consulta. Se refiere la USO al Decreto núm. 1745, que reglamenta el tercer
capítulo de la Ley núm. 70 y establece la definición y el funcionamiento de los
Consejos Comunitarios de las comunidades afrodescendientes, disponiendo que
los Consejos Comunitarios constituyen “la máxima autoridad de administración
interna dentro de las tierras de las comunidades negras”. Señala que estas
autoridades no fueron consultadas y que, en cambio, se llevaron a cabo reuniones
con personas que no representaban a las comunidades y cita ejemplos.



8. Acciones a nivel nacional. La comunicación da cuenta de diversas gestiones a
nivel nacional. Indica que el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (Incoder)
en noviembre de 2004 estimaba a 4.993 ha el área intervenida con cultivos de
palma en los territorios colectivos de Jiguamiandó y Curbaradó y que 810 ha se
encuentran intervenidas con ganadería. El 93 por ciento de las áreas sembradas
con cultivos de palma se encuentran en los territorios colectivos y el 7 por ciento
restantes en predios de propiedad privada adjudicados por el Incora antes de la
vigencia de la Ley núm. 70. Cita entre otros, la Directiva núm. 008, del 21 de
abril de 2005, en la que el Procurador General de la Nación requirió a la
Corporación Codechocó, entidad encargada de vigilar la Ley Ambiental y a
Incoder a “presentar en el término de 15 días un informe sobre las acciones
desarrolladas hasta el momento para garantizar, de manera efectiva, la protección
de los derechos patrimoniales de dichas comunidades y personas y un plan de
acción a desarrollar a este efecto”. También se refiere a la Resolución Defensorial
núm. 30 de la Defensoría del Pueblo, de 2 de junio de 2005, titulada “violación de
los Derechos Humanos por siembra de palma africana en territorios colectivos de
Jiguamiandó y Curbaradó” en la cual resolvió, entre otros, requerir a las empresas
palmicultoras para que suspendan de manera inmediata el avance de los cultivos
de palma africana, solicitó la restitución de los territorios colectivos y resguardos
indígenas afectados por el cultivo de palma aceitera así como los destinados a la
ganadería y a la explotación maderera y urgió a determinadas entidades públicas
a abstenerse de conceder permisos, autorizaciones y licencias ambientales en
territorios colectivos de las comunidades negras de Jiguamiandó y Curbaradó y
resguardos indígenas, sin el cumplimiento pleno de los requisitos exigidos en
materia ambiental y sobre territorios.

9. La Comisión se refiere a las consideraciones expresadas en el párrafo 4, según
las cuales las comunidades referidas parecen cumplir los requisitos para estar
cubiertas por el Convenio. A reserva de los comentarios que el Gobierno pueda
presentar, la Comisión indica que si se confirma que estas comunidades están
cubiertas por el Convenio corresponde aplicar los artículos 6º, 7º y 15 sobre
consulta y recursos naturales y los artículos 13 a 19 sobre tierras. En particular,
la Comisión se refiere al derecho de estos pueblos de regresar a sus tierras
tradicionales en cuanto dejen de existir las causas que motivaron su traslado y
reubicación (artículo 16, 3, del Convenio) y a las medidas previstas por el
Gobierno contra toda intrusión no autorizada en las tierras de los pueblos
interesados o todo uso no autorizado de las mismas por personas ajenas a ellos
(artículo 18 del Convenio). La Comisión, notando que la comunicación se refiere
en varias oportunidades a amenazas, coacción y clima de terror, así como a la
falta de sanción de los autores de las violaciones al derecho a la vida, la integridad
y la libertad que dieron origen al desplazamiento forzoso, solicita asimismo al
Gobierno que despliegue todos los esfuerzos necesarios para proteger la vida y
la integridad de los miembros de estas comunidades. La Comisión agradecería
al Gobierno que junto con sus comentarios sobre la comunicación proporcionara
informaciones sobre las medidas adoptadas en seguimiento a la resolución de la
Defensoría del Pueblo y a la Directiva núm. 008 de la Procuraduría. La Comisión



continuará examinando esta comunicación junto con los comentarios del
Gobierno.

B. Solicitud de asistencia técnica del Gobierno

10. La Comisión toma nota con interés que el Gobierno ha solicitado la asistencia
técnica de la Oficina para facilitar la consulta con el pueblo U’wa dentro del
marco de las recomendaciones formuladas por un comité tripartito que examinó
una reclamación en su informe que fue adoptado por el Consejo de
Administración en su 212.ª Reunión (noviembre de 2001). La Comisión nota
que dicho proyecto se precisará a la brevedad y que la Oficina manifestó su
mejor disposición para contribuir a una mejor aplicación de las recomendaciones
de los órganos de control. La Comisión queda a la espera de mayores
informaciones sobre la puesta en marcha y desarrollo de dicha asistencia.

Se invita al Gobierno a que responda de manera detallada a los presentes
comentarios en 2006.





Segunda Parte

INSTRUMENTOS

NACIONALES

COLOMBIA

Esta parte del compendio recoge las principales disposiciones constitucionales y legales
que regulan en Colombia la Consulta Previa a pueblos indígenas o tribales en el supuesto
del numeral 2 del artículo 15 del Convenio núm 169 de la Organización Internacional del
Trabajo, OIT:

“Artículo 15

(…)

2. En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos del
subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los gobiernos
deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a los pueblos
interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían perjudicados, y en
qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación
de los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos interesados deberán participar siempre
que sea posible en los beneficios que reporten tales actividades, y percibir una indemnización
equitativa por cualquier daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades”.
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I

DISPOSICIONES
CONSTITUCIONALES
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1. LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES

TÍTULO I
DE LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES

Artículo 1

Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de República unitaria,
descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática,
participativa y pluralista, fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo
y la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés general.

Artículo 2

Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la prosperidad
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados
en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los afectan
y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia
pacífica y la vigencia de un orden justo.

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de
los particulares.

Artículo 3

La soberanía reside exclusivamente en el pueblo, del cual emana el poder público.
El pueblo la ejerce en forma directa o por medio de sus representantes, en los términos
que la Constitución establece.

Artículo 7

El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana.

Artículo 8

Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas culturales y naturales
de la Nación.

Artículo 10

El castellano es el idioma oficial de Colombia. Las lenguas y dialectos de los grupos
étnicos son también oficiales en sus territorios. La enseñanza que se imparta en las
comunidades con tradiciones lingüísticas propias será bilingüe.
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2. LA CONSULTA PREVIA EN LA CONSTITUCIÓN
POLÍTICA DE 1991

TÍTULO II
DE LOS DERECHOS, LAS GARANTÍAS Y LOS DEBERES

CAPÍTULO I
DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES

Artículo 40

Todo ciudadano tiene derecho a participar en la conformación, ejercicio y control
del poder político. Para hacer efectivo este derecho puede:

1. Elegir y ser elegido.

2. Tomar parte en elecciones, plebiscitos, referendos, consultas populares y otras
formas de participación democrática.

3. Constituir partidos, movimientos y agrupaciones políticas sin limitación alguna;
formar parte de ellos libremente y difundir sus ideas y programas.

4. Revocar el mandato de los elegidos en los casos y en la forma que establecen la
Constitución y la ley.

5. Tener iniciativa en las corporaciones públicas.

6. Interponer acciones públicas en defensa de la Constitución y de la ley.

7. Acceder al desempeño de funciones y cargos públicos, salvo los colombianos
por nacimiento o por adopción, que tengan doble nacionalidad. La ley
reglamentará esta excepción y determinará los casos a los cuales ha de aplicarse.

Las autoridades garantizarán la adecuada y efectiva participación de la mujer en los
niveles decisorios de la Administración Pública.
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TÍTULO XI
DE LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL

CAPÍTULO IV
DEL RÉGIMEN ESPECIAL

Artículo 330

De conformidad con la Constitución y las leyes, los territorios indígenas estarán
gobernados por Consejos conformados y reglamentados según los usos y costumbres
de sus comunidades y ejercerán las siguientes funciones:

1. Velar por la aplicación de las normas legales sobre usos del suelo y poblamiento
de sus territorios.

2. Diseñar las políticas y los planes y programas de desarrollo económico y social
dentro de su territorio, en armonía con el Plan Nacional de Desarrollo.

3. Promover las inversiones públicas en sus territorios y velar por su debida
ejecución.

4. Percibir y distribuir sus recursos.

5. Velar por la preservación de los recursos naturales.

6. Coordinar los programas y proyectos promovidos por las diferentes comunidades
en su territorio.

7. Colaborar con el mantenimiento del orden público dentro de su territorio de
acuerdo con las instrucciones y disposiciones del Gobierno Nacional.

8. Representar a los territorios ante el Gobierno Nacional y las demás entidades a
las cuales se integren, y

9. Las que les señalen la Constitución y la ley.

PARÁGRAFO. La explotación de los recursos naturales en los territorios indígenas
se hará sin desmedro de la integridad cultural, social y económica de las comunidades
indígenas. En las decisiones que se adopten respecto de dicha explotación, el Gobierno
propiciará la participación de los representantes de las respectivas comunidades.
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II

DISPOSICIONES LEGALES
Y REGLAMENTARIAS
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1. LEY 21 DEL 4 DE MARZO DE 1991 (apartes pertinentes)

por medio de la cual se aprueba el Convenio número 169 sobre los Pueblos
Indígenas y Tribales en países independientes, adoptado por la 76ª reunión
de la Conferencia General de la OIT, Ginebra 1989.

LEY 21 DE 1991
(marzo 4)

Diario Oficial número 39.720, 6 de marzo de 1991.

por medio de la cual se aprueba el Convenio número 169 sobre Pueblos
Indígenas y Tribales en países independientes, adoptado por la 76ª.

reunión de la Conferencia General de la OIT, Ginebra 1989.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

CONFERENCIA INTERNACIONAL DEL TRABAJO
CONVENIO 169

CONVENIO SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
EN PAÍSES INDEPENDIENTES

(…)

PARTE I
Política general

Artículo 1

1. El presente Convenio se aplica:

a) A los pueblos tribales en países independientes, cuyas condiciones sociales,
culturales y económicas les distingan de otros sectores de la colectividad
nacional, y que estén regidos total o parcialmente por sus propias costumbres
o tradiciones o por una legislación especial;

b) A los pueblos en países independientes, considerados indígenas por el hecho
de descender de poblaciones que habitaban en el país o en una región
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geográfica a la que pertenece el país en la época de la conquista o la
colonización o del establecimiento de las actuales fronteras estatales y que,
cualquiera que sea su situación jurídica, conservan todas sus propias
instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas.

2. La conciencia de su identidad indígena o tribal deberá considerarse un criterio
fundamental para determinar los grupos a los que se aplican las disposiciones
del presente Convenio.

3. La utilización del término “pueblos” en este Convenio no deberá interpretarse
en el sentido de que tenga implicación alguna en lo que atañe a los derechos que
pueda conferirse a dicho término en el Derecho Internacional.

Artículo 2

1. Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la
participación de los pueblos interesados, una acción coordinada y sistemática
con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar el respeto de su
integridad.

2. Esta acción deberá incluir medidas:

a) Que aseguren a los miembros de dichos pueblos gozar, en pie de igualdad, de
los derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los demás
miembros de la población;

b) Que promuevan la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y
culturales de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus
costumbres y tradiciones, y sus instituciones;

c) Que ayuden a los miembros de los pueblos interesados a eliminar las diferencias
socioeconómicas que puedan existir entre los miembros indígenas y los demás
miembros de la comunidad nacional, de una manera compatible con sus
aspiraciones y formas de vida.

Artículo 3

1. Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar plenamente de los Derechos
Humanos y libertades fundamentales, sin obstáculos ni discriminación.

Las disposiciones de este Convenio se aplicarán sin discriminación a los hombres
y mujeres de esos pueblos.

2. No deberá emplearse ninguna forma de fuerza o de coerción que viole los
Derechos Humanos y las libertades fundamentales de los pueblos interesados,
incluidos los derechos contenidos en el presente Convenio.

Artículo 4

1. Deberán adoptarse las medidas especiales que se precisen para salvaguardar las
personas, las instituciones, los bienes, el trabajo, las culturas y el medio ambiente
de los pueblos interesados.

2. Tales medidas especiales no deberán ser contrarias a los deseos expresados
libremente por los pueblos interesados.



LA CONSULTA PREVIA A PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
COMPENDIO DE LEGISLACIÓN, JURISPRUDENCIA Y DOCUMENTOS DE ESTUDIO

MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA • 153

3. El goce sin discriminación de los derechos generales de ciudadanía no deberá
sufrir menoscabo alguno como consecuencia de tales medidas especiales.

Artículo 5

Al aplicar las disposiciones del presente Convenio:

a) Deberán reconocerse y protegerse los valores y prácticas sociales, culturales,
religiosas y espirituales propios de dichos pueblos y deberá tomarse debidamente
en consideración la índole de los problemas que se les plantean tanto colectiva
como individualmente;

b) Deberá respetarse la integridad de los valores, prácticas e instituciones de esos
pueblos;

c) Deberán adoptarse, con la participación y cooperación de los pueblos interesados,
medidas encaminadas a allanar las dificultades que experimenten dichos pueblos
al afrontar nuevas condiciones de vida y de trabajo.

Artículo 6

1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobiernos deberán:

a) Consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos apropiados y
en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se
prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles
directamente;

b) Establecer los medios a través de los cuales los pueblos interesados puedan
participar libremente, por lo menos en la misma medida que otros sectores
de la población, y a todos los niveles en la adopción de decisiones en
instituciones electivas y organismos administrativos y de otra índole
responsables de políticas y programas que les conciernan;

c) Establecer los medios para el pleno desarrollo de las instituciones e iniciativas
de esos pueblos y en los casos apropiados proporcionar los recursos
necesarios para este fin.

2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse
de buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de
llegar a un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas.

Artículo 7

1. Los pueblos interesados deberán tener el derecho de decidir sus propias prioridades
en lo que atañe al proceso de desarrollo, en la medida en que este afecte a sus
vidas, creencias, instituciones y bienestar espiritual y a las tierras que ocupan o
utilizan de alguna manera, y de controlar, en la medida de lo posible, su propio
desarrollo económico, social y cultural. Además, dichos pueblos deberán participar
en la formulación, aplicación y evaluación de los planes y programas de desarrollo
nacional y regional susceptibles de afectarles directamente.

2. El mejoramiento de las condiciones de vida y de trabajo y del nivel de salud y
educación de los pueblos interesados, con su participación y cooperación, deberá
ser prioritario en los planes de desarrollo económico global de las regiones
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donde habitan. Los proyectos especiales de desarrollo para estas regiones deberán
también elaborarse de modo que promuevan dicho mejoramiento.

3. Los gobiernos deberán velar porque, siempre que haya lugar, se efectúen estudios,
en cooperación con los pueblos interesados, a fin de evaluar la incidencia social,
espiritual y cultural y sobre el medio ambiente que las actividades de desarrollo
previstas puedan tener sobre esos pueblos. Los resultados de estos estudios
deberán ser considerados como criterios fundamentales para la ejecución de las
actividades mencionadas.

4. Los gobiernos deberán tomar medidas, en cooperación con los pueblos interesados,
para proteger y preservar el medio ambiente de los territorios que habitan.

Artículo 8

1. Al aplicar la legislación nacional a los pueblos interesados deberán tomarse
debidamente en consideración sus costumbres o su derecho consuetudinario.

2. Dichos pueblos deberán tener el derecho de conservar sus costumbres e
instituciones propias, siempre que estas no sean incompatibles con los derechos
fundamentales definidos por el sistema jurídico nacional ni con los Derechos
Humanos internacionalmente reconocidos. Siempre que sea necesario, deberán
establecer procedimientos para solucionar los conflictos que puedan surgir en
la aplicación de este principio.

3. La aplicación de los párrafos 1 y 2 de este artículo no deberá impedir a los
miembros de dichos pueblos ejercer los derechos reconocidos a todos los
ciudadanos del país y asumir las obligaciones correspondientes.

(…)

PARTE II
Tierras

Artículo 13.

1. Al aplicar las disposiciones de esta parte del Convenio, los gobiernos deberán
respetar la importancia especial que para las culturas y valores espirituales de
los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios, o con
ambos, según los casos, que ocupan o utilizan de alguna otra manera y en
particular los aspectos colectivos de esa relación.

     La utilización del término “tierras’’ en los artículos 15 y 16 deberá incluir el
concepto de territorios, lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones
que los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra manera.

(…)

Artículo 15

1. Los derechos de los pueblos interesados a los recursos naturales existentes en
sus tierras deberán protegerse especialmente. Estos derechos comprenden el
derecho de esos pueblos a participar en la utilización, administración y
conservación de dichos recursos.
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2. En caso de que pertenezca al Estado la propiedad de los minerales o de los recursos
del subsuelo, o tenga derechos sobre otros recursos existentes en las tierras, los
gobiernos deberán establecer o mantener procedimientos con miras a consultar a
los pueblos interesados, a fin de determinar si los intereses de esos pueblos serían
perjudicados, y en qué medida, antes de emprender o autorizar cualquier programa
de prospección o explotación de los recursos existentes en sus tierras. Los pueblos
interesados deberán participar siempre que sea posible en los beneficios que
reporten tales actividades, y percibir una indemnización equitativa por cualquier
daño que puedan sufrir como resultado de esas actividades.

Artículo 16

1. A reserva de lo dispuesto en los párrafos siguientes de este artículo, los pueblos
interesados no deberán ser trasladados de las tierras que ocupan.

2. Cuando excepcionalmente el traslado y la reubicación de esos pueblos se
consideren necesarios, solo deberán efectuarse con su consentimiento dado
libremente y con pleno conocimiento de causa. Cuando no pueda obtenerse su
consentimiento, el traslado y la reubicación solo deberá tener lugar al término
de procedimientos adecuados establecidos por la legislación nacional, incluidas
encuestas públicas, cuando haya lugar, en que los pueblos interesados tengan la
posibilidad de estar efectivamente representados.

3. Siempre que sea posible, estos pueblos deberán tener el derecho de regresar a
sus tierras tradicionales en cuanto dejen de existir las causas que motivaron su
traslado y reubicación.

4. Cuando el retorno no sea posible, tal como se determine por acuerdo o, en ausencia
de tales acuerdos, por medio de procedimientos adecuados, dichos pueblos deberán
recibir, en todos los casos posibles, tierras cuya calidad y cuyo estatuto jurídico
sean por lo menos iguales a los de las tierras que ocupaban anteriormente, y que
les permitan subvenir a sus necesidades y garantizar su desarrollo futuro. Cuando
los pueblos interesados prefieran recibir una indemnización en dinero o en especie,
deberá concedérseles dicha indemnización, con las garantías apropiadas.

5. Deberá indemnizarse plenamente a las personas trasladadas y reubicadas por
cualquier pérdida o daño que hayan sufrido como consecuencia de su
desplazamiento.

Artículo 17

1. Deberán respetarse las modalidades de transmisión de los derechos sobre la
tierra entre los miembros de los pueblos interesados establecidas por dichos
pueblos.

2. Deberá consultarse a los pueblos interesados siempre que se considere su
capacidad de enajenar sus tierras o de transmitir de otra forma sus derechos
sobre estas tierras fuera de su comunidad.

3. Deberá impedirse que personas extrañas a esos pueblos puedan aprovecharse
de las costumbres de esos pueblos o de su desconocimiento de las leyes por
parte de sus miembros para arrogarse la propiedad, la posesión o el uso de las
tierras pertenecientes a ellos.
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(…)
PARTE VI

Educación y Medios de Comunicación
(…)

Artículo 27

1. Los programas y los servicios de educación destinados a los pueblos interesados deberán
desarrollarse y aplicarse en cooperación con estos a fin de responder a sus necesidades
particulares, y deberán abarcar su historia, sus conocimientos y técnicas, sus sistemas de
valores y todas sus demás aspiraciones sociales, económicas y culturales.

2. La autoridad competente deberá asegurar la formación de miembros de estos pueblos y
su participación en la formulación y ejecución de programas de educación, con miras a
transferir progresivamente a dichos pueblos la responsabilidad de la realización de
esos programas, cuando haya lugar.

3. Además, los gobiernos deberán reconocer el derecho de esos pueblos a crear sus propias
instituciones y medios de educación, siempre que tales instituciones satisfagan las normas
mínimas establecidas por la autoridad competente en consulta con esos pueblos.
Deberán facilitárseles recursos apropiados con tal fin.

Artículo 28

1. Siempre que sea viable, deberá enseñarse a los niños de los pueblos interesados a leer y
a escribir en su propia lengua indígena o en la lengua que más comúnmente se hable en
el grupo a que pertenezcan. Cuando ello no sea viable, las autoridades competentes
deberán celebrar consultas con esos pueblos con miras a la adopción de medidas que
permitan alcanzar este objetivo.

2. Deberán tomarse medidas adecuadas para asegurar que esos pueblos tengan la oportunidad
de llegar a dominar la lengua nacional o una de las lenguas oficiales del país.

3. Deberán adoptarse disposiciones para preservar las lenguas indígenas de los pueblos
interesados y promover el desarrollo y la práctica de las mismas.
(…)

PARTE IX
Disposiciones generales

Artículo 34.
La naturaleza y el alcance de las medidas que se adopten para dar efecto al presente Convenio
deberán determinarse con flexibilidad, teniendo en cuenta las condiciones propias de cada
país.

Artículo 35.

La aplicación de las disposiciones del presente Convenio no deberá menoscabar los
derechos y las ventajas garantizados a los pueblos interesados en virtud de otros convenios
y recomendaciones, instrumentos internacionales, tratados o  leyes, laudos, costumbres
o acuerdos nacionales.

(…)



LA CONSULTA PREVIA A PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
COMPENDIO DE LEGISLACIÓN, JURISPRUDENCIA Y DOCUMENTOS DE ESTUDIO

MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA • 157

2. LEY 99 DEL 22 DE DICIEMBRE DE 1993 (apartes pertinentes)

por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector
Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los
recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental,
SINA y se dictan otras disposiciones.

LEY 99 DE 1993
(diciembre 22)

Diario Oficial número 41.146 de 22 de diciembre de 1993

por la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector
Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los

recursos naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental,
SINA y se dictan otras disposiciones.

EL CONGRESO DE COLOMBIA

DECRETA:

TÍTULO I
FUNDAMENTO DE LA POLÍTICA AMBIENTAL COLOMBIANA

Artículo 1º. Principios generales ambientales.

La política ambiental colombiana seguirá los siguientes principios generales:

1. El proceso de desarrollo económico y social del país se orientará según los
principios universales y del desarrollo sostenible contenidos en la Declaración
de Río de Janeiro de junio de 1992 sobre Medio Ambiente y Desarrollo.

2. La biodiversidad del país, por ser patrimonio nacional y de interés de la
humanidad, deberá ser protegida prioritariamente y aprovechada en forma
sostenible.

3. Las políticas de población tendrán en cuenta el derecho de los seres humanos a
una vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza.

4. Las zonas de páramos, subpáramos, los nacimientos de agua y las zonas de
recarga de acuíferos serán objeto de protección especial.

5. En la utilización de los recursos hídricos, el consumo humano tendrá prioridad
sobre cualquier otro uso.
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6. La formulación de las políticas ambientales tendrá en cuenta el resultado del
proceso de investigación científica. No obstante, las autoridades ambientales y
los particulares darán aplicación al principio de precaución conforme al cual,
cuando exista peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza científica
absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas
eficaces para impedir la degradación del medio ambiente.

7. El Estado fomentará la incorporación de los costos ambientales y el uso de
instrumentos económicos para la prevención, corrección y restauración del
deterioro ambiental y para la conservación de los recursos naturales renovables.

8. El paisaje por ser patrimonio común deberá ser protegido.

9. La prevención de desastres será materia de interés colectivo y las medidas
tomadas para evitar o mitigar los efectos de su ocurrencia serán de obligatorio
cumplimiento.

10. La acción para la protección y recuperación ambientales del país es una tarea
conjunta y coordinada entre el Estado, la comunidad. las Organizaciones No
Gubernamentales y el sector privado. El Estado apoyará e incentivará la
conformación de organismos no gubernamentales para la protección ambiental
y podrá delegar en ellos algunas de sus funciones.

11. Los estudios de impacto ambiental serán el instrumento básico para la toma de
decisiones respecto a la construcción de obras y actividades que afecten
significativamente el medio ambiente natural o artificial.

12. El manejo ambiental del país, conforme a la Constitución Nacional, será
descentralizado, democrático y participativo.

13. Para el manejo ambiental del país, se establece un Sistema Nacional Ambiental,
SINA, cuyos componentes y su interrelación definen los mecanismos de
actuación del Estado y la sociedad civil.

14. Las instituciones ambientales del Estado se estructurarán teniendo como base
criterios de manejo integral del medio ambiente y su interrelación con los
procesos de planificación económica, social y física.

(…)

TÍTULO X
DE LOS MODOS Y PROCEDIMIENTOS DE PARTICIPACIÓN

CIUDADANA

(…)

Artículo 76. De las comunidades indígenas y negras.

La explotación de los recursos naturales deberá hacerse sin desmedro de la integridad
cultural, social y económica de las comunidades indígenas y de las negras
tradicionales de acuerdo con la Ley 70 de 1993 y el artículo 330 de la Constitución
Nacional, y las decisiones sobre la materia se tomarán, previa consulta a los
representantes de tales comunidades.
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3. DECRETO 1320 DEL 13 DE JULIO DE 1998

DECRETO NUMERO 1320 DE 1998
(julio 13)

por el cual se reglamenta la consulta previa con las comunidades indígenas y
negras para la explotación de los recursos naturales dentro de su territorio.

DECRETA:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1º. Objeto. La Consulta Previa tiene por objeto analizar el impacto
económico, ambiental, social y cultural que puede ocasionarse a una comunidad
indígena o negra por la explotación de recursos naturales dentro de su territorio,
conforme a la definición del artículo 2º del presente decreto, y las medidas propuestas
para proteger su integridad.

Artículo 2º. Determinación de territorio. La consulta previa se realizará cuando el
proyecto, obra o actividad se pretenda desarrollar en zonas de resguardo o reservas
indígenas o en zonas adjudicadas en propiedad colectiva a comunidades negras.
Igualmente, se realizará Consulta Previa cuando el proyecto, obra o actividad se
pretenda desarrollar en zonas no tituladas y habitadas en forma regular y permanente
por dichas comunidades indígenas o negras, de conformidad con lo establecido en
el siguiente artículo.

Artículo 3º. Identificación de comunidades indígenas y negras. Cuando el proyecto,
obra o actividad se pretenda realizar en zonas no tituladas y habitadas en forma
regular y permanente por comunidades indígenas o negras susceptibles de ser
afectadas con el proyecto, le corresponde al Ministerio del Interior certificar la
presencia de dichas comunidades, el pueblo al que pertenecen, su representación y
ubicación geográfica. El Instituto Colombiano para la Reforma Agraria - Incora,
certificará sobre la existencia de territorio legalmente constituido. Las anteriores
entidades expedirán dicha certificación dentro de los quince (15) días hábiles
siguientes a la radicación de la solicitud que para el efecto haga el interesado en el
proyecto, obra o actividad, la cual contendrá:
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A Identificación del interesado:

a) Fecha de la solicitud;

b) Breve descripción del proyecto, obra o actividad;

c) Identificación del área de influencia directa del proyecto, obra o actividad,
acompañada de un mapa que precise su localización con coordenadas geográficas
o con sistemas Gauss.

Parágrafo 1º. De no expedirse las certificaciones por parte de las entidades previstas
en este artículo, en el término señalado, podrán iniciarse los estudios respectivos.
No obstante, si durante la realización del estudio el interesado verifica la presencia
de tales comunidades indígenas o negras dentro del área de influencia directa de su
proyecto, obra o actividad, deberá integrarlas a los estudios correspondientes; en la
forma y para los efectos previstos en este decreto informará al Ministerio del Interior
para garantizar la participación de tales comunidades en la elaboración de los
respectivos estudios.

Parágrafo 2º. En caso de existir discrepancia en torno a la identificación del área de
influencia directa del proyecto, obra o actividad, serán las autoridades ambientales
competentes quienes lo determinen.

Parágrafo 3º. Las certificaciones de que trata el presente artículo se expedirán
transitoriamente mientras el Ministerio del Interior, en coordinación con el Instituto
Geográfico Agustín Codazzi-IGAG y el Instituto Colombiano para la Reforma
Agraria, Incora, elaboran una cartografía georreferenciada a escala apropiada respecto
de las áreas donde existan comunidades indígenas o negras de las que trata la Ley
70 de 1993, en los términos de ocupación territorial de que tratan los artículos 2º y
3º del presente decreto. Para este efecto, dichas entidades dispondrán de un término
de seis (6) meses contados a partir de la expedición del presente decreto. La cartografía
de que trata este parágrafo deberá ser actualizada cada seis (6) meses.

Artículo 4º. Extensión del procedimiento. Cuando los estudios ambientales
determinen que de las actividades proyectadas se derivan impactos económicos,
sociales o culturales sobre las comunidades indígenas o negras, de conformidad con
las definiciones de este decreto y dentro del ámbito territorial de los artículos 2º y 3º
del mismo, se aplicará el procedimiento establecido en los artículos siguientes.

CAPÍTULO II
Consulta previa en materia de Licencias Ambientales

o establecimiento de planes de manejo ambiental

Artículo 5º. Participación de las comunidades indígenas y negras en la elaboración
de los estudios ambientales. El responsable del proyecto, obra o actividad que deba
realizar Consulta Previa, elaborará los estudios ambientales con la participación de
los representantes de las comunidades indígenas o negras.

Para el caso de las comunidades indígenas con la participación de los representantes
legales o las autoridades tradicionales y frente a las comunidades negras con la



LA CONSULTA PREVIA A PUEBLOS INDÍGENAS Y TRIBALES
COMPENDIO DE LEGISLACIÓN, JURISPRUDENCIA Y DOCUMENTOS DE ESTUDIO

MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA • 161

participación de los miembros de la Junta del Consejo Comunitario o, en su defecto,
con los líderes reconocidos por la comunidad de base.

El responsable del proyecto, obra o actividad acreditará con la presentación de los
estudios ambientales, la forma y procedimiento en que vinculó a los representantes
de las comunidades indígenas y negras en la elaboración de los mismos, para lo cual
deberá enviarles invitación escrita.

Transcurridos veinte (20) días de enviada la invitación sin obtener respuesta de
parte de los pueblos indígenas o comunidades negras, el responsable del proyecto,
obra o actividad informará al Ministerio del Interior para que verifique dentro de los
diez (10) días siguientes al recibo de la comunicación, si existe voluntad de
participación de los representantes de dichas comunidades y lo informará al
interesado.

En caso que los representantes de las comunidades indígenas y/o negras se nieguen
a participar u omitan dar respuesta dentro de los términos antes previstos, el interesado
elaborará el estudio ambiental prescindiendo de tal participación.

Artículo 6º. Términos de referencia. Dentro de los términos de referencia que expida
la autoridad ambiental para la elaboración de los estudios ambientales se incluirán
los lineamientos necesarios para analizar el componente socioeconómico y cultural
de las comunidades indígenas o negras.

Artículo 7º. Proyectos que cuentan con términos de referencia genéricos. Cuando
el proyecto, obra o actividad, cuente con términos de referencia genéricos expedidos
por la autoridad ambiental respectiva, el interesado deberá informar al Ministerio
del Interior sobre la participación de las comunidades indígenas o negras susceptibles
de ser afectadas en la elaboración de los estudios.

Artículo 8º. Solicitud de licencia ambiental o de establecimiento del plan de manejo
ambiental. Cuando se pretenda desarrollar un proyecto, obra o actividad dentro del
ámbito territorial previsto en los artículos 2º y 3º de este decreto, a la solicitud de
licencia ambiental o de establecimiento del Plan de Manejo Ambiental, se anexará
las certificaciones de que trata el artículo 3º del presente decreto.

Artículo 9º. Proyectos que no cuentan con términos de referencia genéricos. Recibida
la solicitud de términos de referencia y establecida la necesidad de hacer consulta
previa, la autoridad ambiental competente, al momento de expedirlos, informará al
Ministerio del Interior sobre la participación de las comunidades indígenas y/o negras
susceptibles de ser afectadas en la elaboración de los estudios.

Artículo 10. Contenido de los estudios ambientales frente al componente
socioeconómico y cultural. En relación con el componente socioeconómico y cultural,
los estudios ambientales deberán contener por lo menos lo siguiente:

1. En el diagnóstico ambiental de alternativas:

Características de la cultura de las comunidades indígenas y/o negras. Este
elemento se tendrá en cuenta por parte de la autoridad ambiental para escoger la
alternativa para desarrollar el estudio de impacto ambiental.
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2. En el estudio de impacto ambiental o plan de manejo ambiental:

a) Características de la cultura de las comunidades indígenas y/o negras;

b) Los posibles impactos sociales, económicos y culturales que sufrirán las
comunidades indígenas y/o negras estudiadas, con la realización del proyecto,
obra o actividad;

c) Las medidas que se adoptarán para prevenir, corregir, mitigar, controlar o
compensar los impactos que hayan de ocasionarse.

Artículo 11. Comunicación a la Comisión Técnica de que trata la Ley 70 de 1993.
Hasta cuando se adjudique en debida forma la propiedad colectiva de las comunidades
negras susceptibles de ser afectadas por el proyecto, obra o actividad, la autoridad
ambiental competente remitirá copia del auto de iniciación de trámite a la Comisión
Técnica de que trata el artículo 8º de la Ley 70 de 1993, para que emita el concepto
exigido en el artículo 17 de la misma ley.

Artículo 12. Reunión de consulta. Dentro de los quince (15) días siguientes a la
fecha de la solicitud de licencia ambiental o de establecimiento del Plan de Manejo
Ambiental, la autoridad ambiental competente comprobará la participación de las
comunidades interesadas en la elaboración del estudio de Impacto Ambiental, o la
no participación, y citará a la reunión de consulta previa que deberá celebrarse dentro
de los treinta (30) días siguientes al auto que así lo ordene preferiblemente en la
zona donde se encuentre el asentamiento.

Dicha reunión será presidida por la autoridad ambiental competente y deberá contar
con la participación del Ministerio del Interior. En ella deberán participar el
responsable del proyecto, obra o actividad y los representantes de las comunidades
indígenas y/o negras involucradas en el estudio.

Sin perjuicio de sus facultades constitucionales y legales, podrán ser igualmente
invitados la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo y las demás
entidades del Estado que posean interés en el asunto, de conformidad con la naturaleza
del impacto proyectado.

Parágrafo 1º. Cuando para un proyecto, obra o actividad hayan de consultarse
varias comunidades indígenas y negras se realizará una sola reunión de consulta,
salvo cuando no sea posible realizarla en conjunto por existir conflictos entre ellas.

Parágrafo 2º. La reunión se celebrará en idioma castellano, con traducción a las
lenguas de las comunidades indígenas y negras presentes, cuando sea del caso. De
ella se levantará un acta en la que conste el desarrollo de la misma, que será firmada
por los representantes de las comunidades indígenas y negras. Igualmente, será
firmada por los representantes de la autoridad ambiental competente, del Ministerio
del Interior y de las autoridades de control que asistan a ella.

Artículo 13. Desarrollo de la reunión. En la reunión de consulta se seguirá el
siguiente procedimiento:

a) Instalada la reunión y verificada la asistencia, el responsable del proyecto, obra
o actividad hará una exposición del contenido del estudio respectivo, con especial
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énfasis en la identificación de los posibles impactos frente a las comunidades
indígenas y a las comunidades negras y la propuesta de manejo de los mismos;

b) Acto seguido, se escuchará a los representantes de las comunidades indígenas y
negras consultadas;

c) Si existe acuerdo en torno a la identificación de impactos y a las medidas
propuestas dentro del plan de manejo ambiental y las demás a que hubiere lugar,
según el caso, en lo relacionado con las comunidades indígenas y negras, se
levantará la reunión dejando en el acta constancia expresa del hecho;

d) En caso de no existir acuerdo sobre las medidas propuestas dentro del plan de
manejo ambiental y las demás a que hubiere lugar, la autoridad ambiental
competente suspenderá la reunión por una sola vez y por el término máximo de
24 horas, con el fin de que las partes evalúen las propuestas. Si después de
reanudada la reunión se llegare a un acuerdo deberá darse aplicación a lo
establecido en el literal anterior, en caso de que continúe el desacuerdo, se
procederá de conformidad con el siguiente literal del presente artículo;

e) En caso de no existir acuerdo respecto de las medidas contenidas en el Plan de
Manejo Ambiental, se dará por terminada la reunión dejando en el acta constancia
expresa de tal hecho y la autoridad ambiental competente decidirá sobre el
particular en el acto que otorgue o niegue la licencia ambiental;

f) Si cualquiera de las comunidades indígenas o negras involucradas no asiste a la
reunión de consulta, deberá justificar su inasistencia ante la autoridad ambiental,
dentro de los ocho (8) días siguientes a la fecha programada para su celebración.
En caso de que no exista justificación válida se entenderá que se encuentra de
acuerdo con las medidas de prevención, corrección, mitigación, control o
compensación de los impactos que se le puedan ocasionar;

g) Justificada la inasistencia, la autoridad ambiental, dentro de los quince (15) días
siguientes, citará a una nueva reunión para el efecto;

h) Agotado el objeto de la reunión, la autoridad ambiental competente la dará por
terminada, dejando constancia de lo ocurrido en el acta y continuará con el
trámite establecido en la Ley 99 de 1993 y en el Decreto 1753 de 1994 o normas
que los modifiquen o sustituyan, con el objeto de tomar una decisión sobre el
otorgamiento o negación de la licencia ambiental o del establecimiento del plan
de manejo ambiental.

CAPÍTULO III
Consulta previa frente al documento de evaluación

y manejo ambiental

Artículo 14. Documento de evaluación y manejo ambiental. Cuando quiera que se
den los supuestos del artículo 2º del presente decreto para los proyectos, obras o
actividades cobijados por lo dispuesto en el Decreto 883 de 1997, se deberá realizar
la Consulta Previa con las comunidades indígenas y negras.
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En tal caso, el documento de evaluación y manejo ambiental deberá elaborarse de
conformidad con lo establecido en los artículos 5º y 10, numeral 2 del presente
decreto. El interesado antes de elaborar el documento de evaluación y manejo
ambiental deberá informar al Ministerio del Interior para que constate la participación
de las comunidades indígenas o negras susceptibles de ser afectadas en la elaboración
de los estudios.

La consulta previa se realizará una vez elaborado el documento de evaluación y
manejo ambiental y con anterioridad a la entrega ante la autoridad ambiental
competente, en las formas y condiciones establecidas en los artículos 11 y 12 del
presente decreto. Para tal fin se deberá dar aviso oportunamente a la autoridad
ambiental competente.

Dentro de los diez (10) días siguientes a la presentación del documento de evaluación
y manejo ambiental, la autoridad ambiental competente se pronunciará indicando si
es procedente o no dar inicio a las obras.

CAPÍTULO IV
Consulta previa en materia de permisos de uso, aprovechamiento

o afectación de Recursos Naturales Renovables

Artículo 15. Permisos de uso, aprovechamiento o afectación de Recursos Naturales
Renovables. Cuando se pretenda desarrollar un proyecto, obra o actividad dentro
del ámbito territorial previsto en los artículos 2º y 30 de este decreto, a la solicitud
presentada ante la autoridad ambiental competente para acceder al uso,
aprovechamiento o afectación de los recursos naturales renovables que no vayan
implícitos dentro de una licencia ambiental, se anexarán las certificaciones de que
trata el artículo 3º del presente decreto.

Recibida la solicitud y establecida la necesidad de hacer consulta previa, la autoridad
ambiental competente informará al Ministerio del Interior para efectos de su
coordinación. Igualmente, la autoridad ambiental competente deberá dar aplicación
a lo dispuesto en el artículo 11 de este decreto cuando sea del caso.

Artículo 16. Reunión de consulta. Dentro de los quince (15) días siguientes a la
fecha de recibo de la solicitud de aprovechamiento, uso o afectación de los recursos
naturales renovables, la autoridad ambiental competente citará a una reunión de
consulta, que deberá celebrarse dentro de los quince (15) días siguientes al auto que
así lo ordena, en el lugar que ella determine, preferiblemente en la zona en donde se
encuentre el asentamiento.

Deberán participar en tal reunión el interesado, los representantes de las comunidades
indígenas y negras involucradas y el Ministerio del Interior; igualmente, serán
invitados a asistir la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo.
Podrán asistir también otras entidades del Estado que posean interés en el asunto.

Artículo 17. Desarrollo de la reunión de consulta. La reunión de consulta se
desarrollará de la siguiente manera:
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a) Instalada la reunión y verificada la asistencia, el interesado expondrá las
condiciones técnicas en que pretende usar, aprovechar o afectar los recursos
naturales renovables;

b) Acto seguido se escuchará a los representantes de las comunidades indígenas o
negras consultadas y se determinarán los impactos que se pueden generar con
ocasión de la actividad y las medidas necesarias para prevenirlos, corregirlos,
mitigarlos, controlarlos o compensarlos;

c) En esta reunión se aplicará lo dispuesto en los literales f) y g) del artículo 13 del
presente decreto;

d) Agotado el objeto de la reunión, la autoridad ambiental competente la dará por
terminada, dejando constancia de lo ocurrido en el acta y continuará con el
trámite establecido en las normas vigentes, con el objeto de tomar una decisión
sobre el otorgamiento o negación del permiso de uso, aprovechamiento o
afectación de los recursos naturales renovables.

Artículo 18. Ambito de aplicación. Las disposiciones contenidas en los Capítulos
III y IV del presente decreto no se aplicará cuando se trate de licencias ambientales
que contengan permisos, concesiones y autorizaciones para el aprovechamiento de
los recursos naturales.

CAPÍTULO V
Disposiciones finales

Artículo 19. Comunicación de la decisión. El acto administrativo que otorgue o
niegue la licencia ambiental, el establecimiento del plan de manejo ambiental o el
permiso de uso, aprovechamiento o afectación de los recursos naturales renovables
deberá ser comunicado a los representantes de las comunidades indígenas y negras
consultadas.

Artículo 20. Régimen transitorio. Las consultas previas con comunidades indígenas
o negras cuyo trámite se hubiere iniciado con anterioridad a la vigencia del presente
decreto, continuarán su desarrollo en la forma acordada. No obstante, el interesado
en el proyecto, obra o actividad podrá optar por la sujeción al procedimiento
establecido en este decreto.

Artículo 21. Mecanismos de seguimiento. Sin perjuicio de la plena vigencia del
presente decreto a partir de la fecha de su publicación, dentro de los seis (6) meses
siguientes a ella, el Gobierno Nacional propiciará con las comunidades indígenas y
negras reuniones de participación para recibir de ellas las observaciones y correctivos
que podrían introducirse a los procesos de consulta previa establecidos en el presente
decreto.

Artículo 22. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación
y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.
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4. DECRETO NUMERO 4530 DEL 28 DE NOVIEMBRE DE 2008

Diario Oficial No. 47.187 de 28 de noviembre de 2008
DECRETO NÚMERO 4530 DE 2008

(noviembre 28)

por el cual se modifica la estructura del Ministerio del Interior y de Justicia
y se dictan otras disposiciones.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades
constitucionales y legales, en especial las conferidas por el numeral 16 del artículo
189 de la Constitución Política y con sujeción a los principios y reglas previstos en
el artículo 54 de la Ley 489 de 1998,

DECRETA:

CAPÍTULO I
OBJETIVOS Y FUNCIONES

Artículo 1°. Objetivos. El Ministerio del Interior y de Justicia tendrá los siguientes
objetivos:

1. Formular las políticas, planes generales, programas y proyectos del Ministerio
y del Sector Administrativo del Interior y de Justicia.

2. Formular la política de Gobierno en materias relativas al orden público interno
en coordinación con el Ministro de Defensa Nacional en lo que a este
corresponda; a los asuntos políticos; la convivencia ciudadana y los Derechos
Humanos; a la participación ciudadana en la vida y organización social y política
de la Nación; a las relaciones entre la Nación y las entidades territoriales de la
República; al acceso a la justicia, la justicia formal y del derecho; a la gestión
jurídica pública; a la defensa jurídica del Estado, y del ordenamiento jurídico;
justicia transicional; política criminal; a lo penitenciario y carcelario; desplazados,
seguridad jurídica, entidades territoriales, acceso a la justicia y trata de personas;
al problema mundial de las drogas; a la seguridad jurídica; a los asuntos notariales
y registrales, a la prevención y gestión del riesgo, y a los derechos de autor.

3. Contribuir al desarrollo de la política de paz del Gobierno Nacional.

4. Promover el ordenamiento y la autonomía territorial, la política de
descentralización y el fortalecimiento institucional, dentro del marco de su
competencia.
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5. Consolidar, en la administración de los asuntos políticos, la democracia
participativa y pluralista.

6. Impulsar y garantizar los derechos y libertades fundamentales de los ciudadanos,
el orden público y la convivencia ciudadana.

7. Apoyar el diseño concertado con las entidades estatales pertinentes, de las
políticas en relación con los Derechos Humanos fundamentales, sociales,
económicos, culturales y colectivos y la implementación del Derecho
Internacional Humanitario.

8. Impulsar políticas tendientes a garantizar la libertad de cultos y el derecho
individual a profesar libremente una religión o credo.

9. Apoyar el diseño de políticas y ejecutar las de su competencia en relación con
los asuntos y derechos de los grupos minoritarios.

10. Contribuir al ejercicio armónico de las competencias y atribuciones de las
entidades del respectivo Sector, de conformidad con lo previsto en el artículo 6°
de la Ley 489 de 1998.

Artículo 2°. Funciones. El Ministerio del Interior y de Justicia tiene, además de las
funciones determinadas en la Constitución Política y el artículo 59 de la Ley 489 de
1998, las siguientes:

1. Orientar, coordinar y controlar de conformidad con la ley y estructuras orgánicas
respectivas, las entidades adscritas y vinculadas e impulsar y poner en ejecución
planes de desconcentración y delegación de las actividades y funciones en el
Sector Administrativo del Interior y de Justicia.

2. Formular, coordinar, evaluar y promover políticas en materia de fortalecimiento
de la democracia, de los asuntos políticos, legislativos, y la participación
ciudadana en la organización social y política de la Nación.

3. Formular, coordinar, evaluar y promover la política de Estado en materia de
seguridad, convivencia ciudadana y la protección de los Derechos Humanos en
coordinación con las demás entidades del Estado competentes.

4.  Formular, promover y ejecutar políticas, en el marco de su competencia, en
materia de descentralización, ordenamiento y autonomía territorial, desarrollo
institucional y las relaciones políticas y de orden público entre la Nación y las
entidades territoriales.

5. Apoyar la formulación de la política de Estado dirigida a los grupos minoritarios
y ejecutarla en lo de su competencia en coordinación con las demás entidades
competentes del Estado.

6. Coordinar y garantizar el normal desarrollo de los procesos electorales.

7. Formular, coordinar, evaluar y promover las políticas y estrategias que faciliten
el acceso a la justicia comunitaria, alternativa o formal, y la utilización de medios
alternativos de solución de conflictos.
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8. Formular, promover y ejecutar políticas y estrategias de Estado en materia de
justicia, defensa jurídica pública, coordinación de la gestión jurídica pública,
derecho y demás aspectos relacionados.

9. Participar en el diseño y definición de la política criminal y penitenciaria del Estado,
la prevención del delito, las acciones contra la criminalidad organizada, y el
tratamiento penitenciario y carcelario con el fin de garantizar los fines de la pena.

10. Formular, coordinar, evaluar y promover las políticas sobre el problema mundial
de las drogas ilícitas en lo de su competencia.

11. Promover en el marco de su competencia, las normas sobre extinción de dominio
y establecer las políticas para la destinación de los bienes incautados y
decomisados en los términos de la ley.

12. Diseñar y aplicar políticas y estrategias de racionalización del ordenamiento
jurídico y facilitar el acceso a la información jurídica.

13. Coordinar la defensa del ordenamiento jurídico, proponer reformas normativas
y asesorar al Gobierno Nacional en la formulación de iniciativas normativas.

14. Diseñar estrategias para el fortalecimiento, promoción y acercamiento de la
ciudadanía y la comunidad a la legislación vigente, a la prestación de servicios
relacionados con la Administración de Justicia, a la utilización de mecanismos
alternativos de solución de conflictos, y de asistencia a la comunidad sobre los
temas de competencia del Ministerio.

15. Apoyar en lo de su competencia, los procesos de justicia transicional en el marco
del mandato contenido en las leyes y las demás que las modifiquen y reglamenten.

16. Participar con el Gobierno Nacional en el diseño de las políticas relacionadas
con la protección de la fe pública y lo concerniente al sistema de notariado.

17. Participar con el Gobierno Nacional en el diseño de las políticas de registro
público inmobiliario, del sistema y de la función registral.

18. Participar con el Gobierno Nacional en el diseño de las políticas relacionadas
con los derechos de autor y los derechos conexos.

19. Coordinar en el Congreso de la República la agenda legislativa del Gobierno
Nacional con el concurso de los demás ministerios, y las demás entidades del
orden nacional.

20. Preparar los proyectos de decreto y resoluciones ejecutivas que deban dictarse
en ejercicio de las atribuciones que corresponden al Presidente de la República
como suprema autoridad administrativa, en los asuntos de su competencia.

21. Cumplir las disposiciones legales en lo relacionado con el Fondo para la
Participación y el Fortalecimiento de la Democracia.

22. Cumplir las disposiciones legales en lo relacionado con el Fondo de Seguridad
y Convivencia Ciudadana –Fonsecon, el Fondo de Infraestructura Carcelaria, el
Fondo de Protección y el Fondo de Lucha contra las Drogas.

23. Organizar y dirigir el Centro de Estudios Políticos y el Centro de Estudios
Jurídicos desde los cuales se investiguen, estudien, analicen y difundan el
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ordenamiento constitucional y legal, los fenómenos sociales, jurídicos y políticos
nacionales e internacionales.

24. Servir de enlace entre la Rama Ejecutiva, la Rama Legislativa, la Rama Judicial,
el Ministerio Público, la Registraduría Nacional del Estado Civil y los organismos
de control en los temas de su competencia.

25. Preparar los anteproyectos de planes o programas o proyectos de inversiones
correspondientes al Sector Administrativo del Interior y de Justicia.

26. Orientar, coordinar, evaluar y ejercer el control administrativo a la gestión de las
entidades que componen el Sector Administrativo del Interior y de Justicia.

27. Las demás funciones asignadas por la ley.

Artículo 3°. Dirección: La dirección del Ministerio del Interior y de Justicia estará a
cargo del Ministro, quien la ejercerá con la inmediata colaboración de los Viceministros.

Artículo 4°. Integración del Sector Administrativo del Interior y de Justicia. El
Sector Administrativo del Interior y de Justicia de acuerdo con lo establecido en el
artículo 4° del Decreto ley 200 de 2003 está integrado por el Ministerio del Interior
y de Justicia y las entidades adscritas y vinculadas que se enuncian a continuación.
El Ministerio tendrá a su cargo la formulación de la política, así como la orientación
del ejercicio de sus funciones y las de las entidades que conforman el Sector, de la
elaboración de los programas sectoriales y en la ejecución de los mismos, sin perjuicio
de las potestades de decisión que les correspondan.

1. Son entidades adscritas:

1.1 Establecimientos Públicos:

1.1.1 Fondo para la Participación y el Fortalecimiento de la Democracia.

1.1.2 Corporación Nacional para la Reconstrucción de la Cuenca del río Páez y
zonas aledañas “Nasa Kiwe”.

1.1.3 Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario.

1.2 Unidades Administrativas Especiales (Con personería jurídica):

1.2.1 Dirección Nacional de Derecho de Autor.

1.2.2 Dirección Nacional de Estupefacientes.

1.3 Superintendencia de Notariado y Registro.

2. Entidades Vinculadas:

2.1 Empresa Industrial y Comercial del Estado:

2.1.1 Imprenta Nacional de Colombia.

CAPÍTULO II
DE LA ESTRUCTURA Y FUNCIONES DE SUS DEPENDENCIAS

Artículo 5°. Estructura. La estructura del Ministerio del Interior y de Justicia será
la siguiente:
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1. Despacho del Ministro.

1.1 Oficina de Oficina Asesora de Planeación.

1.2 Oficina de Control Interno.

1.3 Oficina de Asuntos de Cooperación Internacional.

1.4 Oficina de Asuntos Legislativos.

2. Despacho del Viceministro del Interior.

2.1 Dirección para la Democracia y Participación Ciudadana.

2.2 Dirección de Asuntos Indígenas, Minorías y Rom.

2.3 Dirección de Asuntos para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y
Palenqueras.

2.4 Dirección de Gobernabilidad Territorial.

2.5 Dirección de Derechos Humanos.

2.6 Dirección de Gestión de Riesgo para la Prevención y Atención de Desastres.

3. Despacho del Viceministro de Justicia y del Derecho.

3.1 Dirección de Acceso a la Justicia.

3.2 Dirección de Justicia Formal y del Derecho.

3.3 Dirección de Justicia Transicional.

3.4 Dirección de Ordenamiento Jurídico.

3.5 Dirección de Defensa Jurídica del Estado.

3.6 Dirección de Política Criminal y Penitenciaria.

3.7 Dirección de Política de Lucha contra las Drogas y Actividades Relacionadas.

4. Secretaría General.

4.1 Dirección de Infraestructura.

4.2 Dirección Jurídica.

4.3 Oficina de Sistemas.

5. Órganos de Asesoría y Coordinación.

5.1 Comité del Sistema Integrado de Gestión Institucional.

5.2 Comisión de Personal.

5.3 Comité Sectorial de Desarrollo Administrativo.

Artículo 6°. Funciones del Despacho del Ministro. La dirección del Ministerio del
Interior y de Justicia está a cargo del Ministro, quien con la inmediata colaboración
de los Viceministros ejercerá, además de las funciones consagradas en la Constitución
y la Ley 489 de 1998, las siguientes:

1. Ejercer, bajo su propia responsabilidad, las funciones que el Presidente de la
República le delegue o la ley le confiera y vigilar el cumplimiento de las que
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por mandato legal se hayan otorgado a dependencias del Ministerio, así como
de las que se hayan delegado en funcionarios del mismo.

2. Participar en la orientación, coordinación y control de las entidades adscritas y
vinculadas pertenecientes al Sector Administrativo del Interior y de Justicia.

3. Orientar las funciones de planeación y control del Sector Administrativo del
Interior y de Justicia.

4. Revisar y aprobar los anteproyectos de presupuestos de inversión y de
funcionamiento y el prospecto de utilización de los recursos del crédito público
que se contemplen para el Sector Administrativo del Interior y de Justicia.

5. Planear, coordinar, formular políticas y trazar directrices que orienten los rumbos
del sistema jurídico y del sistema de justicia del país.

6. Impulsar proyectos de ley y actos legislativos ante el Congreso de la República
en las materias relacionadas con los objetivos, misión y funciones del Ministerio
y coordinar la acción del Gobierno Nacional ante el Congreso de la República,
con el concurso de los demás Ministerios, y las demás entidades del Gobierno
Nacional.

7. Vigilar el curso de la ejecución del presupuesto correspondiente al Ministerio.

8. Suscribir en nombre de la Nación y de conformidad con el Estatuto de
Contratación Pública y la Ley Orgánica de Presupuesto, los contratos relativos
a asuntos propios del Ministerio.

9. Dirigir las funciones de administración de personal conforme a las normas sobre
la materia.

10. Actuar como superior inmediato de los representantes legales de las demás
entidades adscritas o vinculadas, sin perjuicio de la función nominadora.

11. Formular las políticas sectoriales, planes generales, programas y proyectos del
Sector Administrativo del Interior y de Justicia, bajo la dirección del Presidente
de la República.

12. Representar, en los asuntos de su competencia, al Gobierno Nacional en la
ejecución de tratados y convenios internacionales, de acuerdo con las normas
legales sobre la materia.

13. Organizar y reglamentar áreas funcionales de gestión o grupos de trabajo para
la adecuada atención de los asuntos institucionales, mediante acto administrativo,
dentro del marco de su competencia.

14. Crear, conformar y asignar funciones a los órganos de asesoría y coordinación,
necesarios para el cumplimiento de la misión del Ministerio, mediante acto
administrativo, dentro del marco de su competencia.

15. Coordinar la actividad del Ministerio, en lo relacionado con su misión y objetivos,
con las Entidades Públicas del orden nacional y descentralizado territorialmente
y por servicios, el Congreso de la República, la Rama Judicial, el Ministerio
Público, la Registraduría Nacional del Estado Civil y los organismos de control.
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16. Impartir instrucciones a la Policía Nacional para la conservación y el
restablecimiento del orden público interno en aquellos asuntos cuya dirección
no corresponda al Ministro de Defensa Nacional.

17. Promover dentro de las instancias respectivas y con la colaboración de las entidades
competentes, la cooperación internacional en los asuntos de su competencia.

18. Adelantar los programas y proyectos especiales que se requieran en el desarrollo
de las funciones que se determinan en el presente decreto.

19. Velar porque el Centro de Estudios Políticos y el Centro de Estudios Jurídicos
realicen investigaciones y estudios, y difundan a la ciudadanía sobre el
ordenamiento constitucional y legal, los fenómenos sociales, jurídicos y políticos
nacionales e internacionales.

20. Apoyar los procesos de justicia transicional en el marco del mandato contenido
en las leyes y las demás normas que las modifiquen y reglamenten, en lo de su
competencia.

Parágrafo. La función establecida en el numeral 20 es transitoria y permanecerá en
el Ministerio en tanto la situación de orden público así lo amerite.

Artículo 11. Funciones del Despacho del Viceministro del Interior. Son funciones
del Viceministerio del Interior, además de las establecidas en el artículo 62 de la
Ley 489 de 1998, las siguientes:

1. Suplir las faltas temporales del Ministro cuando así lo disponga el Presidente de
la República.

2. Asesorar al Ministro en la formulación y adopción de políticas del Ministerio,
en particular en las relacionadas con orden público interno, seguridad y
convivencia, descentralización, autonomía territorial, participación ciudadana,
comunitaria y democrática, asuntos políticos y electorales, asuntos, legislativos,
minorías étnicas y culturales, la gestión del riesgo, Derechos Humanos y lucha
contra la trata de personas, y en la coordinación del control a la gestión misional
de la Entidad.

3. Ejercer bajo su propia responsabilidad las funciones que le deleguen el Presidente
de la República, o el Ministro del Interior y de Justicia, o que la ley le confiera,
y vigilar el cumplimiento de las que por mandato legal se le hayan otorgado o
delegado.

4. Coordinar y hacer el seguimiento a las actividades de planificación, ejecución y
control de las áreas misionales del Ministerio que le sean asignadas por el
Ministro, para garantizar el cabal cumplimiento de sus funciones, y de los planes,
programas y proyectos correspondientes a la Entidad.

5. Coordinar las relaciones del Ministerio con las demás entidades públicas, para
la adecuada ejecución de los planes sectoriales.

6. Representar al Ministro en las actividades oficiales que este le señale y en
particular en las juntas, consejos u otros cuerpos colegiados a los cuales deba
asistir.
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7. Presentar informes relativos al desarrollo de las políticas, los planes y programas
que deba presentar el Ministro.

8. Evaluar en forma permanente y adelantar el seguimiento de la ejecución de los
compromisos internacionales en materia de Derechos Humanos y Derecho
Internacional Humanitario.

9. Apoyar y asistir al Ministro en el diseño, análisis, impulso y seguimiento a
proyectos de ley y actos legislativos ante el Congreso de la República
principalmente en las materias relacionadas con los objetivos, misión, y funciones
del Ministerio y del sector.

10. Planear, coordinar, proponer políticas y trazar directrices, conjuntamente con el
Ministro que orienten el marco político de un Estado Social de Derecho, la
autonomía y gobernabilidad territorial.

11. Consolidar un liderazgo efectivo en materia de atención de minorías étnicas y
culturales.

12. Promover la prevención para el manejo del riesgo y la reducción de problemas
socioeconómicos ante una calamidad o desastre.

13. Impulsar la interacción entre las instituciones, las organizaciones y la sociedad
civil para el fortalecimiento de la democracia y participación de la sociedad
civil en la gestión pública.

14. Diseñar e implementar estrategias de educación a la comunidad que resulten del
análisis de la conflictividad social.

15. Participar en la orientación, coordinación y en el ejercicio del control
administrativo de las entidades adscritas y vinculadas al Ministerio, conforme a
la normatividad sobre la materia y a las instrucciones que le imparta el Ministro,
directamente y a través de las áreas misionales a cargo.

16. Apoyar la gestión estratégica del Fondo para la Participación y el Fortalecimiento
de la Democracia y del Fondo de Seguridad y Convivencia Ciudadana en
cumplimiento de las disposiciones legales, directamente y a través de la Dirección
de Democracia y Participación Ciudadana.

17. Gestionar en coordinación con la Oficina de Asuntos de Cooperación
Internacional, la consecución de recursos complementarios para atender los
programas de su competencia y de las áreas misionales a cargo.

18. Apoyar el desarrollo y sostenimiento del Sistema Integrado de Gestión
Institucional directamente y a través de las áreas misionales a cargo.

19. Promover las actividades del Centro de Estudios Políticos y del Centro de
Estudios Jurídicos directamente y a través de las áreas misionales a cargo.

20. Las demás funciones asignadas que correspondan a la naturaleza de la
dependencia.

Artículo 13. Funciones de la Dirección de Asuntos Indígenas, Minorías y Rom.
Son funciones de la Dirección de Asuntos Indígenas, Minorías y Rom, las siguientes:
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1. Proponer políticas orientadas al reconocimiento y protección de la diversidad
étnica y cultural, en particular, para los pueblos indígenas y rom.

2. Velar por la integridad étnica y cultural de los pueblos indígenas y rom y promover
sus derechos fundamentales.

3. Diseñar programas de asistencia técnica, social y de apoyo a la política para las
comunidades indígenas, rom y poblaciones LGTB - lesbianas, gays, transexuales
y bisexuales.

4. Coordinar interinstitucionalmente la realización de los espacios de participación
para los pueblos indígenas previstos por la ley, y promover la participación de
las organizaciones y autoridades que los representen.

5. Apoyar al Grupo de Consulta Previa en la realización de los procesos de consulta
para proyectos de desarrollo que afecten a las comunidades indígenas y rom.

6. Promover la resolución de conflictos de conformidad con los usos y costumbres
de las comunidades indígenas y rom.

7. Llevar el registro de las autoridades tradicionales indígenas reconocidas por la
respectiva comunidad y las asociaciones de autoridades indígenas.

8. Promover acciones con enfoque diferencial tanto de parte del Ministerio, como
de las demás entidades del Estado orientadas a atender la población indígena y
Rom.

9. Prestar asesoría a las gobernaciones y alcaldías municipales para la debida
atención a las comunidades indígenas, al pueblo rom y a la población LGTB.

10. Realizar los estudios socioeconómicos para la constitución, saneamiento,
ampliación y reestructuración de resguardos indígenas.

11. Promover en coordinación con el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo
Territorial y el Incoder, la formulación de agendas ambientales conjuntas con
las comunidades indígenas.

12. Planificar y ejecutar los procedimientos para la titulación de tierras a las
comunidades indígenas y las necesarias a comunidades afectadas por desastres
naturales y/o antrópicos, en coordinación con las dependencias del Ministerio y
entidades involucradas en la materia.

13. Proponer proyectos de ley o de actos legislativos o de reformas legislativas, así
como efectuar el análisis normativo y jurisprudencial en coordinación con la
Dirección de Ordenamiento Jurídico, y con la Oficina de Asuntos Legislativos
en la presentación, discusión y seguimiento, en materia de su competencia.

14. Participar en las Juntas, Comisiones, Comités y Grupos Técnicos de los cuales
haga parte o por delegación del Ministro o Viceministros.

15. Atender las peticiones, requerimientos y consultas relacionadas con asuntos de
su competencia.

16. Las demás funciones asignadas que correspondan a la naturaleza de la
dependencia.
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Artículo 14. Funciones de la Dirección de Asuntos para Comunidades Negras,
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras. Son funciones de la Dirección de Asuntos
para Comunidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, las siguientes:

1. Proponer políticas orientadas al reconocimiento y protección de la diversidad
étnica y cultural, para las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y
palenqueras.

2. Velar por la integridad étnica y cultural de las comunidades negras,
afrocolombianas, raizales y palenqueras y promover sus derechos fundamentales.

3. Diseñar programas de asistencia técnica, social y de apoyo a la política para las
comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras.

4. Coordinar interinstitucionalmente la realización de los espacios de participación
para las comunidades negras, afrocolombianas previstos por la ley, y promover
la participación de las organizaciones y autoridades que los representen.

5. Apoyar al Grupo de Consulta Previa en la realización de las consultivas, los
procesos de consulta para proyectos de desarrollo que afecten a las comunidades
negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras.

6. Promover la resolución de los conflictos que se deriven del derecho al ejercicio
de las prácticas tradicionales de las comunidades negras, afrocolombianas,
raizales y palenqueras.

7. Llevar el registro único nacional de los consejos comunitarios, organizaciones
de base, representantes y de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales
y palenqueras.

8. Planificar y ejecutar los procedimientos para la titulación colectiva de las tierras
baldías a las comunidades negras, afrocolombianas, en coordinación con las
dependencias del Ministerio y entidades involucradas en el tema.

9. Promover con los diferentes niveles de Gobierno, la incorporación del enfoque
diferencial para las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras
en políticas, planes, programas y proyectos especiales sectoriales.

10. Prestar asesoría a las gobernaciones y alcaldías municipales para la debida
atención a las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras.

11. Promover en coordinación con el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo
Territorial y el Incoder, la formulación de agendas ambientales conjuntas con
las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras.

12. Proponer proyectos de ley o de actos legislativos o de reformas legislativas, así
como efectuar el análisis normativo y jurisprudencial en coordinación con la
Dirección de Ordenamiento Jurídico, y con la Oficina de Asuntos Legislativos,
en la presentación, discusión y seguimiento, en materia de su competencia.

13. Participar en las Juntas, Comisiones, Comités y Grupos Técnicos de los cuales
haga parte o por delegación del Ministro o Viceministros.

14. Atender las peticiones, consultas y requerimientos relacionados con asuntos de
su competencia.
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15. Las demás funciones asignadas que correspondan a la naturaleza de la
dependencia.

CAPÍTULO III
DISPOSICIONES LABORALES

Artículo 30. Comités. El Ministro del Interior y de Justicia podrá organizar en
cualquier tiempo los comités, comisiones o grupos internos de trabajo que se requieran
para el desarrollo de los objetivos, planes y programas de la Entidad.

Artículo 31. Adopción de la nueva Planta de Personal. De conformidad con la
reorganización ordenada por el presente decreto, el Gobierno Nacional procederá a
adoptar la nueva planta de personal.

Artículo 32. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación,
deroga en lo pertinente los Decretos 200 de 2003, 3308 de 2005, 4331 de 2005 y
1720 de 2008, y demás disposiciones que le sean contrarias.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 28 de noviembre de 2008.
ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro del Interior y de Justicia,
Fabio Valencia Cossio.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Oscar Iván Zuluaga Escobar.

El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,
Fernando Grillo Rubiano
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5. MINISTERIO DEL INTERIOR Y DE JUSTICIA
RESOLUCIÓN NUMERO 3598 DE 2008

RESOLUCIÓN 3598 DE 2008
(Diciembre 4)

por la cual se crean grupo de trabajo en la estructura funcional interna del
Ministerio del Interior y de Justicia.

El Ministerio del Interior y de Justicia, en ejercicio de sus facultades y legales, en
especial las que le confiere el artículo 115 de la Ley 489 de 1998 y el Decreto 4530
de 2008 y considerando:

DESPACHO DEL MINISTERIO DEL INTERIOR

Funciones Grupo de Consulta Previa

«1. Coordinar interinstitucionalmente la realización de los procesos de consulta previa
con los grupos étnicos para proyectos de desarrollo que los afecten.

2. Realizar las visitas de verificación en las áreas de los proyectos, a fin de determinar
la presencia de grupos étnicos.

3. Expedir certificaciones de presencia de grupos étnicos en las zonas de proyectos
de desarrollo a  realizarse.

4. Hacer seguimiento al cumplimiento de los compromisos asumidos por las partes
en desarrollo de procesos de consulta previa.

5. Consolidar  la información sobre los procesos de consulta, y los trámites  de
verificación y promover el conocimiento y difusión de los mismos y de su marco
jurídico.

6. Realizar sus funciones en coordinación con las Direcciones de Asuntos Indígenas,
Minorías y Rom y la de Asuntos para Comunidades Afrocolombianas, Raizales y
Palenqueras.

7. Apoyar el desarrollo y el sostenimiento del Sistema Integrado de Gestión
Institucional, y la observación de sus  recomendaciones en el ámbito de su
competencia.

8. Apoyar las actividades del Centro de Estudios Políticos  y el Centro de Estudios
Jurídicos del Ministerio en las materias de su competencia.
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9. Atender las peticiones  y consultas relacionadas con asuntos de su competencia.

10. Las demás funciones asignadas que correspondan a la naturaleza del Grupo».
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